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RESUMEN 

En esta tesis hemos abordado, determinados objetivos generales y específicos, con 

la intención de cambiar la tendencia de los Jueces Penales de hacer efectivo el 

cobro del pago de reparación civil contenido en la sentencia, en relación a los daños 

patrimoniales ocasionados a los agraviados en los delitos de robo agravado, como 

consecuencia de un hecho punible, puesto que se busca garantizar el logro de los 

fines concretos.  

Sabido es que dicho tema ha sido materia de polémica, por cuanto en las mayorías 

de los casos, se aprecian Resoluciones Judiciales expedidas por Jueces Penales 

que no toman en cuenta ciertos criterios al momento de fijar la sentencia, montos 

de reparaciones civiles que no guarda proporcionalidad al daño causado en los 

agraviados y su incumplimiento efectivo de pago en valor económico a los 

agraviados de nuestra sociedad, derivada de un hecho punible. Esto muestra una 

debilidad de nuestro sistema de justica el mismo que deja de lado a su vez  a las 

víctimas, vale decir, sufrir las consecuencias negativas y tormentosas del delito, sin 

medir a ello el daño moral y psicológico, lo cual conlleva a la falta de asumir el rol 

con criterio de consciencia por parte de los operadores jurídicos penales, en este 

caso de los Magistrados, por el cual tiene por finalidad indagar sobre la forma como 

los agraviados ha merecido protección por parte del Derecho Penal, en tanto parte 

importante en el desenvolvimiento de estos ilícitos penales. Así mismo, por otro 

lado, se ha creído conveniente analizar la forma como nuestra Magistratura aplica 

los “Criterios de Determinación de la Pena”, ya que este tema tiene intima 

vinculación con la imposición de pago de reparación civil, contenido en una 
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resolución judicial, siendo la manera como el Estado “Trata de restaurar la paz social 

vulnerada por la norma infringida”, un trabajo de investigación sobre la forma como 

nuestra Jurisprudencia aplica la reparación civil, ineludiblemente tiene relación con 

los criterios de los principios procesales, como el de la proporcionalidad, legalidad, 

lesividad, culpabilidad y racionalidad, muy aparte de la individualización de la pena.  

Sin embargo particularmente, a efecto de contrastarlo con nuestra realidad y 

detectar sus virtudes y defectos y a partir de allí proponer alternativas de solución, 

es que dicha situación, ha sido necesario elaborar la presente investigación, dado 

que a criterio del grupo dicho tema me ha motivado el despertar interés, llevándonos 

entusiasmadamente al desarrollo del presente proyecto de investigación, ofreciendo 

lo mejor de sí en una noble causa, a la comunidad jurídica, la de investigar 

recopilando datos necesario, que aporte al estudio de incrementar cada vez más el 

acervo cultural, que con mucho agrado se ha brindado a los mejores resultados en 

este presente, modesto, trabajo investigativo. Uno de los principios básicos y 

rectores de nuestro ordenamiento jurídico penal es el principio de la legalidad, que 

se manifiesta en el apego de los Jueces a la taxatividad de las normas y a evitar las 

interpretaciones tacitas para procurar así no desnaturalizar el sistema. Que a efecto 

de solucionar esta total desprotección de los agraviados se hace necesario que los 

Jueces al emitir sus fallos, adopten criterios de proporcionalidad al daño causado a 

los agraviados, siendo de este modo que los agraviados juega un rol imprescindible, 

relevante en la medida que los Jueces Penales tomen conciencia del daño moral y 

psicológico causado a los agraviados, al no restituirse el daño en cuanto al 
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incumplimiento de la reparación civil derivada de un hecho punible, en el presente 

caso el del delito de robo agravado.  

En suma, es de interés descubrir que ocurre en la praxis judicial en cuanto la 

reparación civil, su desproporción y el incumplimiento efectivo de pago en valor 

económico a los agraviados de nuestra sociedad, conllevando por el lado eficaz el 

gran aporte que puede representar a favor de la pronta Administración de Justicia. 
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ABSTRACT 

In this thesis we have approached certain general and specific objectives, with the 

intention of changing the tendency of the Criminal Judges to make effective the 

collection of the civil reparation payment contained in the sentence, in relation to the 

patrimonial damages caused to the injured in the Crimes of aggravated robbery, as 

a result of a punishable act, since it seeks to guarantee the achievement of the 

specific purposes. 

It is known that this issue has been a matter of controversy, because in most cases, 

Judicial Resolutions issued by Criminal Judges that do not take into account certain 

criteria at the time of fixing the sentence, amounts of civil reparations that does not 

keep proportionality To the damage caused to the aggrieved persons and their actual 

non-payment in economic value to those injured in our society, derived from a 

punishable act. This shows a weakness of our system of justice the same that leaves 

aside the victims, that is to say, suffer the negative and stormy consequences of the 

crime, without measuring to it the moral and psychological damage, which leads to 

the lack To assume the role of conscientiousness on the part of the criminal legal 

operators, in this case of the Magistrates, in order to investigate the way in which 

the victims have been protected by Criminal Law, as an important part in The 

development of these criminal offenses. Likewise, on the other hand, it has been 

considered convenient to analyze the way in which our Judiciary applies the "Criteria 

for Determination of the Penalty", since this issue is closely linked to the imposition 

of payment of civil damages, contained in a judicial decision, Being the way the State 

"tries to restore social peace violated by the norm infringed", a research work on the 
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way in which our jurisprudence applies civil reparation, inescapably related to the 

criteria of procedural principles, such as that of the Proportionality, legality, lesividad, 

culpability and rationality, very apart from the individualization of the sentence. 

However, in particular, in order to contrast it with our reality and to detect its virtues 

and defects and from there to propose alternative solutions, it is that said situation, 

it has been necessary to elaborate the present investigation, since at the group's 

criterion said subject has motivated me To arouse interest, leading us 

enthusiastically to the development of this research project, offering the best of itself 

in a noble cause, to the legal community, to investigate the necessary data 

gathering, to contribute to the study of increasing the cultural heritage, which With 

great pleasure has been provided to the best results in this present, modest, 

investigative work. One of the basic and guiding principles of our criminal legal 

system is the principle of legality, which is manifested in the adherence of Judges to 

the rulemability and avoidance of tacit interpretations in order to avoid distorting the 

system. That in order to solve this total lack of protection of the aggrieved, it is 

necessary for the Judges to issue their judgments, adopt criteria of proportionality to 

the harm caused to the injured, being in this way that the aggrieved plays an 

essential, relevant role to the extent that The Criminal Judges are aware of the moral 

and psychological damage caused to the aggrieved persons, in the absence of 

restitution of the damage in respect of the noncompliance with the civil reparation 

derived from a punishable act, in the present case the crime of aggravated robbery. 

In short, it is of interest to discover that what happens in judicial praxis in terms of 

civil reparation, its disproportion and effective breach of payment in economic value 
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to those injured in our society, leading to the effective side of the large contribution 

that can represent in favor of the prompt Administration of Justice. 
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INTRODUCCION 

El presente trabajo de investigación, tratará de dar a conocer la problemática sobre 

uno de los temas muy discutidos a nivel de doctrina, resulta vital importancia 

conocer y entender las diferentes circunstancias que rodea al momento en que 

nuestros Jueces Penales de la Provincia de Huánuco determinan el incumplimiento 

del pago de la reparación civil en los procesos seguidos por el delito de robo 

agravado. 

La tesis se ha desarrollado en 03 Títulos; el primero relacionado al Enfoque de la 

Investigación en la cual comprende el Capítulo I denominado Marco Metodológico 

que se subdivide en los siguiente: Planteamiento del Problema, Delimitación del 

Problema, Justificación e Importancia, Objetivos, Hipótesis, Metodología Aplicada, 

Universo y Muestra de Estudio, Técnicas de Recolección de Datos y la Elaboración 

y Procesamiento de Datos.  

El segundo Título se tratará sobre el Marco Teórico, de las cuales tenemos el 

Capítulo II: La Reparación Civil se desarrollará: sus aspectos generales, definición, 

tratamiento en el derecho penal comparado, su naturaleza jurídica, la determinación 

de la reparación civil, formas de reparación civil, su obligatoriedad, su carácter 

subsidiario, la reparación civil como tercera vía, y la víctima y su reparación civil en 

el proceso penal peruano, responsabilidad civil. En el Capítulo III denominado: La 

Reparación Civil en la Jurisprudencia se ha optado por analizar lo que corresponde: 

al principio que rige le reparación civil, los criterios que deben ponderarse, si el costo 

para la instauración del proceso penal forma parte de la reparación civil, a favor de 

quien se establece, así como si la reparación civil es parte de pena, y qué otra norma 
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rige la reparación civil. En el Título III: La sistematización de la información empírica 

que se desarrollará en el capítulo IV sobre el Análisis e Interpretación de Datos, se 

subdividirá de la siguiente manera: Se analizará el total de expedientes sobre robo 

agravado en los juzgados Penales de la Provincia de Huánuco, se ordenará por 

año, según modalidad de robo agravado, por conclusión anticipada, los principios 

que, para la determinación de la pena, los criterios, la pena aplicada y el monto de 

la reparación civil.  

Posterior al desarrollo de todo lo indicado se realizará las conclusiones a las que el 

investigador ha tenido por conveniente indicar, así como las recomendaciones 

destinadas a la comunidad jurídica.  

Finalmente se detalla la Bibliografía que ha servido de base para la presente 

investigación. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1. DESCRIPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA 

El hecho punible origina no sólo consecuencias de orden penal sino también 

civil, por lo cual toda persona que realice una conducta típica, antijurídica y 

culpable, no sólo está afectando un bien jurídico que determina una sanción 

penal sino además está vulnerando un interés protegido por el ordenamiento 

jurídico, por lo que surge el derecho, en la esfera jurídica de la víctima (o de sus 

herederos), a una compensación por los daños causados.   

La reparación civil es una de las consecuencias jurídicas del delito, que se le 

impone conjuntamente con la pena a la persona que se le encuentra 

responsabilidad civil directa por la comisión de un delito, por lo que éste deberá 

responder por las consecuencias económicas de su conducta como autor o 

participe del mismo, en la medida que produzca un daño1, es decir, en principio, 

el responsable penal es también responsable civil2. Así nuestro Código Penal en 

su Libro Primero: Parte General, Titulo VI, Capítulo I, artículo 92º establece que 

“La reparación civil se determina conjuntamente con la pena” (como una 

pretensión del justiciable) y comprende (conforme al artículo 93º) “1). La 

restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 2). La indemnización 

de los daños y perjuicios”.   

Uno de los problemas menos observados del sistema de justicia penal es –sin 

duda– la reparación civil a los agraviados. El agraviado aquella persona que se 

                                                             
1Ejecutoria suprema del veintinueve de marzo del dos mil uno, recurso de nulidad número 412-
2001/lima 
2 Muños Conde, Francisco, García Aran, Mercedes: Derecho Penal, Parte General, Editorial Tirant 
Lo Blanch, Valencia, 200, página 681. 
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ve directa o indirectamente afectada en aspectos tan valiosos para ella como su 

patrimonio, su integridad física, su indemnidad sexual o su propia vida; la víctima 

inocente de negligencia o de la maldad del agresor; usualmente no encuentra 

satisfacción en las sentencias penales. Así sucedía con el vetusto Código de 

Procedimientos Penales de 1940, y aun ahora con el Código Procesal Penal del 

2004.  En ese sentido, podemos advertir que nuestro sistema procesal penal 

tiene múltiples deficiencias, pero de hecho una de las más graves es que es 

absolutamente excluyente de la víctima, es decir, el titular de la acción 

reparatoria (el agraviado) se encuentra limitado por meras formalidades que 

exige la norma, debiendo ser esto un derecho de acceso libre a efectos de ser 

restituido el bien patrimonial o no patrimonial que se fue dañado a consecuencia 

de un acto delictivo. 

Ciertamente existe un porcentaje importante de procesos penales que terminan 

con una sentencia condenatoria en contra del procesado, como consecuencia 

de ello se le termina aplicando una pena privativa de libertad efectiva o 

condicional. En todos estos casos los jueces ordenan el pago de lo que la ley 

llama reparación civil. Es decir, una suma de dinero que el condenado está 

obligado a pagar a quien afectó con su delito. 

El asunto es que hoy cabe preguntarse: ¿alguien en el Perú paga la reparación 

civil?, específicamente en los procesos seguidos por el delito de robo agravado- 

La respuesta que lamentablemente debemos dar es que nadie o casi nadie la 

paga.   

Es así que en el presente proyecto de investigación tomaremos como referencia 

5 casos penales de procesos seguidos por el delito de robo agravado, los cuales 
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se encuentran en ejecución de sentencia y que aún no se ha cancelado el pago 

de la reparación civil impuesta, entre ellas tenemos: el Expediente Nº 00035-

2015-96-1201-JR-PE-01 seguidos por Pérez Solís, Milton Cesar contra Estela 

Figueroa, Wilmer por el delito de Robo Agravado en la que se fijó como 

reparación civil la suma de S/ 500.00 (Quinientos con 00/100 soles); el 

Expediente Nº 00368-2015-76-1201-JR-PE-01 seguidos por Chaupis García, 

Anais Isabel y Fabián Rivera, Renzo Franshekool contra Chaupis Campos, 

Efraín Manuel por el delito de Robo Agravado en la que se fijó como reparación 

civil la suma de s/ 2,000.00 (Dos mil con 00/100 soles);  el Expediente Nº 00465-

2014-36-1201-JR-PE-01 seguidos por Gómez Ubaldo, Kevin Kersel contra 

Chilcón Guevara, Jorge y Justiniano Godoy, Luis por el delito de Robo Agravado 

y en la que se fijó como reparación civil la suma de S/. 1,000.00 (Un Mil con 

00/100 soles); el Expediente Nº 00492-2014-30-1201-JR-PE-02 seguidos por 

Valencia Machan, Cristian contra Bernardo Guerra, Luis Miguel por el delito de 

Robo Agravado en la que se fijó como reparación civil la suma de S/. 500.00 

(Quinientos con 00/100 soles) y el Expediente Nº 00289-2015-25-1201-JR-PE-

03 seguidos por Santillán Gómez, Froilan Aldair contra Aguilar Albornoz, Yudith 

Edith y Cubillos Nolorve, Brayan Kenedy por el delito de Robo Agravado en la 

que se fijó como reparación civil la suma de S/. 900.00 (Novecientos con 00/100 

soles), todo ellos expedientes en los cuales a la fecha no se ha realizado el pago 

de reparación civil. 

Las razones de este fenómeno son varias, pero hay algunas que es necesario 

comentar. Lo primero es que en nuestra normatividad procesal penal, más allá 

de que sea una orden judicial la que establezca el pago de esa suma de dinero, 
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no están regulados la forma y el plazo en que el sentenciado debe efectuar el 

pago. Lo segundo es que el titular la acción preparatoria (el agraviado) se 

encuentra limitado al acceso o reclamo por meras formalidades que exige la 

norma y es por ello, que cuando algunos agraviados reclaman el pago de la 

reparación civil, los jueces le dan poca o nula importancia si estos no se han 

constituido en actor civil, amparándose en el artículo 98° del Nuevo Código 

Procesal Penal. Lo tercero es que los sentenciados por el delito de Robo 

Agravado son personas de un nivel económico bajo y en la mayoría de los casos 

sin instrucción académica; situación contraria ocurre con los sentenciados por 

delitos de corrupción de funcionarios quienes son profesionales que hacen las 

veces de funcionarios o servidores del sector público, y por lo tanto de una 

situación económica solvente, hacemos referencia al delito de corrupción de 

funcionarios debido a que mediante la promulgación de la Ley Nº 27770 se 

estableció un nuevo parámetro en cuanto al pago de la reparación civil en este 

tipo de delitos, señalando los términos en los que el condenado está obligado a 

cancelar el íntegro de la reparación civil impuesta por el Juez. De hecho la 

situación que presentamos nos debe obligar a pensar en la urgente necesidad 

de ampliar el ámbito de aplicación de este modelo hacia otros delitos comunes, 

como un medio para superar una evidente situación de impunidad frente a 

quienes han sido víctimas de un delito y su debido resarcimiento del daño 

causado. 

En ese sentido, a nivel local de la Provincia de Huánuco, la situación no es 

distinta, sino más bien es simplemente el reflejo de lo que ocurre a nivel nacional, 

por consiguiente a través del presente trabajo de investigación se pretende dar 
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respuesta estas diversas cuestiones planteadas, específicamente los factores 

que influyen en el incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos 

seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la 

Provincia de Huánuco durante el periodo 2014-2015, para ello tomaremos como 

población los juzgados penales de la Provincia de Huánuco, específicamente los 

tres juzgados unipersonales que existe en la provincia de Huánuco, de la cuales 

20 expedientes de cada juzgado comprenderá la muestra, la misma que lo 

desarrollaremos en el avanzar del presente proyecto de investigación. 

 

1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA A INVESTIGAR 

1.2.1. PROBLEMA GENERAL 

¿Cuáles son los factores que influyen en el incumplimiento del pago de la 

reparación civil en los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en 

los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco, 2014-2015?  

1.2.2. PROBLEMA ESPECIFICO 

PE1.- ¿Determinar el índice de incumplimiento del pago de la reparación civil 

en los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados 

Penales de la Provincia de Huánuco, 2014-2015? 

PE2.- ¿Cuáles son las consecuencias que genera en la victima el 

incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos seguidos por 

el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la Provincia de 

Huánuco, 2014-2015? 
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1.3. OBJETIVOS  

1.3.1. GENERAL: 

Determinar los factores que influyen en el incumplimiento del pago de la 

reparación civil en los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en 

los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco,2014-2015.  

1.3.2. ESPECÍFICOS: 

OE: Determinar el índice de incumplimiento del pago de la reparación civil en 

los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados 

Penales de la Provincia de Huánuco, 2014-2015. 

OE: Determinar cuáles son las consecuencias que genera en la victima el 

incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos seguidos por 

el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la Provincia de 

Huánuco,2014-2015. 

1.4. JUSTIFICACION E IMPORTANCIA  

1.4.1. JUSTIFICACIÓN 

El presente trabajo se justifica tomando en cuenta los siguientes criterios: 

a) Relevancia Jurídica: La presente investigación beneficiaría a toda 

población, especialmente a los agraviados en los procesos judiciales 

seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la 

Provincia de Huánuco durante el periodo 2014-2015. 
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b) Implicancia Teórica: La presente investigación se justifica en el campo 

teórico porque se constituye en un antecedente para otras investigaciones, 

ya que en la región no existe ningún trabajo referente a cuales son los 

factores que influyen en el incumplimiento de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados 

Penales de la Provincia de Huánuco durante el periodo 2014-2015.   

c) Implicancia Práctica: La presente investigación busca solucionar el 

problema del incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado, la misma que no es 

realizada debido a la carencia de normas y procedimientos que permitan 

realizar dicho cobro.   

1.4.2. IMPORTANCIA 

La presente investigación es importante porque constituye un aporte a la 

dogmática penal, ya que mediante ella se establecerá cuales factores que 

influyen en el incumplimiento en pago de la reparación civil por parte de los 

sentenciados por el delito de Robo Agravado y su relación  con el derecho 

de resarcimiento del daño (pago de la reparación civil) de los agraviados, por 

consiguiente se busca intentar darle una tratativa distinta a la reparación civil, 

para  que esta institución jurídica cumpla su finalidad: restituir el daño 

causado, moral y económico; esto a través de la proposición de fórmulas 

legislativas que facilitan el cobro y ejecución. 
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1.5. VIABILIDAD DE LA INVESTIAGACIÓN  

Para el desarrollo del presente Proyecto de Investigación se va a realizar un 

estudio de los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado –los cuales 

tienen sentencias consentidas y ejecutoriadas– en los Juzgados Penales de 

la Provincia de Huánuco, por lo tanto para cumplir con los fines de la 

investigación ha sido necesario el acceso a los expedientes de estos 

Juzgados Penales, asimismo recoger los datos e informaciones sobre el  

incumplimiento de la reparación civil por parte de los sentenciados y 

establecer relaciones respecto a cuales son los factores que motivan este  

incumplimiento, para ello se empleara los métodos de campo y técnicas de 

recolección de datos, para cuyo efecto recurriremos a los expertos en la 

materia.    

 

1.6. LIMITACIONES Y RESTRICCIONES DE LA INVESTIGACIÓN  

a) Recursos 

Se dispone con poco recurso financiero, sin embargo, en necesario realizar 

los gastos referidos a materiales de impresión, empastes y entre otros, así 

como también pagar los servicios de asesoramiento de un profesional que 

nos oriente en el direccionamiento y progreso de la presente investigación. 

b) Contexto De Estudio 

La presente investigación tiene limitación en cuanto al acceso a los 

expedientes judiciales, ya que al tratarse de procesos penales su custodia y 

vigilancia se mantiene en reserva.   
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c) Tiempo 

Los investigadores solo pueden dedicarse a tiempo parcial y no a dedicación 

exclusiva por motivos de trabajo. 

Los investigadores tienen limitado acceso a la fuente bibliográfica 

especializada en nuestro medio.  

 

2. HIPOTESIS, VARIABLES, INDICADORES Y DEFINICIONES 

OPERACIONALES 

2.1. HIPÓTESIS 

2.1.1. GENERAL: 

Los ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital que 

perciben los sentenciados por el delito de Robo Agravado influyen en el 

incumplimiento del pago de la reparación civil en los Juzgados Penales 

de la Provincia de Huánuco, 2014-2015. 

2.1.2. ESPECÍFICAS: 

SH1: El índice de incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado es del 70 %, en los 

Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco. 

 

SH2: El incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos 

seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de  la 

Provincia de Huánuco, 2014-2015,  genera como consecuencias en el 

agraviado un perjuicio moral y económico.                  
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2.2. SISTEMA DE VARIABLES – DIMENSIONES E INDICADORES   

2.2.1. VARIABLES 

2.2.1.1. HIPÓTESIS GENERAL  

2.2.1.1.1. Variable Independiente 

Ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital por 

parte de los sentenciados por el delito de Robo Agravado. 

2.2.1.1.2. Variable Dependiente  

Incumplimiento del pago de la Reparación Civil en los Juzgados 

Penales de la Provincia de Huánuco.  

 

2.2.1.2. HIPÓTESIS ESPECÍFICAS   

2.2.1.2.1. Hipótesis Especifica 1: 

2.2.1.2.1.1. Variable 

El Índice de incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado es del 70% en 

los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco 

2.2.1.2.2. Hipótesis Específica 2: 

2.2.1.2.2.1. Variable Independiente 

Incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos 

seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales 

de  la Provincia de Huánuco 
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2.2.1.2.2.2. Variable Dependiente  

Genera Perjuicio moral y económico al agraviado  

2.2.2. DIMENSIONES  

2.2.2.1. De la variable independiente  

 Estatus económico 

 ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo 

vital. 

 Contexto Social 

 

2.2.2.2. De la variable dependiente  

 Perjuicio Económico  

 Perjuicio Moral  

 Monto indemnizatorio  

 Incumplimiento de la reparación civil 

 

2.2.3.  INDICADORES  

 

2.2.3.1. De la variable independiente  

 Pobreza  

 Disfuncional  

 Conflictivo  
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2.2.3.2. De la variable dependiente  

 Frustración de la victima  

 Falta de resarcimiento 

 Criterios 

  Es alto/bajo 

3. MARCO METODOLÓGICO 

3.1. MÉTODOS LÓGICOS FORMALES  

3.1.1. ANALÍTICO- SINTÉTICO 

Porque el problema objeto de investigación se desarrolla bajo el rigor lógico 

mental. 

3.1.2. INDUCTIVO 

Concreta, es decir, desde la base empírica del conocimiento porque el 

problema en si estudio y análisis parte desde el tratado directo con la 

realidad. 

3.1.3. DEDUCTIVO 

Porque el problema en su estudio y análisis parte de su aspecto general para 

llegar a su aspecto especifico. 

 

3.2. MÉTODOS JURÍDICOS  

3.2.1. DIALÉCTICO 

Método que investiga la verdad mediante el examen crítico de las 

percepciones y teorías, mediante el intercambio de proposiciones (tesis) y 
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contra-proposiciones (antítesis), resolviendo la contradicción a través de una 

síntesis final (conclusión). 

 

3.3. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

3.3.1. POR EL FIN  

La presente investigación es una investigación básica y aplicativa. 

 

3.3.2. POR EL OBJETO 

La presente investigación es de carácter formal  

 

3.3.3. POR EL DISEÑO DE PARTICIPACIÓN  

El presente trabajo de investigación corresponde metodológicamente al 

carácter descriptivo – explicativo  

 

3.3.4. POR EL DISEÑO METODOLÓGICO  

Se empleará el diseño descriptivo correlacional que establece la relación 

entre la variable independiente: Ingresos económicos inferiores o iguales al 

sueldo mínimo vital por parte de los sentenciados, con la variable 

dependiente: Incumplimiento del pago de la Reparación Civil en los Juzgados 

Penales de la Provincia de Huánuco.  
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3.4. NIVEL DE INVESTIGACIÓN 

 

El presente trabajo de investigación por sus características constituye una 

investigación descriptiva y explicativa porque responde a la pregunta: 

¿Cuáles son los factores que influyen en el incumplimiento del pago de la 

reparación civil en los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en 

los Juzgados Penales de la provincia de Huánuco, 2014-2015?   

 

 

3.4.1. DESCRIPTIVO 

Orientación centrada a responder a la pregunta ¿Cuáles son los factores 

que influyen en el incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados 

Penales de la provincia de Huánuco, 2014-2015? y  ¿Cuáles son sus 

efectos respecto a la víctima? 

 

3.4.2. EXPLICATIVO  

Orientación centrada en responder a la pregunta ¿Por qué es alto el 

índice de incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos 

seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la 

provincia de Huánuco, 2014-2015?  y ¿Cuáles son los efectos que 

ocasiona su incumplimiento? 
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4. POBLACION Y MUESTRA  

 

4.1. POBLACIÓN 

Los expedientes judiciales que tiene sentencia ejecutoriada por el delito de 

Robo Agravado seguidos ante los Juzgados Penales de la Provincia de 

Huánuco, 2014-2015. 

4.2. MUESTRA  

25 Expedientes judiciales con sentencia ejecutoriada por el delito de Robo 

Agravado seguidos ante los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco.  

  

5. TECNCIAS DE RECOLECCION Y TRATAMIENTO DE DATOS  

 

5.1.  FUENTES, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 

DATOS 

Las técnicas y los instrumentos se han elaborado en base a los objetivos 

que persigue nuestra investigación, y de manera mucho más específica en 

relación a las variables e indicadores que aparecen identificados en nuestra 

hipótesis y matriz de consistencia.  

5.1.1. TÉCNICAS  

Encuesta y Entrevista  

5.1.2. INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

Cuestionario, guía de entrevista, fichas y grabadora.  

 

 



33 
 

5.2. PROCESAMIENTO Y PRESENTACIÓN DE DATOS  

5.2.1. FORMAS DE TRATAMIENTO DE LOS DATOS 

Los datos obtenidos mediante la aplicación de las técnicas e 

instrumentos antes mencionados; serán incorporados a programas 

computarizados tales como los aplicativos de MS office y SPSS; y con 

precisiones porcentuales y prelaciones u ordenamientos de mayor a 

menor, los promedios serán presentados como información en forma de 

gráficos, cuadros y resúmenes. 

 

5.2.2.  FORMAS DE ANÁLISIS DE LAS INFORMACIONES 

Respecto a las informaciones presentadas en cuadros, gráficos o 

resúmenes se formularán apreciaciones objetivas. 

Las apreciaciones directamente relacionadas con las hipótesis o sub 

hipótesis se usan como premisas para contrastar esa hipótesis o sub 

hipótesis. El resultado de la contratación de la hipótesis o sub hipótesis, 

dará base para formular nuestras conclusiones. 

Las conclusiones fundamentales se convertirán en las recomendaciones 

de la presente investigación.  
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1. ANTECEDENTES DE ESTUDIOS REALIZADOS 

1.1. ESTUDIOS REALIZADOS A NIVEL LOCAL 

Yuli Carbajal Almerco y Christian Charles Medina Albornoz.  “La 

Reparación Civil del Daño Moral y su Influencia en la Doble Victimización 

en el Distrito Judicial de Huánuco 2011-2012”, Facultad de Derecho de la 

Universidad Nacional Hermilio Valdizán Medrano. 

Dentro de su trabajo de investigación los autores señalan y concluyen que: “Que 

la falta de criterio para establecer la reparación civil del daño moral, influyen en 

una doble victimización a la persona agraviada por el delito de violación sexual; 

asimismo señala que la deficiente reparación civil del daño moral en los delitos 

de violación sexual repercute en la percepción que tiene le ciudadano del poder 

judicial.” 

Asimismo, los autores señalan con respecto a la conceptualización: 

- Reparación civil del daño moral, es un derecho a la indemnización que 

tiene la persona que viene sufriendo un detrimento de su dignidad a raíz 

del daño producto del delito, lo cual le provoca un sufrimiento emocional 

prolongado. 

- Doble victimización al agraviado del delito de violación sexual, situación 

que se encuentra el agraviado del delito de violación sexual cuando 

recibe una insuficiente tutela jurisdiccional efectiva, resultante de la 

relación entre la víctima y el sistema jurídico. 
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James Luis Santos Alvares.  “Incumplimiento de La Reparación Civil 

Perjudica a la Víctima en los Procesos de los Juzgados Penales del Distrito 

Judicial de Huánuco 2014-2015”, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas 

de la Universidad de Huánuco. 

Dentro de su trabajo de investigación el autor señala y concluye que: El 

incumplimiento del reparación civil, de la sentencia de los Juzgados Penales del 

Distrito Judicial de Huánuco 2014-2015,vulnera significativamente el derecho 

de los agraviados y que los montos establecidos por concentos de reparación 

civil  en las sentencia de los juzgados de los distrito judicial de Huánuco son 

irrisorias, las mismas influyen entre s/ 100.00  y s/ 1500.00 nuevos soles; siendo 

el monto de mayor incidencia el de 5000.00 nuevo soles, en lo que realmente 

espera la victima este monto no compensa en lo mínimo para ser restablecido 

el daño que se le causo. 

En cuanto a los factores que influye en el incumplimiento de la reparación civil 

el autor concluye: 

- En relación a la víctima como factor influyente; la insolvencia para cubrir 

los gastos de la reparación civil, como la baja escolaridad, la carencia de 

apoyo y de pautas legales, las actitudes negativas que adoptan las 

víctimas se constituyen en causas del incumplimiento de la reparación 

civil. 

- En relación de los agresores como factor influyente; la insolvencia a la 

baja escolaridad, las circunstancias fortuitas o de fuerza mayor y la 
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cultura de infracción; las actitudes negativas del agresor impiden cumplir 

con el pago de la reparación civil. 

- En relación de los abogados como factor influyente; generalmente no se 

cumple con el pago de la reparación civil debido a las siguiente 

situaciones: según manifiestan los abogados su incumpliendo se ha 

hecho habitual (80%), según los agresores manifiestan que son 

orientado por los a bogados para que no hagan el pago de la reparación 

civil (60%),los agraviado no persisten en el cumplimento del pago de la 

reparación civil por no poseer recursos económicos para el pago de 

honorarios de abogados y asimismo perciben el tramite como 

burocrático. 

 

1.2. ESTUDIOS REALIZADOS A NIVEL NACIONAL  

Doris Sullón León. “Valoración de la Reparación Civil, en el Expediente N° 

01678-2012-7-2001-JR-PE-03 del Distrito Judicial de Piura sobre Robo 

Agravado”, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad 

Católica Los Ángeles de Chimbote. 2004.  

Dentro de su trabajo de investigación la autora establece como objetivo general, 

determinar la valoración de la reparación civil en las sentencias de primera y 

segunda instancia sobre robo agravado según los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 01678-2012-7-

2001-JR-PE-03, del Distrito Judicial de Piura en el año 2004. Constituyéndose 

en una investigación de tipo, cuantitativo cualitativo, nivel exploratorio 



38 
 

descriptivo y diseño transversal, retrospectivo y no experimental. La recolección 

de datos se realizó de un expediente seleccionado mediante muestreo por 

conveniencia; utilizando las técnicas de la observación y el análisis de contenido 

y una lista de cotejos, validado mediante juicio de expertos.  

Los resultados obtenidos revelaron que la valoración de la reparación civil en la 

parte considerativa de las sentencias; pertenecientes a: las sentencias de 

primera instancia fueron de rango: muy alta; y de la sentencia de segunda 

instancia en, muy alta. Se concluyó, que la valoración de la sentencia de primera 

y de segunda instancia, fueron de rango muy alta respectivamente en lo que 

respecta a la reparación civil.  Asimismo se concluye que la reparación civil se 

debe realizar valorando la entidad del daño, por medio de peritos si fuese 

practicable, o por el prudente arbitrio del Juez, sin embargo por falta de norma 

expresa se viene aplicando en la generalidad de los casos el último de los 

criterios aludidos e inclusive se distorsiona exageradamente la evaluación 

cualitativa y cuantitativa que corresponde efectuar para hacer efectiva la 

reparación civil referida a responsabilidad extracontractual; debiendo realizarse 

una reforma en el  Código Penal de 1991 en donde se incluya en forma expresa 

que los jueces y tribunales, al declarar la existencia de responsabilidad civil, 

establecerán razonadamente, en sus resoluciones las bases en las que 

fundamentan la cuantía de los daños e indemnizaciones, pudiendo fijarla en la 

propia resolución o en el momento de su indemnización, conforme ya lo tiene 

establecido el Código Penal Español en su Art. 115° y el Código Penal de 

Nicaragua en los Arts. 45° a 47°. 
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1.3. ESTUDIOS REALIZADOS A NIVEL INTERNACIONAL  

Andrés Felipe Torrado Álvarez. “Principales Problemas de la Acción Civil 

Dentro Del Proceso Penal”, Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia 

Universidad Javeriana.  2002. Bogotá – Colombia 

Dentro de su trabajo de investigación el autor señala que la nueva aparición del 

tema de la víctima en el campo del Derecho Penal, y la forma como ha entrado 

al derecho penal colombiano específicamente, junto con las reformas al sistema 

que se están proponiendo hoy en día, podrían producir consecuencias 

insospechables para la práctica del derecho penal colombiano, esto es, la 

desaparición de la acción civil tal como conocemos para darle cabida a un 

sistema integral de protección a las víctimas que   incluiría el tema del 

resarcimiento económico por parte del causante o el responsable de quien 

realizó la conducta punible, pero superado en lo que hoy conocemos, por el 

tratamiento mismo que se le ofrece a las víctimas, la influencia   del proceso 

mismo en estas, y la asistencia que el Estado les debe ofrecer. Impulsándose 

de esta manera el surgimiento de una “victimodogmática”, es decir la creación 

de supuestos doctrinarios mínimos y generalizados adoptados por la comunidad 

jurídica sobre el tema de la víctima, que afecta el entorno jurídico en general. 

El estudio es concebido como una investigación del tipo descriptiva, ya que su 

finalidad es describir o estimar parámetros respecto a cuáles son los principales 

problemas de la acción civil dentro del proceso penal y sobre el derecho de 

resarcimiento del bien jurídico afectado.  
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Se concluye la investigación señalándose que todavía existe mucho camino por 

recorrer en materia social e institucional, para llegar a una realidad aceptable al 

menos en cuanto a la protección de víctimas y restablecimiento de sus 

derechos.  

Finalmente queda la sensación que el tema de la reparación de los derechos de 

las víctimas, no solo patrimonial sino los demás referidos en este trabajo ocupan 

para la práctica penal un segundo plano, cuando deberían ser tan importantes 

como la persecución del delincuente y la discusión de su responsabilidad.  

Vilson Farias. “La Reparación de la Víctima desde un Enfoque 

Criminológico y Civil”, Facultad de Derecho de la Universidad de Granada. 

2001. Granada – España.  

Dentro de su tesis presentada al programa de doctorado “análisis 

interdisciplinario de la responsabilidad civil” de la Universidad de Granada, como 

requisito para la obtención del título de doctor en derecho, el autor señala y 

concluye que, en cuanto a la reparación del daño; 

En el actual sistema de justicia criminal que Brasil adopta, ya no podemos decir 

que la víctima fue olvidada, pues la reparación de los daños paso a ser prioridad 

con la entrada en vigor de la ley de los juzgados especiales criminales, 

nº9.099/95, que, en el ámbito de la criminalidad, pequeña y media, introdujo en 

Brasil un modelo consensual de justicia criminal. La prioridad, ahora, no es 

castigo del infractor, sino también, y, sobre todo, la indemnización de los daños 

causados por el delito a la víctima. 
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La importancia conferida en la reparación de los daños esta evidenciada en el 

artículo 74, que prever la posibilidad de la composición civil entre las partes se 

trata de una medida de naturaleza hibrida, civil y penal, pues el acuerdo 

homologado por el juez, si no es cumplido. Tiene fuerza de título ejecutivo y, 

tratándose de acción penal privada o pública condicionada a la representación, 

implica la renuncia del derecho de queja o representación. 

La ley que dispone los juzgados especiales civiles y criminales trajo 

innovaciones de relevante importancia al campo penal y procesal penal, entre 

ellas el establecimiento de las modalidades de conciliación u transacción 

(art.76), representación (art.86) y la suspensión condicional del proceso 

(artículo 89), como base del procedimiento, volviéndose la firma como la ley 

demuestra su preocupación por la víctima). 

 Una de las novedades más controvertidas introducidas en el sistema penal, 

como consecuencias de ilícitos de esta naturaleza, han sido la multa reparatoria 

y la prestación pecuniaria. 

La multa reparatoria ha sido prevista por el código de circulación brasileño con 

la finalidad de dar satisfacción a la víctima o sus familiares, la posibilidad de que 

esta satisfacción se dé de forma más rápida, en el propio proceso penal, sin 

perjuicio de la interposición de la acción civil para el cobro de la indemnización 

de los daños o perjuicios de la interposición de la acción civil para el cobro de 

la indemnización de los daños o perjuicios no satisfechos con ella. 
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2. MARCO DOCTRINARIO  

CAPITULO I: LA REPARACION CIVIL 

2.1. EVOLUCION HISTORICA DEL CONCEPTO DE RESPONSABILDIAD  

En el Derecho Romano, la reparación del daño, se obtenía por el ejercicio del 

derecho de venganza reconocido a la víctima, después se admitió que el autor del 

daño abone una suma de dinero, lo cual se consideró como una punición.  

En el Derecho Francés se da un progreso sensible; en el siglo XII, se designa la 

responsabilidad penal de la responsabilidad civil, así se estableció que toda pérdida 

y daño deben ser reparadas por aquel realizó la acción.  

La reparación se consideró como una institución de Derecho Civil, mas no vinculada 

al Derecho Penal, sin embargo aparece en la escena penal como producto de una 

revitalización del tema de la víctima en el Derecho Penal, así pues en Código 

Procesal Penal Francés de 1808 se reconoce el derecho a la participación de la 

víctima de un hecho antijurídico, a través de la acción, lo que no emplea un 

conceptualización de la reparación  como forma participativa de la víctima en la 

solución del conflicto penal.  

Tradicionalmente la reparación se ha vinculado al proceso civil, mas no vinculado al 

Derecho Penal se tenía como una consecuencia accesoria, es por ello que el Código 

Procesal Penal modelo para la Iberoamérica establece que la reparación tiene un 

carácter accesorio y, con la cual, depende exclusivamente de que se lleve a cabo 

el proceso penal, con la cual no se otorga naturaleza autónoma según el artículo 87 

de dicho código; así también se manifiesta nuestro Código de Procedimientos 



43 
 

Penales de 1940, el cual a la vez posibilita que la reparación civil sea fijada en la 

misma sentencia penal sin necesidad de acudir a un proceso civil adicional.  

Pero la separación entre Reparación y Derecho Penal ha sido perjudicial para la 

víctima ya que si esta buscaba compensación se encontraba con un proceso largo 

solo buscaba la punición antes que la restitución de las cosas al estado de paz 

jurídica anterior a dicha conducta antijurídica.  

Finalmente, para evitar los inconvenientes de Procesos separados, lo cual va en 

contra de la obligación del estado de prestar protección a los bienes jurídicos más 

importantes ya a la vez proteger a la víctima, es que se da la unidad procesal de la 

acción civil y penal derivada del hecho del delito; es así como lo señala el legislador 

español cuyo modelo es escogido por la mayoría de códigos latinoamericanos.   

2.2. LA RESPONSABILIDAD EN EL ORDENAMIENTO JURIDICO  

En términos simples la responsabilidad es el conjunto de consecuencias de una 

acción u omisión ilícitas, de las cuales derivan la obligación de satisfacer el daño a 

la pérdida causada.  Responsabilidad también se denomina a la capacidad de un 

ser humano de discernir sus acciones a través de su voluntad razonada, de manera 

que pueda asumir el compromiso de sus acciones.  Por tanto, responsabilidad 

supone la capacidad de un sujeto de reconocer lo prohibido a través de una acción 

culpable, pudiendo, por medio de ese entendimiento, determinar los límites y efectos 

de esa voluntad. Ahora bien, en sentido jurídico responsabilidad puede definirse 

como la situación  del sujeto  al que  le toca experimentar,  concretamente las 
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consecuencias, para él desventajosas, que una norma prevé y le impone atendiendo 

a la verificación de un determinado presupuesto3. 

Responder es dar cuenta,  es contestar, y en último extremo –cuando se demuestra  

que  nuestra  acción es contraria a aquélla  que nos estaba ordenada–,  esa 

obligación  de rendir cuentas hace que se nos tenga por responsables,  y que 

debamos asumir las consecuencias de la violación en que hemos incurrido4.  

Atribuir responsabilidad  en sentido jurídico implica que mediante la coerción estatal 

se obliga al agente a “responder” por las consecuencias lesivas de sus acciones 

sobre los bienes jurídicos, pues éstos constituyen intereses vitales  de la comunidad  

o del individuo,  que debido  a su  importancia social son protegidos jurídicamente5. 

Según GÁLVEZ  VILLEGAS6  la protección jurídica implica que, a través del 

ordenamiento jurídico, se realiza una valoración positiva de los bienes o intereses 

sociales, creando los presupuestos imprescindibles  para preservar su permanencia 

e indemnidad, lo cual se concretiza recurriendo a la creación de normas jurídicas en 

las cuales subyace el juicio de valor del bien jurídico.  

La valoración que el ordenamiento jurídico depara a los bienes, está en función de 

la trascendencia y el ámbito de influencia  de éstos, pues, existen  bienes jurídicos 

vinculados  a un  interés particular  y otros  que tienen  que ver con los intereses  

públicos superiores de la comunidad7; ello determina las diversas formas de la 

                                                             
3 Vicenzo Roppo y Guido Alpa citados por Leyser León, Responsabilidad civil. Líneas fundamentales 
y nuevas perspectivas, Jurista   Editores, 2º edición, Lima, 2007, p. 49. 
4 TERRAGNI, MARCO ANTONIO, Ob. Cit. p. 16. 
5 CASTILLO ALVA, José Luis, Principios de Derecho Penal, Gaceta jurídica, Lima, 2002, p. 258. 
6 GÁLVEZ VILLEGAS, La  Reparación Civil en el Proceso Penal, Idemsa, Lima 2005, p. 28. 
7 MARTOS NUÑEZ, Juan, Derecho Penal. Parte General. Fundamentos del Derecho penal, Civitas,  
Madrid, 2001, p. 43. 
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reacción del derecho,  que a la vez origina las distintas formas de responsabilidad; 

esto es, la responsabilidad civil, la responsabilidad administrativa  (dentro  de ella 

se encontraría  la responsabilidad  laboral) y la responsabilidad penal8. 

2.2.1. RESPONSABILIDAD CIVIL  

La responsabilidad civil es la obligación, que recae sobre una persona, de reparar 

el daño que ha causado a otro, sea mediante un bien de la misma naturaleza o por 

un equivalente monetario, habitualmente mediante el pago de una indemnización.  

El Jurista DÍEZ-PICAZO define la responsabilidad   como  “la sujeción  de una 

persona   que  vulnera  un  deber  de  conducta   impuesto   en  interés  de otro  

sujeto  a la obligación   de reparar  el daño  producido”9. Aunque la persona   que 

responde   suele ser la causante   del daño, es posible que se haga responsable   a 

una persona   distinta   del autor del daño, caso en el que se habla de 

“responsabilidad    por hechos ajenos”, como ocurre, por ejemplo, cuando a los 

padres se les hace responder de los daños causados por sus hijos o al propietario   

del vehículo de los daños causados por el conductor   con motivo de la circulación. 

En doctrina, comúnmente suelen diferenciarse dos tipos de responsabilidad civil:   la 

contractual   y la extracontractual 

 

                                                             
8 "[...] la protección de bienes jurídicos no se realiza sólo mediante el Derecho penal, sino  que a ello 
ha de cooperar el instrumental  de todo el ordenamiento jurídico. El Derecho penal sólo es incluso la 
última de entre todas las medidas  protectoras que hay que considerar, es decir  que sólo se le puede 
hacer intervenir cuando fallen otros medios de solución  social del problema -como  la  acción civil, 
las regulaciones de policía o jurídico-técnicas, las sanciones no penales, etc. - En: ROXIN, CLAUS, 
Derecho                                            Penal. Parte General, Civitas, Madrid, 1997, p. 65.  
9 DIEZ PICAZO, Luis y Antonio GULLON, Sistema de Derecho  civil, vol II, Tecnos, Madrid, 1989, p. 
591. 
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2.2.2. RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

La responsabilidad   administrativa   opera ajena a la necesaria producción   de un 

daño sancionable, ya que en ocasiones la conducta tipificada y sancionable 

administrativamente    consiste   en un simple incumplimiento de la normativa. 

Esta   responsabilidad     tiene   una   clara   finalidad   sancionadora y represiva y 

consiste, por norma   general, en la imposición   de una sanción   económica, una 

multa, aunque   a veces puede   acarrear la imposición   de otro tipo de sanciones. 

Según DANÓS ORDÓÑEZ “(...)  la  necesidad  de juridificar  la potestad  

sancionadora   de la  administración y de otorgar  garantías  a los particulares  

determinó la consagración  jurisprudencial de la tesis  que sostenía   la identidad   

sustancial   entre  las sanciones  administrativas y penales, de la que  se deriva  la 

aplicación al ilícito  administrativo  de una amplia gama de principios y garantías de 

orden penal, tales como los principios de legalidad, tipicidad, prohibición de 

analogía, irretroactividad de normas desfavorables,  derecho a la defensa, 

presunción de inocencia,  tutela  judicial  efectiva, non bis in  ídem, y  otros"10. 

Asimismo,   refiere el mismo autor  que “en  nuestro  ordenamiento jurídico se acepta 

pacíficamente, con naturalidad,  la facultad de las entidades administrativas 

(Ministerios,  Municipalidades y otras instituciones de derecho público) para 

determinar infracciones y aplicar sanciones en casi todos los sectores de la vida 

social regulados por el Derecho administrativo”11.  

                                                             
10 DANÓS ORDÓNEZ, Jorge, Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley 
N° 27444.  Lima: ARA Editores, 1ºed., 2003,  p. 251. 
11 DANÓS, ORDÓNEZ, Jorge, Notas acerca de la Potestad Sancionadora de la Administración 
Pública, en:  IUS ET VERITAS. Revista editada por estudiantes de la Facultad de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Año V, Nº 10, p. 149. 
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Es clara la naturaleza pública de este tipo de responsabilidad, por cuanto  que se  

desenvuelve en el contexto de la relación entre los particulares y los poderes 

públicos y es exigible por parte de la Administración pública en caso de infracción 

por parte de un sujeto privado o que actúa en el ámbito privado12.  

 

2.2.3. RESPONSABILIDAD PENAL 

La responsabilidad penal es la consecuencia jurídica aparejada a la comisión de un 

acto ilícito en sentido jurídico-penal (la doctrina, es unánime que la estructura de los 

delitos es: comportamiento humano, típico, antijurídico y culpable); y aparece 

cuando un sujeto vulnera o pone en peligro bienes jurídicos penalmente protegidos. 

 

Se suele decir que la comisión del delito es el presupuesto esencial para la aparición 

de la responsabilidad civil; sim embargo, no es el único, ya que nuestro Código 

Penal regula también las faltas, tanto la comisión de delitos y las faltas son 

esenciales para que un sujeto sea responsable en sentido jurídico penal. La 

responsabilidad penal se centra en exigir la  reparación del agravio que el individuo 

ha causado al orden público, mediante el acto contrario a derecho que ha lesionado 

o puesto en peligro un bien jurídico tutelado por la ley y protegido por la sociedad13. 

 

 

                                                             
12 GARCÍA MURCIA, Juan,   Responsabilidades y sanciones en materia de seguridad y salud en el 
trabajo, Aranzadi Editorial, Pamplona, 1998, p. 19. 
13 SACK RAMOS, Sylvia Jacqueline, Responsabilidad Civil en el Nuevo Proceso Penal, Editorial 
Ideas Solución, Lima, 2014, p. 30  
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2.3. LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

2.3.1. ETIMOLOGÍA  

Etimológicamente la palabra responsabilidad se remonta al latín tardío responderé. 

El término antiguo responderé es el movimiento inverso de spondere, cuya raíz lleva 

en sí la idea de rito, solemnidad y, con ello, el de la formación de un determinado 

equilibrio, de un determinado orden, con carácter de solemnidad, así responderé 

presupone la ruptura del equilibrio, de tal orden, y expresa con ello la idea de la 

respuesta reparadora de la ruptura. En efecto como consecuencia de la ruptura de 

este orden surge el juicio de responsabilidad, mediante el cual el costo de un daño 

se transfiere del sujeto, que históricamente lo ha sufrido, a otro sujeto, a través de 

la imputación al segundo de una obligación, la cual tiene como contenido el 

resarcimiento del daño14.  

2.3.2. CONCEPTO  

La responsabilidad   civil  se define  como  “la   sujeción  de  una  persona que  

vulnera   un  deber  de conducta  impuesto   en  interés  de  otro  sujeto   a la 

obligación   de  reparar  el daño  producido”15;     ahora  bien,   a criterio  de BELTRÁN  

PACHECO16   el tema de responsabilidad   civil inexorablemente   debe ser 

vinculado  al análisis  de la relación  jurídica  obligatoria   (obligación),   en razón a 

que ella se desenvuelve dentro de la dinámica de la obligación, y desde tal 

                                                             
14 Citado por: ESPINOZA ESPINOZA, Juan. Derecho de la Responsabilidad Civil. Editorial Gaceta 
Jurídica. Cuarta edición 2006, Lima – Perú, p. 45 
15 DIEZ  PICAZO,  Luis  y GULLÓN, Antonio,  Sistema  de Derecho civil,  vol II,  Ternos, Madrid, 
1989, p. 591. 
16 BELTRÁN  PACHECO,   Jorge Alberto, Análisis  y funciones  de la  Responsabilidad Civil: impacto  
en  la víctima  y en  la sociedad,  disponible en: http://www.ambitojuridico. 
 com.br/site/index.php?n_link=revista_artigos_leitura&artigo_id=679  

http://www.ambitojuridico/
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perspectiva,  la responsabilidad civil puede viene a ser definida corno:  “el  conjunto  

de consecuencias jurídicas a las que los particulares se someten por el hecho de 

haber asumido una situación jurídica pasiva sea de forma voluntaria o por efectos 

de la ley”17. Es necesario destacar que desde el punto  de vista del profesor 

BELTRAN PACHECO  la relación obligatoria es un concepto que trasciende al del 

contrato  en la medida que no es un simple vínculo jurídico sino es un nexo que 

reconoce como causa a un negocio jurídico o la ley, y dentro de tal contexto 

considera resaltar la importancia  del "vínculo jurídico" como elemento estructural 

esencial de la  relación obligatoria,  el que  nos permitirá  determinar  el ámbito 

dentro  del que se desarrolla la "responsabilidad  civil".  Ponernos de relieve el 

concepto de relación obligatoria dentro de la concepción del profesor BELTRAN 

PACHECO, puesto que tradicionalmente se concibe que la relación obligatoria se 

encuentra dentro del contexto de la autonomía privada como parte de la relación 

jurídica contractual. 

El maestro ESPINOZA   ESPINOZA18,  en  cambio,  sostiene   que  la  

responsabilidad  civil  es "( ...  )  una técnica de tutela (civil) de los derechos (u otras 

situaciones jurídicas) que tiene por finalidad imponer al responsable (no 

necesariamente al autor) la obligación de reparar los daños que este ha 

ocasionado". VASALLO SAMBUCETI19,    señala que la responsabilidad  civil 

supone ser una especie del género responsabilidad,  la misma que se caracteriza 

                                                             
17 FERNÁNDEZ   CRUZ,  Gastón,  La responsabilidad civil y el derecho de daños, en: El Jurista, 
Revista Peruana  de Derecho,  Año  I, número  4, Lima,  diciembre  de 1991, pp.88­102 
18 ESPINOZA   ESPINOZA,   Juan,  Derecho  de la Responsabilidad  Civil,  Gaceta  Jurídica,   5° 
edición corregida,  Lima,  2007, pp. 45­46 
19 VASALLO SAMBUCETI,  Efraín Bruno, La acción en el Proceso Penal,  Editorial  San Marcos,  
Lima, 2000, p. 22  
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por la privacidad de los intereses que tutela. Así, la responsabilidad civil nace del 

agravio a un particular, agravio que es enmendado con el acto de reparación.   

La disciplina de la responsabilidad civil está referida al aspecto fundamental de 

indemnización por daños ocasionados en la vida de relación a los particulares, bien 

se trate de daños producidos como consecuencia del incumplimiento de una 

obligación voluntaria (principalmente contractual), o como resultado de una 

conducta, sin que exista entre los sujetos ningún vínculo de orden obligacional.  

En este contexto, debemos señalar que cuando el daño es consecuencia del 

incumplimiento de una obligación voluntaria, se habla en términos doctrinarios de 

responsabilidad civil contractual, y dentro de la terminología del Código Civil 

peruano de responsabilidad derivada de la inejecución de obligaciones. Por el 

contrario, cuando el daño se produce sin que exista ninguna relación jurídica previa 

entre las partes, o incluso existiendo ella, el daño es consecuencia, no del 

incumplimiento de una obligación voluntaria, sino simplemente del deber jurídico 

genérico de no causar daño a otro, entonces nos encontramos en el ámbito de la 

denominada responsabilidad civil extracontractual.  

El arduo debate doctrinario sobre la unidad de la responsabilidad civil como sistema 

normativo, cuyo mayor argumento a favor constituye el de contribuir a la solución 

de conflictos entre particulares como consecuencia de la producción de daños, 

escape a las propósitos del presente trabajo, no obstante a lo cual queremos 

manifestar nuestra adhesión a la posición que plantea que si bien existen elementos 

comunes, como a continuación se indicaran, igualmente concurren diferencias que 

justifican su distinción, como es el caso de su origen, pues mientras la 
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responsabilidad civil extracontractual surge del incumplimiento de un deber jurídico 

genérico, la responsabilidad civil contractual es producto del incumplimiento de un 

deber jurídico especifico denominado relación jurídica obligatoria. El Código Civil de 

1984 adopta esta posición, al haber regulado por separado ambos aspectos de la 

responsabilidad civil, aunque desde luego esto no debe ser una atadura a las 

intenciones de su cuestionamiento, como lo evidencia la doctrina moderna que 

desde hace mucho tiempo es unánime en que la responsabilidad civil es única, y 

que existen solamente algunas diferencias de matiz entre la responsabilidad 

contractual y la extracontractual.  

El primer párrafo del artículo 1321 del Código Civil establece que “queda sujeto a la 

indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por dolo, 

culpa inexcusable o culpa leve” y la primera parte del artículo 1969 del Código Civil 

precisa que “aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a 

indemnizarlo”. Sin mucho esfuerzo, se puede colegir que, sea por incumplimiento 

de la obligaciones, sea por lesionar un derecho o un legítimo interés y, por ello, se 

ocasionan  daños, la sanción que impone el Código Civil al “responsable” es la de 

indemnizar. Por consiguiente se puede definir a la responsabilidad civil como una 

técnica de tutela (civil) de los derechos (u otras situaciones jurídica) que tiene por 

finalidad imponer al responsable (no necesariamente el autor) la obligación de 

reparar los daños que este ha ocasionado. De ello se deriva la consecuencia que 

“no es admisible hablar de términos de diversos géneros de responsabilidad, en 

cambio solo es posible referirse a varios criterios en razón de los cuales se es 

responsable”.   
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2.3.3. FUNCIONES  

2.3.3.1. FUNCIÓN RESARCITORIA  

La función primaria de todo sistema de responsabilidad civil es proporcionar a quien 

sufre un daño injusto los medios jurídicos necesarios para obtener una reparación 

o una compensación. En efecto, la responsabilidad civil cumple el importante papel 

de comprender una serie de dispositivos destinados a resarcir el daño causado, 

para lo cual se requiere un hecho antijurídico imputable a un autor.  El resarcimiento 

consiste en poner a la persona en la misma situación en que se encontraría si no 

se hubiese producido el acontecimiento que obliga a la indemnización; por tal razón, 

el objetivo de esta función resarcitoria es lograr el equilibrio jurídico quebrado por el 

hecho causante del daño20, con ello el legislador buscó plantear reglas normativas, 

a fin de poder establecer un orden social entre los individuos quienes atentan contra 

el ordenamiento jurídico ya establecido, por lo cual Derecho será el ente encargado 

de poder regularlo, más aún cuando los individuos están en constantes cambios y 

cada quien busca velar por sus propios intereses.    

2.3.3.2. FUNCIÓN PUNITIVA  

La responsabilidad civil pretende, desde sus orígenes, sancionar al culpable de un 

acto moralmente censurable. Esta finalidad que tuvo un protagonismo menor en los 

últimos años, retoma un lugar en varios ámbitos en los que la noción de "pena civil" 

sirve para censurar conductas reprensibles, como en los daños ambientales, los 

causados por productos elaborados, y en general, en los daños masivos.  

                                                             
20 OSTERLING PARODI, Felipe; Indemnización de daños y perjuicios, en: Libro Homenaje a José 
León Barandiarán, Editorial Cultural Cuzco, Lima, 1985, p.397 
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2.3.3.3. FUNCIÓN PREVENTIVA  

La función preventiva de la responsabilidad civil es también denominada “tutela 

inhibitoria”, consiste en una serie de acciones (medidas cautelares inhibitorias, 

injuctions, daños punitivos, etc.) destinadas a actuar antes que el daño se produzca.  

De  conformidad    con  los  defensores   de  esta  función   de  la  responsabilidad   

civil,   tenemos   dos  formas  de  prevención:   la  general  y la  específica. A través 

de la prevención   general  el ciudadano   trata  de evitar  que  se le apliquen   las  

consecuencias    desfavorables    de  determinada   norma,   y por  medio  de la  

prevención    especial   se influye  en las acciones futuras del agente infractor21. 

La función preventiva modifica el elemento central y tradicional de la 

responsabilidad, que está basada en el daño, para actuar con anterioridad, ante la 

mera amenaza, lo cual Importa reconstruir uno de los principios básicos del sistema: 

no hay responsabilidad sin daño. En este sentido o se considera que la tutela es 

una rama diferente, o bien se la considera incluida dentro de la responsabilidad, que 

no será solamente por daños, sino genérica: responsabilidad civil.  

La tutela inhibitoria, tanto definitiva como cautelar, ha sido reconstruida a partir de 

sus orígenes romanos, vinculados a la defensa de la propiedad. Actualmente 

proponemos proveer de instrumentos inhibitorios para la defensa de los derechos 

fundamentales, dentro de los que se encuentra la protección del consumidor, del 

ambiente, de la persona.  

La tutela inhibitoria tiene finalidad preventiva ya que el elemento activante es la 

posibilidad de un ilícito futuro; es la amenaza de violación. El aspecto señalado 

                                                             
21 DIEZ PICAZO, Luis., Derecho de Daños, Editorial Civitas, Madrid, 1999, p. 120. 
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determina la configuración de determinados rasgos característicos de la presente 

función:  

a) La prescindencia de la verificación del daño en la esfera jurídica del titular, 

siendo suficiente la mera amenaza.  

b) El acto ilícito es normalmente una actividad continuativa o bien por una 

pluralidad de actos susceptibles de repetición, o bien por la inminencia de un 

acto ilícito.  

c) La acción ilícita debe ser susceptible de ser detenida en sus efectos futuros, 

ya sea evitando que se produzcan nuevos daños o disminuyendo el ya 

producido.  

d) La culpa no tiene ninguna relevancia en la disciplina inhibitoria, puesto que 

no es posible evaluar el elemento subjetivo de una conducta antijurídica 

futura. 

e) El perjuicio que se concretiza por lo general no es monetizable.  

f) La amenaza de perjuicio por lo general está referida a bienes infungibles 

porque en ellos se revela claramente la necesidad de prevención. La función 

preventiva de la responsabilidad civil ha sido puesta de relieve sobre todo por 

los autores del llamado análisis económico del derecho, si bien se ha hecho 

más desde la perspectiva de los costes que desde una óptica disuasoria. 

Simplificando mucho la cuestión, puede decirse que de lo que se ocupa esta 

corriente metodológica es, sobre todo, de la relación entre daños, su 

prevención y el coste óptimo de ésta.   
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2.4. LA RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL Y LA 

EXTRACONTRACTUAL  

Desde el punto de vista histórico, se ha venido diferenciando a la responsabilidad 

civil contractual de la extracontractual (lex aquilia), en virtud a que la fuente de 

obligación en la primera responde a un contrato (incumplimiento o del cumplimiento 

tardío o defectuoso de la obligación específica asumida en el contrato, o alguna otra 

prestación especialmente vinculada a la asumida en la relación contractual), y en el 

segundo, a la infracción del deber general de no dañar a nadie. 

La responsabilidad civil contractual es aquella que resulta del incumplimiento de una 

obligación nacida de un contrato, por tanto, si fuente es la voluntad de los 

particulares, por tanto, cabe pactar y aún renunciar a la responsabilidad contractual 

(Artículo 1321 del Código Civil).   Por otro lado,  cuando la producción  de los daños 

se origina en la infracción del genérico  deber  de no causar daño a nadie, y se haya 

invadido la esfera del interés ajeno,  estamos ante la llamada responsabilidad 

extracontractual (Artículo 1969 del Código Civil ), o también como algunos 

denominan perjuicio  extracontractual o aquiliano.22  

MOSSET ITURRASPE & PIEDECASAS23 graficaba la diferencia entre la 

responsabilidad  contractual y la extracontractual con el siguiente  ejemplo “Juan es 

muerto por Pedro,  que lo atropella con su automóvil en ocasión de cruzar la calzada,  

la responsabilidad  de  Pedro,  agente,  victimario  o dañador, es extracontractual o 

aquiliana; si Juan en cambio, es muerto por Pedro en el quirófano,  en oportunidad 

                                                             
22 ESTEVILL, Luis Pascual, Derecho de Daños, 2º Edición,  Bosch,   Barcelona, 1995, p.108. 
23 MOSSET ITURRASOE, Jorge;    PIEDECASAS,     Miguel,    Responsabilidad   Contractual,  
Rubinzal  ­ Culzoni,  ciudad, 2007, p.  404. 
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de practicarle equivocadamente una intervención quirúrgica, dentro de un 

tratamiento  acordado, la responsabilidad es contractual”.   Existen otros ejemplos 

donde no resulta muy clara la distinción entre responsabilidad contractual y 

extracontractual, vb. gr. en los casos en que durante el cumplimiento  de un contrato 

o por incumplimiento  de éste, se producen lesiones o incluso la muerte de una 

persona, aquí no se puede sostener que la protección de la integridad física o mental 

así como la vida, formaban parte del contenido del contrato, y por ello, ante el 

incumplimiento  de dicha protección, se debe recurrir a la responsabilidad 

contractual; en estos casos, a pesar de que por el contrato surgen deberes de 

información y de protección24. 

La responsabilidad civil en el Código civil nacional sigue un criterio tradicional en 

cuanto a la división de la responsabilidad civil entre contractual y extracontractual, 

adopta un sistema binario: la responsabilidad civil contractual se encuentra  

regulada en el libro  VI (las obligaciones), sección segunda (efectos de las 

obligaciones),  título  IX (inejecución de las obligaciones); mientras  que  la  

responsabilidad  extracontractual  se encuentra  normada  en el libro VII  (fuente de 

las obligaciones), sección sexta.  

Esta tradicional  separación entre  responsabilidad  civil contractual y 

extracontractual es punto  de duras críticas, la doctrina  internacional apunta  que 

toda pretensión  diferenciadoras  carecería de fundamento; Autores nacionales la 

han calificado como artificiosa (la separación) y  confusa25,  en virtud  a que el deber 

genérico del nemin  laedere (aquel cuyo quebrantamiento  fundamenta  la 

                                                             
24 DIEZ PICAZZO, Derecho de daños,  op. cit., p. 265. 
25 PEIRANO FACIO, Jorge, Responsabilidad Extracontractual, Temis, Bogotá, 1981, p.  60. 
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responsabilidad  extracontractual) no sería más que una síntesis  de  todos  los  

deberes específicos  impuestos a cada sujeto con respecto a los demás, es decir el 

deber genérico estaría presente tanto en la responsabilidad  contractual como en la 

extracontractual.   

Por su parte,  LEYSER LEÓN26   desecha las propuestas unificadoras y señala que 

pese a las críticas existentes, nuestro Código civil las ubica en dos lugares distintos: 

la inejecución de las obligaciones (así él denomina a la responsabilidad contractual) 

y la responsabilidad extracontractual. Basado en el Código civil este autor plantea 

las siguientes diferencias:  

a) El plazo de prescripción, para el caso de incumplimiento de las obligaciones sería 

10 años y en la responsabilidad extracontractual 2 años.  

b) En cuanto a la prueba. Para el caso de la responsabilidad contractual existe la 

presunción de culpa leve del deudor, mientras que el dolo y la culpa inexcusable 

deben ser probados por el deudor. En el caso de la responsabilidad 

extracontractual, el descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su autor. 

c) En el incumplimiento de obligaciones, como regla general se resarcen los daños 

que sean su consecuencia inmediata y directa, y si media culpa leve, el daño que 

podía preverse al tiempo en que se estableció la relación obligatoria. En la 

responsabilidad extracontractual, el resarcimiento comprende los daños que 

pueden enlazarse con el acto ilícito, de conformidad con los criterios de 

causalidad jurídica, los cuales, a criterio del legislador, son los de la teoría de la 

"causalidad adecuada''. 

                                                             
26 LEYSER LEÓN, La responsabilidad civil. Líneas fundamentales y nuevas perspectivas, op. cit. p. 
66 y 67. 
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d) En el incumplimiento   de las obligaciones, el resarcimiento comprende el daño 

emergente, el lucro cesante y el daño moral; mientras que, en la responsabilidad 

extracontractual, a los conceptos mencionados se añade el daño a la persona. 

e) En el incumplimiento, los intereses se devengan si media constitución en mora 

del deudor; por su parte, en la responsabilidad extracontractual, el monto de la 

indemnización devenga intereses desde la fecha en que se produjo. 

    Como vemos la doctrina nacional, reflejo en muchos casos de la doctrina 

extranjera (y este caso no es la excepción), no es uniforme   con el tema de la 

unificación   de la responsabilidad   civil.  No  obstante,   mantener   un esquema  

diferencial  entre  la responsabilidad   civil  contractual   y extracontractual  en 

nuestro  medio  es adecuado  desde  un punto  de vista práctico, puesto  que  

nuestro  legislador    se encargó  de optar  por  ello,   por  lo  que  no hay  forma  

de prescindir   de la  diferenciación27,       máxime  si configuramos, a efectos  de 

nuestro  estudio,  a la responsabilidad   civil  derivada  del delito como  un 

supuesto   de responsabilidad   civil extracontractual. 

2.5. RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL  

La responsabilidad civil28, como la conocemos hoy en día, es relativamente 

moderna. Así Fernando de Trazegnies se refiere a la Responsabilidad Civil 

Extracontractual, que luego hace extensiva a las formas de Responsabilidad Civil, 

en los siguientes términos: “No porque la necesidad de viviendas haya existido 

siempre podemos decir que los rascacielos han existido también siempre, mediante 

                                                             
27 DE   TRAZEGNIES   GRANDA,  Fernando, ob. cit., p. 417 y ss. 
28 Texto preparado por Alejandra Aguad, profesora de Derecho Civil, Facultad de Derecho, 
Universidad Diego Portales. 
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el recurso retórico de considerarlos como meras variantes verticales de las cavernas 

prehistóricas. Citando al cronista Juan de Matienzo, de Trazegnies agrega: “Llaman 

los naturales a las ovejas, llamas..... Su talle, es del tamaño de asnillos, crecidos de 

piernas y anchos de barriga, tira su pescuezo y talle a camello. Las cabezas son 

largas...”, pero a pesar de todas esas diferencias, no son sino ovejas de Castilla de 

“características especiales”. Concluye de Trazegnies que “En Derecho hay muchas 

llamas que pasan por ovejas romanas”.   

Lo que nos quiere decir el autor es que la Responsabilidad Extracontractual y las 

formas de Responsabilidad Civil en general, tal como la conocemos hoy en día, 

constituyen una solución nueva para un problema viejo. Es decir, no tratemos de 

buscar en soluciones clásicas el tratamiento de una situación que a pesar de que 

nos suena conocida ya desde el Derecho Romano, es sin embargo un animal nuevo, 

que ha evolucionado junto con nosotros en una dinámica interactiva y compleja. 

Esta construcción moderna de la Responsabilidad Civil es uno de los temas que 

más ha evolucionado en los últimos 300 años y especialmente en los últimos 100 

años.   

Parece que es necesario tener presente algo que los autores unánimemente 

señalan cuando se refieren a este auge. Esto es, la constatación de un fenómeno 

social muy simple y que consiste en la creciente proximidad entre las personas y el 

desarrollo que ha tenido la humanidad desde la Revolución Industrial, que se ha 

traducido en una sociedad cada día más tecnificada y riesgosa. Esto significa, 

necesariamente que al estar tan cerca unos de otros, estamos, por lo mismo, más 

expuestos que nunca a sufrir algún perjuicio, o bien a obrar siempre con algún grado 
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de riesgo, tanto desde el punto de vista del incumplimiento contractual como por 

situaciones ajenas a los contratos.  Como consecuencia de la Revolución Industrial, 

del maquinismo, de la transformación de las condiciones de vida, del aumento y 

perfeccionamiento de los medios de locomoción, de la elaboración de productos en 

masa, de los accidentes del trabajo, del creciente desarrollo del tráfico jurídico, la 

teoría clásica de la culpa se ha vuelto imprecisa e insuficiente, por la imposibilidad 

de saber en el hecho si era posible o no prever y evitar el daño. Algunos autores 

con alguna exageración llaman a esto la “Era del Daño”.  

La exigible por culpa de tercero, cuando medie dolo o culpa, y aun por declaración 

legal sin acto ilícito ni negligencia del que resulte así responsable. Desde el criterio 

de la relación de causalidad, la responsabilidad extracontractual va evolucionando 

del criterio antiguo subjetivo (de auténtica responsabilidad por culpa) al moderno 

sistema objetivo, aun sin culpa, sin más que el hecho de ser autor del daño o 

perjuicio.  

Los elementos de la responsabilidad civil extracontractual surgen de los sujetos de 

esta responsabilidad: la víctima, el perjudicado por el daño (o sus causahabientes); 

y el responsable, autor culpable o doloso de los hechos. El elemento objetivo lo 

configura el daño, porque el simple desagrado u otro elemento psicológico carecen 

de relieve económico jurídico, fundamento de esta responsabilidad. El elemento 

subjetivo lo integra la culpa y la negligencia, el descuido, ignorancia o imprudencia 

sin deseo de causar el perjuicio.  

El caso fortuito impide el nacimiento de esta responsabilidad extracontractual y 

también si el daño es consecuencia de la naturaleza de la cosa. La acción para 
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indemnizar daños y perjuicios de esta índole requiere justificarlos debidamente 

como consecuencia necesaria de la acción u omisión imputable a la persona natural 

o jurídica demandada, por razón de su culpa o por negligencia.  

No hay responsabilidad por los actos lícitos, originados en mandato de la ley, o en 

situaciones excepcionales de excepción de responsabilidad.  

La responsabilidad por culpa puede serlo sin culpa del responsable, a través de una 

declaración legal que atribuye las consecuencias de actos ajenos a personas que 

deben cuidar de los reales autores, o cuando los hechos se deban a animales o 

cosas.  

La responsabilidad extracontractual o aquiliana surge, no del incumplimiento de una 

obligación preexistente que no hay, sino del mero hecho de haberse causado el 

daño. La relación jurídica obligatoria nace recién con el daño causado, esto es, 

obligación y responsabilidad nacen al mismo tiempo. La violación del deber no 

obligacional de no hacer daño a otro genera un deber obligacional de resarcir o 

reparar el daño causado.  

2.6. ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL  

Diversos autores nacionales y extranjeros proponen diferentes esquemas en cuanto 

a los elementos que configurarían la responsabilidad civil, y con miras al objetivo de 

la presente tesis, desarrollaremos los elementos de la responsabilidad civil 

extracontractual, debida a que ella es la que se aplica al momento de determinar la 

responsabilidad civil derivada del delito.     
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2.6.1. DAÑO  

En términos generales el daño es todo detrimento o menoscabo que a consecuencia 

de un acaecimiento o evento sufre una persona, en un interés jurídicamente 

protegido, que tiene calidad de bien jurídico, en otras palabras, el daño constituye 

la afectación o lesión a intereses configurativos de bienes jurídico; de esta lesión 

pueden derivar consecuencias de carácter patrimonial o extrapatrimonial.  

En efecto, el menoscabo, el deterioro, la pérdida o destrucción, la privación o avería, 

el estropicio o impedimento, el malogro o la lesión son algunas de las acepciones 

del vocablo daño que HANS A. FISCHER29 explica de la siguiente manera: "En 

términos vulgares, llámese daño a todo detrimento o lesión que una persona 

experimente en el alma, cuerpo o bienes, quien quiera que sea su causante y 

cualquiera que la causa sea, aunque se lo infiera el propio lesionado o acontezca 

sin intervención alguna del hombre."   

El maestro LIZARDO TABOADA30, señala que, en sentido amplio, "se entiende por 

daño la lesión a todo derecho subjetivo, en el sentido de interés jurídicamente 

protegido del individuo en su vida de relación, que en cuanto protegido por el 

ordenamiento jurídico, se convierte justamente en derecho subjetivo, esto es un 

derecho en el sentido formal y técnico de la expresión".  

El jurista FUEYO LANIERI31 señala que “Desde estas acepciones se parte para 

identificar el concepto jurídico que inicia su concreción eliminando notas 

                                                             
29 FISCHER, Hans A.- "Los Daños Civiles y su Reparación" Traductor W. Roces. Madrid-España. 
1982. Pág. 14. 
30 TABOADA CORDOVA, Lizardo.- "Elementos de la Responsabilidad Civil". Editorial Grijley. 2001. 
Lima-Perú. Pág. 29. 
31 FUEYO LANERI, Fernando.- "Derecho Civil, De las Obligaciones". Tomo IV. Santiago de Chile. 
1958. Pág. 285 
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inadecuadas para este ámbito, como son los hechos meramente naturales y luego 

los que se causa la persona a sí misma”. En efecto, lo importante está en que la 

noción jurídica abarca todas las afecciones que pueda sufrir el sujeto de derecho en 

su persona y en sus bienes, y la circunstancia que el derecho entiende a ese daño 

por ser la base de las penas y de las indemnizaciones, pero sólo en la medida en 

que la lesión es consecuencia de la conducta ajena.  

El daño en la actualidad constituye el elemento fundamental, aunque no único, de 

la responsabilidad civil contractual o extracontractual, se entiende que en ausencia 

de daño no hay nada que reparar o indemnizar por ende no hay ningún problema 

de responsabilidad civil. Tan importante es este aspecto del daño producido, que 

hay quienes han preferido denominar la responsabilidad civil como "Derecho de 

Daños". Como un sector autónomo del ordenamiento jurídico, derecho de daños, es 

la traducción literal de la expresión anglosajona Law of Torts el cual engloba en sí, 

el tratamiento general de la jurisprudencia sobre los distintos supuestos de 

responsabilidad extracontractual, y que consiste en el estudio de un subsector del 

Derecho Privado Patrimonial, en el que el nacimiento de las obligaciones se 

producen a consecuencia de la realización de una serie de actuaciones y omisiones 

de carácter negligente, que conlleva a la necesidad de reparación a favor del 

perjudicado.   

La determinación del quantum del daño es tan importante como la determinación 

del responsable, dado que sería vano haber determinado a la persona obligada con 

la prestación resarcitoria, si se ignora o no se puede terminar la entidad o medida 

de dicha prestación. 
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2.6.1.1. REQUISITOS DEL DAÑO 

Todo daño, a efectos de ser indemnizado, debe ser cierto, esto implica que quien 

alegue haber sufrido un daño debe demostrar su ocurrencia, tal como lo exige 

además nuestra legislación.  Doctrinariamente se indica que el daño para ser 

exigible ha de ser cierto o real, esto es, efectivo.  

El daño indemnizable también debe ser directo, es decir provenir directamente del 

hecho del autor, debe existir  una relación entre el sujeto responsable y la víctima, 

siendo  esta última la llamada a solicitar la reparación por haberse perjudicado  su 

interés. El daño indirecto no se  indemniza jamás porque no existe nexo causal entre 

el incumplimiento  o el hecho dañoso por un lado, y el daño por el otro. El daño 

futuro también es indemnizable, en la medida que sea real, esto es, que 

necesariamente se tenga que producir. En cambio el daño eventual no es 

indemnizable porque no es cierto, se entiende por daño eventual al hipotético,  

fundado  en suposiciones.  Es preciso advertir que en la responsabilidad  

extracontractual  los daños imprevistos no se  indemnizan jamás: la previsibilidad  

de los daños  no  tiene cabida en  la responsabilidad delincuencial o culposa,  puesto  

que al ejecutarse el hecho dañoso no existe  un vínculo jurídico previo que ligue  al 

dañador con la víctima32. 

Asimismo,  se requiere que el daño no haya sido indemnizado con anterioridad;  

pues, para solicitar  y obtener  una indemnización,  el interés dañado no debe haber 

sido objeto de un resarcimiento previo que haya dado lugar a su  satisfacción, 

                                                             
32 SACK RAMOS, Sylvia Jacqueline, Responsabilidad Civil en el Nuevo Proceso Penal, Editorial 
Ideas Solución, Lima, 2014, p. 44  
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puesto que permitir su indemnización  se estaría incurriendo en un supuesto de 

enriquecimiento   indebido al considerarse que se pagó doblemente  por un mismo 

concepto. 

2.6.1.2. CLASIFICACIÓN DEL DAÑO 

El daño se puede clasificado en:  

a) Daño Patrimonial. Viene a ser la lesión   de  derechos   de naturaleza económica 

o material  que debe ser reparado, verbigracia, la destrucción de un automóvil. 

Se sub clasifica en:   

a.1. Daño Emergente. Entendido  como la pérdida  patrimonial a consecuencia 

de un hecho ilícito, implica siempre un empobrecimiento, comprende tanto  los 

daños inmediatos como los daños futuros, pues no siempre las consecuencias 

van a ser inmediatas.  Es, en sumidas cuentas, la disminución  de la esfera 

patrimonial, por ejemplo, la factura de los medicamentos empleados en una 

intervención quirúrgica, o el costo de las terapias de rehabilitación que son 

gastos inmediatos y futuros. 

a.2. Lucro Cesante. Se entiende como la ganancia dejada de  percibir, o  el no  

incremento  en  el patrimonio dañado; mientras  que  en  el daño  emergente  

hay empobrecimiento, en el lucro cesante hay una interrupción del 

enriquecimiento legítimo, verbi gracia, a consecuencia de una defectuosa 

intervención quirúrgica el agraviado no podrá seguir trabajando, por  lo que está 

dejando  de percibir ganancias que normalmente hubiera obtenido. 
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b) Daño Patrimonial. Se configura como el daño ocasionado a la persona en sí 

misma; y comprende tanto el daño moral y como a la persona.  

b.1. Daño Moral. Es  el   daño  no  patrimonial   que  se entiende  como  una 

lesión   a  los   sentimientos  de la víctima pues produce  un gran dolor, afección 

o sufrimiento.  En otras palabras, es la lesión o cualquier  sentimiento   

considerado  socialmente  legítimo. Empero, existen dos grandes problemas 

con referencia al daño moral: como acreditarlo y como cuantificarlo. La 

jurisprudencia33   asume que en los casos de fallecimiento de  una  persona  el 

cónyuge y los hijos sufren  necesariamente  un  daño  moral. Respecto a 

cuantificarlo,  si  bien no existe  una suma de dinero  que pueda  reparar la  

pérdida  de un  ser querido, el artículo  1984º  del Código Civil  expresa que el 

monto  indemnizatorio  debe ir acorde con el grado de sufrimiento  de la víctima 

y la manera como ese sufrimiento se ha manifestado en la situación  de la 

víctima y su familia en general.  

b.2. Daño a la Persona. Viene a ser, el daño que lesiona  a la persona en sí 

misma estimada -como un valor espiritual,  psicológico,   inmaterial-.  Afecta y 

compromete a la persona en cuanto en ella carece de connotación económica-

patrimonial. 

2.6.2. LA IMPUTABILIDAD O CAPACIDAD DE IMPUTACIÓN  

Para la responsabilidad civil, la imputabilidad o “capacidad de imputación”, es la 

aptitud del sujeto de derecho de ser responsable por los daños que ocasiona, lo 

cual para el ordenamiento jurídico nacional se da cuando el sujeto tenga 

                                                             
33 Casación N° 949-1995/Arequipa, publicada en el Diario  Oficial "El Peruano" con fecha 12 de 
mayo de 1998  
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discernimiento (arts. 458 y 1975 del código civil). El término imputabilidad ha entrado 

en el lenguaje como un sinónimo de referibilidad, de vinculación. Se afirma, con 

razón, que al negar la responsabilidad del incapaz (de querer y entender para el 

sistema italiano, privado de discernimiento para el nuestro) se está entendiendo a 

la capacidad como una condición de la responsabilidad, pero no de culpa. Por lo 

tanto habrá responsabilidad sin culpa; pero no responsabilidad sin capacidad de 

imputación. En el caso de la responsabilidad sin culpa (objetiva) estará los 

representantes legales de aquel que, careciendo de capacidad de imputación, 

causó el daño.  

La imputabilidad no solo es referible a la persona natural, también lo será respecto 

a la persona jurídica y a las organizaciones de personas no inscritas. Ambas 

responderían objetivamente por los actos de los titulares de sus órganos, de sus 

representantes o dependientes.  

2.6.3. LA ILICITUD O ANTIJURICIDAD  

Todo comportamiento humano que cauda daño a otro mediante acciones u 

omisiones no amparadas por el derecho: por contravenir una norma, el orden 

público, la moral y las buenas costumbres, ha de reputarse antijurídico.  

La doctrina argentina distingue la antijuridicidad formal de la material. La primera se 

identifica con la ilegalidad y la segunda con la contrariedad a las prohibiciones que 

surgen de “los principios que sostiene el orden público: político, social y económico, 

las buenas costumbres, etc.”. Para un sector de la doctrina italiana, ilicitud y 

antijuricidad expresan “la misma noción de contrariedad a la norma”. Nótese que el 

concepto de ilicitud (o antijuricidad) se aplica tanto en la responsabilidad por 
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inejecución de las obligaciones, como en la responsabilidad extracontractual o 

aquiliana. Para otro sector, el concepto de ilicitud equivale al de “violación de un 

mandato o de un prohibición”, agregando que la ilicitud es “predicable solo del acto 

humano, realizado en violación de una regla de conducta”. Sin embargo, se objeta 

que esta definición es “exacta; pero pobre de  contenido”, “quedando abierto el 

problema de determinar cada una de las reglas de conducta”. Por otro lado, se 

observa que “el significado normativo de ilicitud o de (hecho) ilícito no puede ser 

otra cosa que un concepto de síntesis para indicar una cualidad requerida por la ley 

para todos los hechos productivos de un daño resarcible”  

Modernamente existe acuerdo en que la antijuricidad, o mejor dicho, una conducta 

antijurídica, es cuando ésta contraviene una norma prohibitiva, y cuando la conducta 

viola el sistema jurídico en su totalidad, en el sentido de afectarlos valores o 

principios sobre los cuales ha sido construido el sistema jurídico.  

La posición descrita ha llevado a la doctrina a señalar que en el ámbito de la 

responsabilidad civil no rige el criterio de la tipicidad en materia de conductas que 

pueden causar daños y dar lugar a la obligación legal de indemnizar, sino que dichas 

conductas pueden ser típicas, en cuanto previstas en abstracto en supuestos de 

hecho normativos y atípicas en cuanto, a pesar de no estar reguladas, en esquemas 

legales, la realización de las mismas viole o contravenga el ordenamiento jurídico. 

Empero, es menester precisar que este concepto de la antijuricidad, en el sentido 

amplio, no se acepta sino el ámbito de la responsabilidad extracontractual, por 

cuanto en el lado contractual se acepta que la antijuricidad es siempre 

exclusivamente típica y no atípica, pues ella resulta de la concurrencia de los 
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siguientes supuestos: a) Incumplimiento total de una obligación, b) Cumplimiento 

parcial, c) Cumplimiento defectuoso, o d) Cumplimiento tardío o moroso. Por ello, 

se sostiene acertadamente que en el ámbito de la responsabilidad contractual las 

conductas que pueden dar lugar a la obligación legal de indemnizar son siempre 

conductas tipificadas legalmente.  

La antijuricidad típica contractual se encuentra expresamente prevista en el artículo 

132134 del Código Civil, mientras que la antijuricidad atípica, es decir, antijuricidad 

en sentido amplio y materia (no formal), fluye de los artículos 196935 y 197036 del 

acotado código, pues en ambos se hace referencia únicamente a la producción de 

un daño, sin especificar el origen del mismo o la conducta que lo hubiera podido 

ocasionare causar; entendiéndose que cualquier conducta, con tal que cause un 

daño siempre que sea antijurídica, dará lugar a la obligación legal del pago de una 

indemnización.  

 

 

 

 

 

                                                             
34 Artículo 1321 Código Civil.- Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta 
sus obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la 
obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño emergente 
como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal inejecución. Si la 
inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación, obedecieran a culpa leve, 
el resarcimiento se limita al daño que podía preverse al tiempo en que ella fue contraída 
35 Artículo 1969 Código Civil.- Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está obligado a 
indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde a su autor. 
36 Artículo 1970 Código Civil.- Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el ejercicio de 
una actividad riesgosa o peligrosa, causa un daño a otro, está obligado a repararlo. 
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2.6.3.1. CAUSAS DE JUSTIFICACIÓN DE UN HECHO ANTIJURÍDICO 

Nuestra legislación prevé como causa de exoneración de responsabilidad cuando 

se trata de: 

a) El Ejercicio Regular del Derecho.- Aquel que viola un hecho ajeno en el ejercicio 

de su propio derecho no actúa antijurídicamente y, por ende, ninguna 

responsabilidad le incumbe por los daños que pudiere ocasionar.  

En un cierto sentido, esta norma puede ser entendida simplemente como el 

modo de pasivo de expresar el principio de la culpa: aquello que no constituye 

el ejercicio regular de un derecho es un ejercicio irregular, que configura un acto 

ilícito, consiguientemente, da lugar a una responsabilidad por dolo o culpa 

según el grado de ilicitud o irregularidad involucrado37.  

 

b) La Legitima Defensa.-  La Legítima defensa, es un instituto jurídico  de carácter 

universal, no privativo del derecho penal, pese a que es en ese ámbito donde 

comúnmente se le relaciona. Según la legitima defensa un sujeto no puede  ser 

responsable de un hecho ilícito, cuando obra en defensa propia de sus 

derechos, cuando concurran las siguientes condiciones: a) agresión ilegítima; 

b) necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla; y, e) falta 

de provocación suficiente por parte del que se defiende. 

 

Notemos que en este caso estamos ante una exclusión del campo de la 

responsabilidad y no de una exención por falta de culpa, la persona que se 

                                                             
37 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando,  La Responsabilidad Extracontractual, Tomo I, Octava 
Edición, Editorial Ara Editores, Lima, 2016, p. 207  
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defiende actúa intencionalmente  para causar un daño a otra (le dispara, le 

golpea, etc); pero lo hace en base a un derecho de dañar que le otorga la ley 

con el objeto de repeler una agresión. Una condición que debe tenerse en 

cuenta para excluir de responsabilidad la conducta del que se defiende es la 

proporcionalidad entre la agresión y la defensa, puede decirse que una defensa 

desproporcionada ya no es defensa sino que implica a su vez un ataque. La 

defensa termina ahí donde termina su necesidad38.  

 

c) Estado de Necesidad.  Según el artículo 1971 inc 3) del Código Civil se 

establece que no hay responsabilidad "(...), en la perdida, destrucción o 

deterioro de un bien por causa de la remoción de un peligro inminente, 

producidos por estado de necesidad, que no exceda lo indispensable para 

conjurar el peligro y siempre que haya notoria diferencia entre el bien sacrificado 

y el bien salvado. La prueba de la perdida,  deterioro o destrucción del bien es 

de cargo del liberado del peligro", es decir es el sacrificio del bien jurídicamente 

inferior a favor de un jurídicamente  superior, frente a un estado de peligro 

inminente. 

Este inciso repite con ligeras variantes la norma  equivalente  del Código Civil 

de 1936 (art. 1137,  inc. 3°.). Lamentablemente,   el respeto  del legislador de 

1984 por la fórmula tradicional transporta al nuevo Código no solamente los 

aciertos del Código anterior sino también sus desaciertos y sus contradicciones. 

En efecto,  es  perfectamente  comprensible  que  los  daños causados  en 

                                                             
38 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando,  La Responsabilidad Extracontractual, Tomo I, Octava 
Edición, Editorial Ara Editores, Lima, 2016, p. 224 
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legítima  defensa  al propio  agresor  (caso del inciso precedente), no deban ser 

reparados, porque  es tal agresor  quien se colocó en situación de sufrirlos  

como respuesta a su agresión. Pero. ¿Qué razón existe para que no indemnice  

a un tercero cuando le destruyo parte  de su propiedad con el objeto de salvar  

un bien de mi propiedad?  A nadie  se le debe  permitir  que resuelva  sus 

problemas  a expensas de otro, ciertamente se le debe indemnizar a este 

tercero. No cabe duda que el inciso 3 del artículo 1971 constituye un problema, 

ya que no remedia la situación de las personas cuyos bienes pueden ser 

dañados o destruidos para salvar bienes de terceros; en este caso los tribunales 

peruanos tendrán que recurrir al enriquecimiento indebido: aquel que salvó sus 

bienes a costa de los bienes del otro, se ha enriquecido a expensas de ese otro 

sin causa válida, puede obligársele a pagar una indemnización al amparo de lo 

dispuesto en el artículo 1954 del Código Civil vigente 39.  

2.6.4. FACTORES DE ATRIBUCIÓN  

Los Factores de atribución son aquellos que finalmente determinan la existencia de 

la responsabilidad civil, una vez que se han presentado, en un supuesto concreto 

de un conflicto social, los requisitos antes mencionados de la antijuricidad, el daño 

producido y la relación de causalidad.   

Para comprender en que consisten los factores de atribución en la responsabilidad 

civil extracontractual es necesario anotar que, en la legislación comparada existen 

dos sistemas de responsabilidad civil extracontractual, el sistema subjetivo (dolo y 

                                                             
39 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando,  La Responsabilidad Extracontractual, Tomo I, Octava 
Edición, Editorial Ara Editores, Lima, 2016, p. 229 
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culpa) y el sistema objetivo (actividades riesgosas o peligrosas), cada uno de ellos 

cimentados sobre la base de diferentes factores de atribución.  

El sistema  subjetivo, en nuestro Código civil se encuentra regulado en el artículo  

1969,  que prescribe lo siguiente: "Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro 

está obligado a indemnizarlo. El descargo por falta de dolo o culpa corresponde  a 

su autor";  en tanto que el sistema  objetivo se encuentra regulado en el artículo 

1970,  bajo el siguiente  texto: "Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o 

por el ejercicio de una actividad riesgosa o peligrosa,  causa un daño a otro, está 

obligado a repararlo". 

Existen factores de atribución subjetivos (culpa y dolo), objetivos (realizar 

actividades o ser titular de determinadas situaciones jurídicas que el ordenamiento 

jurídico considera –si se quiere ser redundante- objetivamente o –si se quiere optar 

por una definición residual- prescindiendo del criterio de la culpa). También forman 

parte de los factores de atribución el abuso del derecho y la equidad. La doctrina 

trata a estos dos últimos como subtipos de factores de atribución objetivos porque 

no se basan en la culpa; pero se considera de manera independiente, dadas sus 

particulares notas características.  

2.6.4.1. SISTEMA SUBJETIVO  

El sistema subjetivo está determinado por el hecho que la obligación de 

resarcimiento surge cuando el autor ha cometido una conducta antijurídica con 

culpa (culpa leve, culpa grave o inexcusable y dolo). El artículo 1969 del Código 

Civil establece lo siguiente: "Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está 

obligado a indemnizarlo”.  No cabe duda de que en artículo el legislador se coloca 
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en una posición subjetivista, atribuyendo responsabilidad –y por consiguiente, 

obligando al pago de una indemnización– solamente a quien sea “culpable” por dolo 

o culpa, la victima que se encuentra frente a un causante que le demuestra que no 

tiene dolo ni culpa, esta desamparada y no recibe indemnización, en tal caso se 

considera que sus daños son productos del azar.    

En el aspecto  procesal,  se debe considerar  que dado lo difícil que  es conocer  el 

aspecto subjetivo   del  autor,  la doctrina moderna, y en tal sentido  nuestro Código 

Civil,  ha considerado que es conveniente establecer presunciones de culpabilidad, 

invirtiendo  la carga de la prueba, entonces la víctima ya no estará obligada a 

demostrar  la culpa  del autor, lo cual es por regla general bastante difícil,  sino  que 

corresponderá al autor del daño demostrar su ausencia de culpa; sin embargo 

conviene resaltar  que el artículo  1969 contiene un error grave por cuanto no puede 

interpretarse,  como lo señala  literalmente el artículo,   que  se  presuma   el dolo  

del  autor,  puesto  que  solamente  se presume  la culpa . 

A  continuación    abordaremos    brevemente   ambos  factores  de atribución   del 

sistema  subjetivo: 

a) El dolo.- El   dolo   consiste   en  la  conciencia   y  voluntad  de  causar   el 

daño40. Desde la perspectiva  del derecho  penal se ha clasificado el dolo  en: 

dolo  directo,   dolo  de  consecuencias   necesarios  y dolo  eventual.   

Clasificación   que  resulta  función   a efectos  de tratar  la responsabilidad   civil 

extracontractual. 

                                                             
40 MAZEAUD, Henri; MAZEAUD León; y, MAZEAUD Jean, Lecciones de Derecho Civil. La 
Responsabilidad Civil.  Los  Cuasi contratos, Ediciones Jurídicas Euro­América, Buenos Aires, 1960, 
p. 174. 
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En el dolo directo, el sujeto actúa intencionalmente   a efectos de provocar un 

daño. En el dolo indirecto  el sujeto no desea la producción del evento dañoso 

pero asume su producción,  tomándola como  una consecuencia   necesaria  de 

su actuar. Finalmente,  en el dolo eventual,  el sujeto no actúa para dañar, pero 

se representa la posibilidad de un resultado  dañoso,  que no descarta, es decir, 

asume  el  riesgo  (no  hablamos  de  certeza  como  es  en  el dolo indirecto)  

de que su conducta  pueda causar un daño. 

Un elemento positivo e interesante del artículo 1969 del Código Civil lo 

constituye el hecho de haber rescatado para el campo civil la reparación de los 

daños resultantes del dolo, que una jurisprudencia41 de origen incierto había 

confinado al campo penal.  Esta jurisprudencia distorsiona gravemente el 

sistema de responsabilidad extracontractual que, como claramente lo expuso 

TARRIBLE, debe proveer reparación para todo aquel que sufra un daño, 

cualquiera que sea su tipo.  

En realidad, lo normal sería que la víctima de un acto delictual reclame en la vía 

civil la reparación por daños y perjuicios: el Juez civil y el procedimiento civil se 

encuentran mejor preparados para evaluar los daños y determinar la 

indemnización que corresponde a la víctima. En cambio, el juez penal esta 

preocupado fundamentalmente en castigar al delincuente en nombre de la 

sociedad. Todo el procedimiento penal, su sistema de pruebas, su actitud y 

                                                             
41 Ejecutoria de fecha 12 de setiembre de 1978 donde se establece que: “La vía civil no es 
competente para obtener resarcimiento del daño causado por el delito doloso, sino que únicamente 
y como excepción, de aquellos derivados por negligencia ”, Recopilada en Revista de Jurisprudencia 
Peruana, N° 413, Junio de 1978, p.621  
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mentalidad general, está orientado  a la identificación y sanción del delincuente; 

y es solo marginalmente que fija una indemnización para la víctima42.  

b) La culpa. DIEZ PICASO43 aclaró  que  el concepto  de culpa  que  se utiliza en 

la responsabilidad   civil extracontractual    resulta  extremadamente  borroso,  

porozo  y huidizo.  

La teoría contemporánea de la culpa se limita a establecer un solo patrón 

objetivo de conducta –aquel del hombre razonable– que da a lugar a 

responsabilidad en todos los casos de desviación de la conducta deseable.    

Para determinar  la "diligencia o negligencia'', del sujeto debe tenerse presente, 

siguiendo a FERNANDO DE TRAZEGNIES,   un patrón  objetivo de conducta  

o modelo social, el que servirá como  parámetro.  Esta tesis establece que la 

culpa debe ser enfocada "in  abstracto",   sin tomar en consideración 

circunstancias específicas de la personalidad del sujeto responsable. Este es 

uno más de los casos en que el Derecho se distingue de la moral: mientras que 

una determinada conducta puede ser moralmente irreprochable analizada in 

concreto, esa misma conducta es considerada culpable por el derecho por 

comparación con un patrón objetivo de conducta y da lugar al pago de una 

indemnización.   

Un punto  debatido en la doctrina, a partir de una afirmación de los hermanos 

MAZEAUD,  es el concerniente a las circunstancias "externas"   e "internas"  del 

                                                             
42 DE TRAZEGNIES GRANDA, Fernando,  La Responsabilidad Extracontractual, Tomo I, Octava 
Edición, Editorial Ara Editores, Lima, 2016, p. 149 
43 DIEZ PICAZO, Luis, La Culpa en la responsabilidad civil extracontractual, en : Estudios de 
responsabilidad civil en homenaje al profesor Roberto López Cabana, Editorial Dykinson, Madrid, 

2011, p. 111 
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actuar del sujeto en el estudio de la "culpa in abstracto", es decir, ¿debemos 

comparar el actuar con un standard que no torne en consideración 

circunstancias históricas, culturales, etc.? Considero que el tomar en 

consideración circunstancias "internas" implicaría volver a un modelo de "culpa  

in concreto", es por ello que para evitar las subjetividades y problemas 

probatorios propios de éste modelo sólo debemos tener presente aspectos 

externos como el contexto en el que se desenvuelve la conducta que 

consideramos apropiado a efectos de evitar un análisis "irreal". 

En ese orden de ideas, la  inversión de la carga de la prueba y correlativa 

presunción de culpabilidad del autor en el sistema subjetivo de responsabilidad 

civil extracontractual presume la culpa del autor del daño causado. 

2.6.4.2. SISTEMA OBJETIVO  

El artículo 1969 del Código Civil establece el principio de responsabilidad fundado 

en el dolo o la culpa, el artículo 1970 establece un segundo gran principio de 

responsabilidad:   “Aquel que mediante un bien riesgoso o peligroso, o por el 

ejercicio de una actividad riesgosa o peligrosa, causa un daño a otro, esta obligado 

a repararlo”, como podemos apreciar este segundo artículo coloca paralelo al primer 

artículo lo siguiente: los daños  producidos mediante actividades o bienes riesgosos 

o peligrosos, se indemnizan sobre la base del principio de la responsabilidad 

objetiva. Los casos de daños comprendidos en el artículo 1970 se diferencian de 

los comprendidos en el artículo 1969 en el hecho de que para indemnizar a aquellos, 

no se exige dolo ni culpa. Por eso es también que el artículo 1970 ya no se refiere 

a la inversión de la prueba de la culpa, ya que no hay culpa que probar.  
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El sistema objetivo está determinado por el hecho que la obligación de resarcimiento 

surge cuando el autor ha cometido una conducta antijurídica como consecuencia de 

la infracción de una diversidad de supuestos normativos no fundados en la culpa, 

destacando el riesgo creado (por actividad o por bienes).  

El fundamento del sistema objetivo, radica en la “(...) función social de asegurar a la 

víctima la existencia de un sujeto responsable (...)” y “(...) en la de hacer socialmente 

soportable el daño a través de una amplia repartición del mismo”.  

En el sistema   objetivo de responsabilidad  no se pretende que en los casos de 

daños causados a través de bienes o actividades riesgosos,  no exista culpa del 

autor,  sino de hacer total abstracción de la culpa o ausencia de culpa del autor, de 

modo tal que la existencia  de culpa o no sea totalmente intrascendente para la 

configuración de un supuesto de responsabilidad civil extracontractual,  debiendo  

acreditarse  además de la relación causal,  la calidad del bien o actividad como una 

riesgosa. 

Cabe agregar que la calificación  de un bien o actividad riesgosa o peligrosa no 

depende de las circunstancias  de un caso concreto en particular, pues de ser así 

cualquier actividad  podría ser considerada  riesgosa. Esta calificación depende del 

riesgo que supone  el uso socialmente aceptado del bien o actividad de que se trate, 

siempre y cuando su uso suponga  un riesgo adicional al común y ordinario, como 

sucede con las armas de fuego o con los vehículos. 

La carga de la prueba en el sistema objetivo recae sobre el perjudicado quien tiene 

que probar el daño y el riesgo creado (por actividad o por bienes), pero en ningún 

momento que el imputado actuó con culpa, sin la diligencia ordinaria.  
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El deudor quedará liberado de la obligación de resarcimiento si prueba que el daño 

se ha producido como consecuencia de caso fortuito, fuerza mayor, hecho de 

tercero o hecho de la víctima (Artículo 1972 Código Civil44).  

2.7. EL NEXO CAUSAL 

La acción antijurídica no es punible si no media entre el hecho imputable y el daño, 

el nexo de causalidad y esta se define como consecuencia de la modificación del 

mundo exterior que es motivado por la acción de la persona y de las cosas que 

constituyen los elementos actuantes,  expresada en hechos que van a constituir  

una cadena continua  que denominamos hechos que son antecedentes  de aquél y 

hechos que son su consecuencia45.  

Por su parte  el tratadista   DE  ÁNGEL  YAGÜEZ46,   precisa  que  la relación  de 

causalidad  es otra de las condiciones  de existencia  de responsabilidad  civil; cuya 

expresión  significa que  el acto del obligado  a indemnizar   debe  ser la causa,  o 

una  de las causas, de la producción   del resultado  dañoso:  es decir que  entre  el 

comportamiento   del agente  y el daño  acaecido  ha de existir relación  de causa a 

efecto.  

Para un sector de la doctrina argentina, “cuando hablamos de un hecho aludimos a 

una modificación del mundo exterior que sucede en un momento dado y en cierto 

lugar, con la intervención de personas y cosas que constituyen los elementos 

                                                             
44Artículo 1972 Código Civil.- En los casos del artículo 1970, el autor no está obligado a la reparación 
cuando el daño fue consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de tercero 
o de la imprudencia de quien padece el daño.   
45 ESPINOZA    ESPINOZA,   Juan,  Derecho de la responsabilidad  civil,  4º edición,  Gaceta Jurídica, 
Lima 2006, p. 174. 
46 DE  ÁNGEL YÁGÜEZ,  Ricardo,  Tratado  de responsabilidad civil,  3º  edición,  Editorial Civitas, 
Madrid,  1993, p. 751. 
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actuantes. Sin embargo, cada hecho no es sino un eslabón en una cadena causal 

en la que se suceden inexorablemente hechos que son antecedentes de aquél y 

hechos que son su consecuencia”. Con razón, se afirma que la relación de 

causalidad “no puede agotarse en una relación de tipo naturista entre causa y 

consecuencias, sino se debe conducir y resolver, en los términos de un juicio idóneo 

a expresar la carga de los valores ínsita en la afirmación de responsabilidad”. Debe 

tenerse en cuenta que, tanto el artículo 1969 del código civil como el 1970, se 

refieren a quien causa un daño, ello quiere decir que tanto en la responsabilidad 

subjetiva como en la objetiva está presente este elemento.  

La relación de responsabilidad extracontractual descansa en una relación de 

causalidad, pues si no existe una relación jurídica de causa a efecto entre la 

conducta típica o atípica y el daño producido a la víctima, no habrá responsabilidad 

extracontractual. Es decir, se requiere que exista de un nexo causal entre la víctima 

y el autor del hecho dañino. 

La regulación legal en nuestro Código Civil en el campo de la responsabilidad 

extracontractual se ha consagrado en el mismo artículo 198547 la teoría de la causa 

adecuada, mientras que la responsabilidad contractual descansa en el mismo 

artículo 132148 la teoría de la causa inmediata y directa. Sin embargo, para efectos 

prácticos, las dos teorías, nos llevan al mismo resultado.  

                                                             
47 Artículo 1985 Código Civil.- La indemnización comprende las consecuencias que deriven de la 
acción u omisión generadora del daño, incluyendo el lucro cesante, el daño a la persona y el daño 
moral, debiendo existir una relación de causalidad adecuada entre el hecho y el daño producido. El 
monto de la indemnización devenga intereses legales desde la fecha en que se produjo el daño.  
48  Artículo 1321 Código Civil.- Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios quien no 
ejecuta sus obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución 
de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño 
emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal 
inejecución. Si la inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación, 
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Esta  relación  causal nos sirve para determinar  hechos  susceptibles  de ser 

considerados  como determinantes   del daño,  cual es aquel que ocasionó el daño  

que produce  finalmente  el detrimento,  así como  entre  una serie de daños 

susceptibles  de ser indemnizados   los cuales merecerán  ser reparados. Para 

establecer  el nexo causal se han  elaborado  diversas teorías. 

2.7.1. CONDITIO SINE QUANON 

En virtud  de esta teoría  se sostiene  que  normalmente  confluyen una  multiplicidad    

de causas  para  que  se produzca   un  determinado desenlace,  todas ellas 

equivalentes  en la producción   del evento dañoso. Si en el ejercicio   de suprimir   

hipotéticamente    una de ellas se obtiene que  el resultado   no  tendría  lugar,  se 

ha dado  con  aquélla  sin  la cual el daño  no  existiría49,    en  resumen  esta  teoría  

sostiene  que  todas  las condiciones   concurren   necesariamente   para producir  

el resultado,   de tal manera  que si  se suprime  una  de ellas, el resultado  no se 

produce, vale decir,   todas  ellas son  equivalentes.   En la práctica  esta teoría  

resulta  inútil,   en razón a no marca  un límite  claro en el análisis de la causa que 

origina  el hecho  dañoso. 

2.7.2. TEORÍA DE LA CAUSA PRÓXIMA  

Según esta teoría es preciso atender a las causas inmediatas y directas que pueden 

producir una situación dañina. Esta tesis influyo en nuestro Derecho y  todavía esta 

                                                             
obedecieran a culpa leve, el resarcimiento se limita al daño que podía preverse al tiempo en que ella 
fue contraída. 
49 DE  CUEVILLAS  MATOZZI, Ignacio, La relación de causalidad en la órbita del Derecho de daños, 
Tirant,  Valencia, 2000, p. 81. 
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terminología se mantiene en el campo de la responsabilidad contractual, el cual esta 

establecido en el artículo 1321 del Código civil vigente.  

La teoría de la causa próxima es causa jurídicamente relevante aquella que 

temporalmente se encuentra más próxima al resultado; es decir, intenta determinar 

la causa que, desde la perspectiva temporal, se acerca más al evento lesivo,  esto 

es,  la causa inmediata o próxima50. 

Sin embargo, no siempre es la causa del evento aquella última circunstancia 

actuante, más aún cuando las condiciones se presentan de manera simultánea o 

compleja. El profesor argentino  ORGAZ ejemplificó por qué una teoría de esta 

naturaleza podría conducir a soluciones ajenas a la equidad al comentar que 

conforme a la  misma debía decretarse la responsabilidad de la enfermera que 

suministra al paciente una medicina, ignorando que tal medicamento ha sido 

alterado dado que un tercero dolosamente lo mezcló con una sustancia tóxica51. 

La sección sobre Responsabilidad Extracontractual en el Código Civil de 1984 ha 

sido sustituida por la de causalidad adecuada.  

2.7.3. TEORÍA DE LA CAUSA PREPONDERANTE  

Esta teoría –mal llamada también “teoría de la causa eficiente”– se opone a la 

indiferencia de causas planteadas por el análisis de la conditionum sine qua non y 

trata de encontrar una causa de carácter preponderante52.  

                                                             
50 YZQUIERDO TOLSADA,  Mariano, Sistema de responsabilidad civil contractual y extracontractual, 
Dykinson, Madrid, 2001,  p. 190. 
51 ÜRGAZ, ALFREDO,   El daño resarcible, Buenos Aires, Editorial Córdoba, 1980, p. 67. 
52 DE TRAZEGNIES   GRANDA,   Fernando, La responsabilidad extracontractual, op. cit.,  p 310 
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BINDING habla acerca de la causa que rompe el equilibrio entre los factores 

conducentes a la producción del daño y los factores adversos a ella.   

2.7.4. TEORÍA DE LA CAUSALIDAD ADECUADA  

Esta teoría parte de una observación empírica: se trata de saber que causas 

producen normalmente un tal resultado. Es decir, frente a un daño se trata de saber 

cuál es la causa dentro de la universalidad de causas que encarna cada situación, 

que conduce usualmente al resultado dañino.    

Existirá causalidad adecuada cuando entre un hecho y un daño, concluimos que su 

recurrencia de ese acto o actividad incrementará las posibilidades de que el daño 

también ocurra, puesto que no todas las causas que necesariamente conducen a la 

producción de un daño pueden ser consideradas como causas propiamente dichas 

de tal daño: no todas las causas obligan a su autor a participar como responsable 

en la reparación del daño.  Desde el punto de visea  de la responsabilidad, se 

requiere que la causa sea adecuada, es decir que sea idónea53. 

DIEZ PICAZO sostiene  que la probabilidad   debe tenerse en cuenta en la 

determinación   de las causas de los  sucesos, entendiendo por ella la frecuencia  

en la relación  entre  dos clases de eventos,  que en algunos casos se da de modo  

necesario,  como  en las leyes  naturales  y en otros sólo permite  establecer  una  

frecuencia  estadística54. 

Actualmente   la teoría de la causa adecuada   es la que predomina en el sistema 

jurídico   nacional, puesto que el artículo 1985 del Código civil señala: "La 

                                                             
53 DE TRAZEGNIES   GRANDA,   Fernando, La responsabilidad extracontractual, op. cit.,  p 288 y 
289. 
54 DIEZ PICAZO,  Luis, Derecho  de daños,  Editorial Civitas, Madrid, 1999, p. 338 
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indemnización    comprende   las consecuencias que  deriven  de la acción  u omisión   

generadora   del daño,  incluyendo el lucro cesante,  el daño  a la persona  y el daño  

moral,  debiendo  existir una  relación  de causalidad  adecuada  entre  el hecho  y 

el daño  producido. El monto  de la indemnización   devenga  intereses legales desde 

la fecha en que se produjo  el daño”. 

2.7.5. LA FRACTURA CAUSAL 

Se denomina fractura  causal a la conducta que  efectivamente   ha causado  el 

daño  quebrando   el nexo  de causalidad  entre  la conducta inicial  y el hecho  

dañino.   Por tanto,  cuando  concurra   una  fractura  causal no se podrá  establecer  

el nexo de causalidad  entre  la conducta inicial y el resultado  dañoso. 

La fractura  causal es un mecanismo   jurídico   para establecer  que no  existe  

responsabilidad   civil  a cargo  del  autor  de  la causa  inicial justamente   por  haber  

sido  el daño  consecuencia   de una  causa ajena. Por  tanto,  cuando   se intente   

atribuir   a  una  persona   un  resultado dañoso,   ésta tendrá  la posibilidad   de 

liberarse  de la responsabilidad   si logra acreditar  que el daño  causado  no fue 

consecuencia  su conducta, sino  de una  causa ajena  (es decir  de otra  causa,  

que  es la que  rompe el nexo causal)55. 

Nuestro   Código   Civil prevé  los siguientes casos de fractura  causal:  caso fortuito  

o fuerza mayor,  hecho  determinante  de tercero  y el hecho  propio  de la víctima,  

en el artículo   1972 del Código   civil. 

 

                                                             
55 SACK RAMOS, Sylvia Jacqueline, Responsabilidad Civil en el Nuevo Proceso Penal, Editorial 
Ideas Solución, Lima, 2014, p. 57 
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a) Caso fortuito  y fuerza mayor 

Para  todo  efecto  práctico,  nuestro  ordenamiento  civil  considera el caso fortuito  

y la fuerza mayor  como  conceptos análogos,  que  tienen  consecuencias similares:  

la exoneración   de la responsabilidad. 

Por caso fortuito  y fuerza mayor se entiende que fuerza mayor y caso fortuito  son 

nociones  con  las mismas  características,  pues deberán ser eventos 

extraordinarios, imprevisibles e irresistibles56. 

 

b) Hecho determinante de tercero 

Es preciso  resaltar  que no todo  hecho  determinante  de tercero exonera   de  

responsabilidad,    ya  que   nuestro    Código   Civil establece  ciertos  casos en  los 

que  estamos  obligados   a pagar indemnización,  por ejemplo,  en el caso del 

representante  legal de la  persona   incapacitada o  cuando   se trata  del  sujeto  

que tiene  a otro  bajo sus órdenes. 

c) Hecho determinante de la víctima 

En  estos  casos interviene  el propio   agraviado   en  la producción del hecho  

dañoso.  La culpa  exclusiva  de la víctima  se da cuando   su conducta  es la única  

causa  de su propio   daño.  Se trata  de un caso de ruptura   del nexo causal; 

quedando librado el demandado  de toda  responsabilidad57. 

 

 

                                                             
56 TABOADA    CORDOVA,    Lizardo, Elementos de la responsabilidad civil, 2 edición, Grijley, Lima, 
2003, p. 63. 
57 ROCA Y TRIAS,  Encarna, Derecho de Daños. Textos y materiales, 3º Edición, Tirant Lo Blanch. 
Valencia, 2000, p. 144.     
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CAPITULO II: EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA REPARACION  

INTEGRAL DEL DAÑO 

2.1. CONSIDERACIONES GENERALES 

Con la comisión del hecho delictivo, nace en la víctima el derecho subjetivo de 

reparación, además del interés de sanción penal hacia el agresor.  Desde un plano 

material, el derecho de reparación surge primariamente de  la enumeración  abierta 

que contempla el artículo 3° de la Constitución Política del Perú como un derecho 

fundamental autónomo: “La enumeración de los derechos establecidos en este 

capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni otros de naturaleza 

análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de soberanía 

del pueblo, del Estado democrático de derecho y de la forma republicana de 

gobierno”. Empero, desde un punto de vista procesal, el derecho a la reparación 

está contenida en el derecho a la tutela procesal efectiva del artículo 139° inciso 3 

de la Constitución:                  “Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente 

establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por 

comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación” 

Escudriñando en el origen del derecho a la reparación como consecuencia directa 

del hecho delictivo, podemos apreciar que, a diferencia del anterior texto 

constitucional, la Constitución peruana de 1993 ha fijado a la dignidad de la persona 

humana como uno de los fines supremos de la sociedad y del Estado. Este 

reconocimiento proviene del Derecho internacional, como producto de la evolución  

de la lucha contra las violaciones de los derechos humanos,  pues la sociedad no 
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podía contentarse con la sanción carcelaria del agresor sin atender al padecimiento 

material de las víctimas. Así, se tomó como instrumentos de resarcimiento del daño 

a la restitución, la indemnización,  la  rehabilitación,  la satisfacción y la garantía de 

no repetición58. En resumidas cuentas, puede válidamente afirmarse que la dignidad 

de la persona es, pues, el fundamento de la reparación integral del daño. 

2.2. DERECHOS HUMANOS Y EL DERECHO INTERNACIONAL  

Con  la suscripción  de  tratados  o  convenios internacionales  sobre derechos 

humanos,  el Perú ha incorporado  a su  legislación interna diversos instrumentos 

con rango constitucional,  que dotan de eficaces herramientas para la protección y 

el respeto del derecho de las víctimas a una reparación integral. De esta  manera,  

la Declaración Universal de Derechos Humanos señala que toda persona tiene 

derecho a un recurso efectivo,  ante los tribunales nacionales competentes,  que la 

ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales (artículo 8°);  por su 

parte, de modo más detallado, la Convención Americana de Derechos Humanos ha 

establecido que "cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad 

protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá  que se garantice al lesionado 

en el goce de su derecho o libertad conculcados.   Dispondrá asimismo, si ello fuera 

procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 

configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización 

a la parte lesionada" (artículo  63°.1). 

                                                             
58 SIERRA   PORTO,   Humberto,  Los   nuevos derechos en  la jurisprudencia  constitucional 
colombiana, en "Los derechos en Latinoamérica: tendencias judiciales reciente", Fernando Rey 
(Dir.), Fundación Internacional y para Iberoamérica de administración y políticas públicas, Madrid, 
2011, p.147 
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La preocupación  de la  comunidad  internacional  por  tutelar  a las víctimas ha 

llevado a consagrar un conjunto de principios y estipulaciones generales que deben 

ser acogidos por todos los países, lo que se ha plasmado en las Reglas Mínimas de 

las Naciones Unidas para la administración  de la justicia Penal o Reglas de 

Mallorca; que, como nos lo recuerda VILLEGAS PAIVA, en su artículo 33° 

recomienda a los Estados la creación de fondos para la reparación a los 

perjudicados o víctimas del delito, así como la adopción de medidas que permitan 

una mejor defensa de los derechos de las víctimas y de los perjudicados en el 

proceso penal59.  

Modernamente, mediante resolución del 16 de diciembre de 2005, la Asamblea 

General de la ONU aprobó los Principios y directrices básicos sobre el derecho de 

las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales   de derechos 

humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario   a interponer 

recursos y obtener reparaciones.   Según   las disposiciones de este 

pronunciamiento  universal (principios 15  y 18): 

"Una  reparación adecuada,  efectiva y rápida  tiene por finalidad promover la 

justicia,   remediando  las  violaciones manifiestas de las normas internacionales  de 

derechos humanos  o las violaciones graves del derecho internacional   humanitario.  

La  reparación ha de ser proporcional  a la gravedad  de las  violaciones y al daño  

sufrido.   Conforme  a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas  

internacionales,  los estados concederán reparación a las víctimas por las acciones 

u omisiones que puedan atribuirse  al Estado y constituyan  violaciones manifiestas 

                                                             
59 VILLEGAS PAIVA, Elky, El agraviado y la reparación civil en el nuevo Código Procesal Penal, serie 
Gaceta Penal & Procesal Penal, Gaceta Jurídica, Lima, 2013, p. 76  
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de las normas internacionales  de derechos humanos  o violaciones graves del 

derecho internacional humanitario.    Cuando  se determine   que  una  persona 

física  o jurídica   u otra entidad  está  obligada  a dar  reparación a una víctima,  la 

parte  responsable deberá conceder reparación a la  víctima  o indemnizar al Estado 

si éste hubiera ya dado reparación a la víctima”. 

2.3. LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE 

DERECHOS HUMANOS  

La tutela  internacional   a la víctima  de los delitos  contra  los derechos humanos 

está garantizada  por  los  organismos   regionales  integrantes  de la ONU.   La 

regla al respecto   es que  cualquier  interpretación   sobre el contenido  y alcances  

de los derechos  constitucionales   deben  efectuarse  de conformidad  con  los  

instrumentos  internacionales   y las decisiones  adoptadas  por los tribunales  

internacionales  sobre derechos  humanos.  En América esta la Corte  

Interamericana   de  Derechos   Humanos,  que  ya en  el año  1988  se había  

pronunciado   sobre  la reparación  de la víctima,  en el caso Ángel   Manfredo  

Velásquez Rodríguez  vs. Honduras,  por violación  a los derechos fundamentales  

de la vida,  a la integridad   personas  y la libertad  personal.                                        

Al formar parte de dichos  organismos  multilaterales,  el Perú también  se encuentra  

sometido  al sistema  de justicia  de los  tribunales  internacionales.  Tanto es así 

que el Estado peruano  ha sido demandando  en distintas ocasiones por la Comisión  

Interamericana   a la CID H (v. gr. casos Neira Alegría y otros vs.  Perú,  Loayza 

Tamayo vs. Perú,  Castillo  Páez vs.  Perú,  Durand  y Ugarte vs. Perú,  Cantoral  

Benavides vs.  Perú, Barrios Altos vs. Perú); es decir ya no sólo nos referimos  a los 
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compromisos  asumidos,  sino  a las sentencias  vinculantes,  que  constituyen 

jurisprudencia para nuestro ordenamiento interno,  de conformidad con la cuarta 

disposición final y transitoria de la Constitución Política del Estado y con el artículo 

V del título preliminar del Código procesal constitucional de 200460. 

Quizá uno de los casos más emblemáticos es el de Barrios Altos vs. Perú,   en cuya 

sentencia, de fecha 14 de marzo de 2001,   la CIDH va más lejos de disponer que 

se fije una reparación a los familiares, y declara que las leyes de amnistía Nº 26472  

son incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, en 

consecuencia, carecen de efectos jurídicos; aunado a ello, le impone al Estado 

peruano el deber de investigar los hechos para determinar a las personas 

responsables de la violaciones de los  derechos humanos, así como divulgar 

públicamente los resultados de dicha investigación y sancionar a los responsables;  

y que finalmente en la sentencia de reparaciones, se extendió a otorgar beneficios 

en servicios de salud y educación a sus familiares, así como una Resolución 

Suprema que disponga una expresión pública de solicitud de perdón a las víctimas  

por los graves daños causados.  En el mismo sentido fue emitida también varios 

años después, la sentencia  en el caso La Cantuta vs.  Perú,  que además  de ello 

incluyó la orden al Estado de implementar programas permanentes en derechos 

humanos para los miembros de los servicios  de inteligencia,  las Fuerzas Armadas 

y la Policía Nacional, así como para .fiscales y jueces.  

En las sentencias contra el Estado peruano, la CIDH  ha dejado sentado que cuando 

no pueda garantizarse a las víctimas el goce de los derechos que les fueron 

                                                             
60 SACK RAMOS, Sylvia Jacqueline, Responsabilidad Civil en el Nuevo Proceso Penal, Editorial 
Ideas Solución, Lima, 2014, p. 62 y 63 
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conculcados, cabe entonces solamente determinar la reparación de las 

consecuencias de la violación y el pago de una justa indemnización. 

2.4. LOS DERECHOS DE LAS VICTIMAS A LA VERDAD, LA JUSTICIA Y LA 

REPARACION DEL DAÑO  

En su fase pre procesal, la reparación no es un derecho reconocido expresamente 

en nuestra Constitución,  debemos remitirnos al numerus  apertus del artículo 3°, 

pues se trata de un derecho implícito. El razonamiento debe ser similar al que utilizó 

el Tribunal Constitucional cuando trató sobre el célebre caso Villegas Namuche, en 

el cual se derivó el derecho a la verdad directamente del principio de dignidad 

humana61: 

"Nuestra Constitución política  reconoce,  en su artículo 3°,  una  "enumeración 

abierta" de derechos fundamentales  que,  sin estar en el texto de la Constitución,  

surgen de la  dignidad del hombre, o  en Los principios de la soberanía del pueblo,  

del Estado democrático de derecho o  de la forma republicana de gobierno. 

Así,  el derecho a la  verdad (y nosotros podríamos decir: "el derecho a La reparación 

integral'),   aunque   no  tiene  un  reconocimiento expreso en nuestro texto 

constitucional  es un derecho plenamente protegido, derivado en primer lugar de la 

obligación estatal de proteger  los derechos fundamentales y de la tutela 

jurisdiccional.  Sin embargo,  el Tribunal Constitucional considera que, en una 

medida  razonablemente  posible y en casos especiales y novísimos,  deben 

desarrollarse  los derechos  constitucionales    implícitos, permitiendo así una mejor 

                                                             
61 Sentencia  del Tribunal Constitucional  recaída en el expediente 2488-HC/TC, Piura, caso Villegas 
Namuche, del 18 de marzo de 2004, fundamentos jurídicos 12, 13 y 16.  
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garantía  y respeto a los derechos del hombre, pues  ello contribuirá  a fortalecer   la 

democracia  y el Estado,  tal como lo ordena la Constitución  vigente. (…) 

Es  un  derecho  que se  deriva directamente  del principio   de dignidad humana,  

pues el daño ocasionado  a las víctimas   no sólo se traduce  en la lesión  de bienes  

tan relevantes como la  vida, la libertad y la  integridad personal,  sino también en la 

ignorancia de lo que verdaderamente sucedió con las víctimas  de os actos 

criminales. El desconocimiento  del lugar donde yacen  los restos de un ser querido,  

o de o que sucedió  con él,  es tal vez una de las formas más perversamente sutiles, 

pero no menos violenta, de afectar la conciencia y dignidad de los seres humanos". 

Desde   un  punto   de vista  más  procesal,   toda  persona  que  ha  sufrido daños,  

tiene derecho  a una  reparación  integral  "proporcional  a la gravedad de las y del  

perjuicio  sufrido",  y comprenderá   la  restitución, compensación,   rehabilitación  y 

garantías de no repetición. Estos principios consisten en62: 

- La  restitutio  in integrum:   Supone   el restablecimiento   de  la  situación 

anterior  a la violación. 

- La indemnización. 

- La satisfacción  o reparación   moral 

- Satisfacción: Tratándose  de violaciones  a los  derechos  humanos,  estas 

generan  un daño  que debe ser reparado  más allá de lo pecuniario. No se 

trata de negar la importancia de las indemnizaciones, sino,  de que la 

reparación sea integral. "Las medidas de satisfacción son aquellas medidas 

                                                             
62 GUTIERREZ AGUELLO, Soraya; PACHECO GARCIA, Lucia, La reparación integral: un derecho 
de las víctimas, Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, Bogotá, 2006, pp. 14-16  
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de carácter no pecuniario que está obligado a tomar el Estado infractor, 

encaminadas a reparar el daño inmaterial causado a las víctimas".  Estas 

medidas van, desde las disculpas del Estado infractor, actos u obras de 

alcance o incidencia pública de recuperación de la memoria de las víctimas, 

el restablecimiento de su dignidad, la publicación de la sentencia de fondo, 

hasta la sanción de los responsables. 

- Garantías de no repetición. De aplicación en casos de violación a los 

derechos humanos: El Estado infractor debe asegurar la vigencia de la norma 

internacional infringida, y a prevenir que en el futuro sucedan nuevas 

violaciones similares. 

En resumen, puede afirmarse la existencia de un derecho fundamental a la 

reparación por el daño sufrido con el delito,  cuyas raíces están en la dignidad 

humana y en la tutela jurisdiccional efectiva. El contenido esencial de este derecho 

fundamental está conformado por la suficiencia  en la reparación,  la efectividad de 

su cumplimiento y la rapidez para la promoción de la justicia63. Esta definición 

vincula al aspecto material como el procesal del derecho fundamental a la 

reparación.  

 

 

 

 

                                                             
63 VILLEGAS PAIVA, Elky, El  agraviado y la reparación civil  en  el nuevo  Código procesal penal, 
op. cit.,  p. 78. 
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CAPITULO III: LA RESPONSABILIDAD CIVIL DERIVADA DEL DELITO  

2.1. NATURALEZA JURÍDICA DE LA RESPONSABILIDAD DERIVADA DEL 

DELITO. 

El doble  tratamiento   de la responsabilidad   civil en la legislación  penal y civil 

ocasionó   que surgieran  incertidumbres  acerca de la concreta  naturaleza jurídica  

de la misma,   debatiéndose   en doctrina  si debía considerarse materia  penal  o 

civil,   asimismo,    la regulación   en  el Código   penal  de  la responsabilidad    civil 

ex delicto comúnmente    ha  implicado   un  factor  de desconcierto   y error  en  la  

comprensión    de la naturaleza   de  esta institución. Sin embargo, debemos tener 

en cuenta que la determinación    de la naturaleza  jurídica  de una  institución    

normativa   no está condicionada   al cuerpo  legal  dónde  está regulada64.  

La regulación tradicional de la Reparación Civil derivada del delito, llamada también 

responsabilidad civil ex delicto, en el Código Penal, ya sea como título 

independiente o articulado disperso, ha llevado a la doctrina a plantear la pregunta 

sobre cuál es la naturaleza o pertenencia material de la Reparación Civil. Se suele 

preguntar acerca de si la ubicación de la Reparación Civil en el Código Penal hace 

que ésta tenga naturaleza pública, es decir, si debe concebirse como una institución 

penal a modo de una tercera consecuencia jurídica del delito del mismo rango y 

nivel que la pena o la medida de seguridad; o se trata de una decisión de política 

legislativa que nada dice acerca de su verdadera naturaleza, la que seguiría siendo 

de carácter privado (civil).   

                                                             
64 QUINTERO   OLIVARES,    Gonzalo;      CAVANILLAS     Mu11cA,    Santiago   y  DE   LLERA 
SUÁREZ­BÁRCENA,     Emilio,   La  responsabilidad  civil  ex  delicto,  Aranzadi,   Navarra, 2002, p. 
25. 
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La consideración y la toma de postura sobre su naturaleza no reviste únicamente, 

contra lo que puede pensarse de su primera lectura, una importancia teórica, sino 

que despliega enormes consecuencias prácticas, pues al definirse su naturaleza 

pública o privada se resuelve si la reparación civil tiene o no carácter disponible, o 

puede ser objeto de renuncia o desistimiento por parte del agraviado y/o sujeto 

pasivo del delito.  

2.1.1. TESIS EXPLICATIVAS  

Son tres los planteamientos que tratan de explicar la naturaleza jurídica de la 

reparación civil. Veamos someramente cada uno de ellos65:  

a) Una primera posición plantea una supuesta naturaleza penal de la reparación 

civil fundándose en su ubicación ad  hoc, o específica, en el Código Penal.  El 

Título VI del Código Penal se refiere a “La Reparación Civil y sus 

Consecuencias Accesorias”. El artículo 92 del Código Penal prescribe que: “La 

reparación civil se determina conjuntamente con la pena”. Por su parte, el 

Código de Procedimientos Penales de 1940 en su artículo 285 dispone que: “La 

sentencia condenatoria deberá contener la designación del delincuente, la 

exposición del hecho delictuoso, el monto de la reparación civil, la persona que 

debe percibirla y los obligados a satisfacerla, citando los artículos del Código 

Penal que hayan sido aplicados”66.  

El principal argumento de esta posición es de índole formal: las instituciones 

que se encuentran contenidas en el Código Penal participan de una naturaleza 

                                                             
65 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit., p.p. 113-11 
66 CASTILLO ALVA. José Luis. La Naturaleza Jurídica de la Reparación Civil derivada del Delito. 
Editorial Gaceta Jurídica. En Actualidad Jurídica, Tomo 121 (Derecho Práctico/Actualidad Penal), 
Diciembre 2003, p. 112 
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común que la da la regulación efectuada por esta disciplina del Derecho Público. 

También se alude a una función reparadora del Derecho Penal, la cual se 

basaría en el restablecimiento del derecho lesionado, en la reparación del daño, 

en los efectos nocivos del crimen67 y en una pronta satisfacción de las 

expectativas (defraudadas) de la víctima. Asimismo, se alude a una siempre 

válida respuesta político - criminal que haría más ventajoso incluir en el Derecho 

Penal esta clase de responsabilidad civil. Pues “la lucha contra el delito se 

acometerá más racionalmente si se regulan con criterio unitario, como diversos 

medios a utilizar, las distintas consecuencias del mismo, que no son respuestas 

independientes unas de otras”68.   

La consideración de la reparación como perteneciente al campo del 

ordenamiento jurídico penal tendría la ventaja de facilitar la realización de los 

fines preventivos del Derecho Penal, complementando, reforzando o en algunos 

casos sustituyendo la aplicación de una pena o medida de seguridad69. La 

reparación demostraría su utilidad en la protección de aquellos bienes jurídicos 

de carácter disponible como son los intereses jurídicos que se caracterizan por 

poder ser objeto de un perjuicio económico o un detrimento patrimonial 

susceptible de ser valorado pecuniariamente.   

                                                             
67 PUIG PEÑA, Federico. “Derecho Penal Español”. T. II. 6ª ed. Madrid, 1969. Pág.504 
68 Así, MIR PUIG, Santiago. “Introducción a las Bases del Derecho Penal”. Bosch. Barcelona, 1976. 
Pág.29 quien, respecto a la naturaleza jurídica de la reparación civil distingue entre un punto de vista 
conceptual y un punto de vista político criminal, decantándose por este último sin dejar de notar, 
empero, las razones de carácter formal que asisten al criterio conceptual. Posteriormente en la 
edición de su “Derecho Penal”. 5ª ed. Barcelona. 1998; 1/27. Pág.14 matiza su criterio considerando 
a la responsabilidad desde el prisma de los intereses de la política criminal como un arma civil a 
utilizar en el tratamiento del delito. 
69 ROXIN, Claus. “Derecho Penal”. Civitas, Madrid, 1997; 3/63. Pág.109 
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Una oportuna reparación sería más exitosa y generaría mayor confianza en las 

normas que cualquier otra clase de pena, la cual, a veces, lejos de amenguar 

el conflicto producido por el delito lo agudiza. Permitiría también otorgar a la 

víctima un rol protagónico en el proceso penal sacándola del olvido natural a la 

que hasta ahora ha sido relegada70; además ofrecería alternativas al sujeto para 

superar sus conflictos sociales, dentro de los cuáles el delito solo es un conflicto 

agudo71. Poseería un efecto resocializador, pues obliga al autor a enfrentarse 

con las consecuencias de su hecho y a aprender a conocer los intereses 

legítimos de la víctima, pudiendo ser experimentada por aquél, a menudo más 

que la pena, como algo necesario y justo, fomentando un reconocimiento de las 

normas.  

 

b) Una segunda posición se inclina por plantear la naturaleza civil de la reparación. 

Se sostiene que la naturaleza jurídica de una norma o una institución no puede 

fundarse en su sola ubicación dentro de un determinado cuerpo de leyes, pues 

su presencia puede obedecer a una decisión de política legislativa o deberse a 

razones puramente pragmáticas72. Más que su ubicación o la naturaleza formal 

de la reparación, importa valorar su naturaleza material, pues existen 

instituciones de índole penal que se regulan extramuros de aquélla área o a la 

inversa, como es el caso de la reparación.  

                                                             
70 RODRÍGUEZ DELGADO, Julio. “La Reparación como sanción jurídico – penal”. Edit. San Marcos. 
Lima, 1999. Pág.131. 
71 BUSTOS RAMÍREZ, Juan. “Victimología: Presente y Futuro”. PPU. Barcelona, 1993. Pág.31 
72 COBO DEL ROSAL – VIVES ANTÓN. “Derecho Penal”. Tirant lo Blanch. 5ª ed. Valencia, 1999. 
Pág.967. 
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La ubicación de la reparación civil en el Código Penal se explica por razones 

eminentemente históricas: al producirse y existir la codificación penal antes que 

la codificación civil el legislador no tuvo otra opción que regular las normas de 

la reparación civil en el Código Penal73, hecho que se ha venido conservando 

en la mayoría de Códigos Penales más por tradición histórica que por una 

verdadera razón lógica y de sistemática jurídica, sin que ello suponga, empero, 

un prejuzgamiento respecto a su naturaleza que sigue siendo de carácter 

privado (civil)74.  

Es más: la reparación en la mayoría de legislaciones de nuestra órbita cultural 

ha seguido manteniendo durante mucho tiempo las características propias de 

una institución civil como son la solidaridad y la transmisibilidad de las 

obligaciones, notas relevantes que se oponen de manera frontal a la 

característica eminentemente personal e intransferible, en cuanto a sus 

contenido y consecuencias, de las sanciones jurídico penales: pena y medida 

de seguridad. No se puede afirmar la naturaleza penal de la reparación civil si 

se deja sin explicación por qué la mayoría de codificaciones penales, incluida la 

peruana, sigue considerando a las obligaciones que derivan del delito 

desprovistas de un carácter personal y más bien las tratan como transmisibles 

y solidarias con terceros75. 

                                                             
73 ROIG TORRES, Margarita. “La Reparación del daño causado por el delito (Aspectos civiles y 
penales)”. Tirant lo Blanch. Valencia, 2000. Pág.92.  
74 ALASTUEY DOBÓN, Carmen en Gracia Martín, Luis (Coordinador); “Las Consecuencias Jurídicas 
del delito en el nuevo Código Penal Español”. Pág.467  
75 ANTOLISEI, Francesco. “Manual de Derecho Penal”. Temis. Bogotá, 1988. Pág.581. 
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c) Finalmente, un tercer criterio, evidentemente ecléctico o mixto, ofrece una 

solución de compromiso. Contempla a la reparación civil como portadora de una 

doble naturaleza: tanto civil como penal. Su carácter ya no sería exclusivamente 

público o privado, sino que importaría su asiento sobre una doble base. El 

Derecho Civil permitiría la fijación de la reparación sobre la base del daño 

causado que bien puede consistir en la pérdida o disminución de las cosas y 

derechos (daño emergente), o la pérdida o disminución de una ganancia 

esperada (lucro cesante)76. El Derecho Penal permitiría la concesión de todas 

las garantías formales y materiales para su ejercicio y promoción durante la 

substanciación de un proceso penal, impidiendo sortear las limitaciones 

derivadas de las instituciones civiles. 

En nuestra legislación parece abonar a este último criterio la disposición 

contenida en el artículo 92 del Código Penal.: “La reparación civil se determina 

conjuntamente con la pena” y la recogida en el artículo 285 del Código Procesal 

Penal: “La sentencia condenatoria deberá contener la designación del 

delincuente, la exposición del hecho delictuoso, el monto de la reparación civil, 

la persona que debe percibirla y los obligados a satisfacerla, citando los 

artículos del Código Penal que hayan sido aplicados”. Ambas disposiciones 

parecen decretar la obligatoriedad que la reparación civil se determine o fije 

junto con la pena. No se concede la facultad que ellas puedan tramitarse por 

vía separada. Parece que se señala una sola vía procedimental para ambas: la 

del proceso penal. Las normas aludidas imponen aparentemente la obligación 

                                                             
76 NUÑEZ, Ricardo. “Derecho Penal Argentino. Bibliográfica Omeba. T. II; 2ª ed. Buenos Aires, 1965. 
Pág.563 
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al juez para que, junto a la determinación de la pena, establezca la reparación 

civil, independientemente de la voluntad del perjudicado o del sujeto pasivo. 

Asimismo, se considera que la naturaleza mixta de la reparación civil viene 

avalada por la regulación de la extinción de la acción.   

En efecto, el artículo 100 del C.P. prescribe que: “La acción civil derivada del 

hecho punible no se extingue mientras subsista la acción penal”, lo cual 

demostraría que los términos de la prescripción de la acción civil derivada del 

delito no son los mismos para toda acción civil, sino que se halla vinculada a los 

alcances de la prescripción del delito que a la postre puede ser más o menos 

larga. Se puede apuntar que si la reparación civil fuera una institución 

genuinamente civil no tendría por qué tener una prescripción distinta a la 

reservada a la responsabilidad extra - contractual77.  

Favorecen también a este punto de vista aquellos criterios que plantean que la 

separación entre pena y reparación no es tan marcada y, por el contrario, existe 

entre ellas una gran relación. Para ello se recuerda que la pena no se determina 

solo por la culpabilidad, sino que en ella influyen elementos objetivos como el 

mal causado o el daño producido, no se castigan con igual penalidad una 

tentativa que una consumación. Por su parte, en la reparación no se renuncia a 

criterios derivados del principio de responsabilidad subjetiva. Pues a veces la 

menor o mayor energía criminal tiene profundas consecuencias jurídico penales 

que se han de reflejar en la distribución de las cuotas indemnizatorias entre los 

autores y partícipes en el delito. El resarcimiento coopera también en la defensa 

                                                             
77 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 116 
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del interés social y posee efectos intimidantes, mientras que la pena ayuda, por 

su lado, a restablecer las expectativas de la víctima alteradas por la comisión 

del delito78.   

2.1.2. POSICIÓN NUESTRA  

Los realizadores del presente trabajo de investigación somos de la idea que la 

naturaleza de la institución de la reparación civil es de carácter privada, esto según 

lo señalado en los artículos 12, 13 y 14 del Código Procesal Penal; además si bien 

es cierto el en el Código Penal  se regulan temas generales de la reparación civil 

(artículo 92), en el Código Civil se pormenoriza y posibilita la detección de los 

orígenes civiles de la responsabilidad civil ex delicto. 

El profesor GALVEZ VILLEGAS afirma al respecto: "Aun cuando algunos discuten 

la naturaleza jurídica de la obligación resarcitoria proveniente del delito así como de 

la propia naturaleza de la pretensión y la acción que se ejercita en el proceso penal 

(sea por el actor civil o por el fiscal) con el fin de lograr la reparación del daño 

causado por el delito, el criterio absolutamente mayoritario es que se trata la 

reparación de un daño sujeto a las reglas del Código Civil,  y por ello, tanto la 

obligación resarcitoria como la pretensión que sustenta la acción resarcitoria tienen 

contenido privado o particular79. Así mismo señala que: "El  carácter privado o 

particular  de la obligación resarcitoria, además de provenir de fuente  normativa 

material, queda claramente establecido con las disposiciones  procesales que 

refieren que si el perjudicado renuncia al resarcimiento  o transige sobre ella, cesa 

                                                             
78 ANTÓN ONECA, José. “Derecho Penal. Akal. 2ª ed. Madrid, 1986. Pág.646. 
79 GÁLVEZ     V1LLEGAS,   Tomás   Aladino,   Posibilidad  de recurrir a la vía  civil  luego de concluido 
el proceso el proceso penal en el que el agraviado se ha constituido en actor civil y se ha amparado 
su pretensión. Análisis de Casación N°  1221-2010-Amazonas,  op. cit.,  p. 133.  
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la legitimación del Ministerio  Público "para intervenir  en el objeto civil del proceso", 

tal como lo establece en forma expresa el artículo 11 del Código Procesal Penal 

concordante con los  artículos 13 y 14  del mismo cuerpo legal". 

En el Derecho Peruano, al menos desde el punto de vista de lege lata, la reparación 

civil tiene una naturaleza civil en base a los siguientes argumentos80:  

a) La responsabilidad civil ex delicto constituye solo una especie de la 

responsabilidad civil extracontractual que es el género que lo comprende. Se 

trata, por tanto, de una obligación civil). El delito solo es una clase de acto ilícito, 

de los tantos existentes en el ordenamiento jurídico, que se caracteriza por 

encontrarse descrito en la ley penal y cuya sanción característica es la pena o 

la medida de seguridad. El hecho que el delito sea una conducta antijurídica 

descrita en la ley no supone que sea algo distinto a un ilícito, pues en realidad 

solo se trata de una de las clases de este tipo de actos. El artículo 1969 del C.C 

cuando prescribe que “Aquel que por dolo o culpa causa un daño a otro está 

obligado a indemnizarlo....” está refiriéndose a que todo tipo de acto ilícito (y el 

delito lo es) cometido con dolo o culpa que cause un daño está obligado a 

indemnizarlo. Dicha norma no excluye, de manera expresa o tácita a los delitos, 

los cuales deben entenderse comprendidos en ella por la simple aplicación de 

aquel viejo principio jurídico respecto a que no es correcto efectuar distinciones 

en donde la ley no distingue.  

La reparación civil contenida en el artículo 92 in fine del Código Penal solo sería 

la regulación específica de una modalidad de responsabilidad extracontractual 

                                                             
80 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 118  
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que ha sido colocada en el Código Penal por razones de tradición legislativa y 

que pretende hacer recordar que los efectos del delito no solo pueden arrastrar 

consecuencias penales (pena o medida de seguridad), sino también reacciones 

de otra naturaleza, como las acciones de resarcimiento propias del Derecho 

Civil. De esta forma el ciudadano que delinque no solo se enfrenta al Estado y 

la Sociedad recibiendo una pena, sino también con la víctima del delito.   

De no haberse regulado la reparación civil en el Código Penal no habría existido 

ningún inconveniente para articular otras clases de sanciones, distintas a las 

penales, en virtud a la comisión del delito, dada la distinta naturaleza y finalidad 

de uno y otro ordenamiento jurídico. Cabe recordar que la única condición de la 

responsabilidad extracontractual es la realización de un hecho ilícito doloso o 

culposo, independientemente si se halla previsto o no en la ley. Y como el delito 

lo es, no puede ser excluido como uno de las fuentes de la responsabilidad 

extracontractual.  

 

b) Las diferencias existentes entre la responsabilidad civil ex delicto y los demás 

casos de responsabilidad civil extracontractual solo tienen carácter procesal y 

no de otro orden. Cuando existe un hecho ilícito (delito) que, además de violar 

las normas jurídicas, causa un daño efectivo, la ley permite que el resarcimiento 

de la víctima se pueda lograr en un solo proceso judicial: el penal. No es 

necesario acudir a otra vía para obtener la indemnización por el daño causado. 

La acumulación de acciones y la posibilidad que tiene el juez penal de 
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pronunciarse sobre ambos extremos no supone que la acción de resarcimiento 

tenga una naturaleza distinta81.  

Con una regulación de la acción civil resarcitoria en sede penal se logra un 

administración de justicia más expeditiva y humana, próxima a la solución de 

los problemas sociales generados por la comisión de un delito y que pretende, 

además de la plena realización de los principios de inmediación y de economía 

procesal, evitando el “peregrinaje de jurisdicciones”, la tutela integral de los 

intereses jurídicos en juego. A la víctima no se la somete al doble esfuerzo de 

exigir, por un lado, el castigo del delito y, por el otro, de pedir una indemnización 

por el daño producido. Se le permite lograr sus reclamos de justicia y la 

compensación del daño en un solo proceso mediante una acumulación de 

acciones. Queda claro que todo ello responde a criterios político criminales de 

indudable valor82.  

La instauración de la reparación civil en el Código Penal ayuda a armonizar los 

fines preventivos de protección de bienes jurídicos y el afianzamiento de la 

fidelidad de las normas con las tendencias democráticas del mismo, de gran 

trascendencia en nuestra realidad social caracterizada por la desigualdad social 

y la inequitativa distribución de la riqueza que se refleja en la iniciación de un 

proceso civil en donde se exige la respectiva reparación por el daño causado 

                                                             
81 ALASTUEY DOBÓN, Carmen en GRACIA MARTÍN, Luis (Coordinador). “Las Consecuencias 
Jurídicas del delito en el nuevo Código Penal Español”. Pág.470. 
82 QUINTERO OLIVARES, Gonzalo. En: La responsabilidad Civil “ex delicto”. Pág.21; ROIG 
TORRES, Margarita. “La Reparación del daño causado por el delito (Aspectos civiles y penales)”. 
Pág.144. 
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por el delito, el cual suele traer consigo no solo un doble gasto o un esfuerzo 

inútil, sino un segundo y más cruel proceso de victimización del agraviado. 

 

c) Un argumento formal, decisivo desde el punto de vista de lege lata, para abonar 

la naturaleza privada de la reparación reside en el hecho de que el Código Penal 

no brinda una regulación minuciosa y acabada de este instituto, sino que remite 

a las reglas del Código Civil. Así sucede de manera expresa en el artículo 101 

del Código Penal cuando se prescribe que “La reparación civil se rige, además, 

por las disposiciones pertinentes del Código Civil”. La remisión normativa 

supone que el Código Penal reconoce que la reparación no es un instituto propio 

sino ajeno y que pertenece a otra rama del Derecho.   

Solo así se explica la existencia del artículo 101, pues el Código Civil es el 

cuerpo de normas que regula de manera minuciosa y prolija la reparación al ser 

una de sus instituciones características. No tendría ningún sentido que siendo 

la reparación civil una institución propia del Derecho Penal él mismo remita su 

regulación, siempre más específica, a otro cuerpo normativo. En todo caso sería 

lógico que el Código Penal agotase una normatividad de dicha índole 

cubriéndola con sus disposiciones en todos sus aspectos.  

A ello se agrega el contenido de la reparación civil que está compuesto por 

categorías de rancio abolengo civil como son: a) La restitución del bien; b) La 

indemnización de los daños y perjuicios, que nadie discute que son categorías 

extrañas al ordenamiento jurídico penal. No sucede algo distinto con la 

solidaridad de la reparación civil, la cual, a diferencia de la pena que tiene 

carácter personalísimo, es compartida entre los responsables del hecho punible 
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(autores y partícipes). Y ni que decir respecto a la transmisión de la obligación 

de reparar que se prolonga a los herederos del responsable hasta donde 

alcancen sus bienes (artículo 96).  

d) El entendimiento de la reparación civil como una institución que posee una 

naturaleza eminentemente civil obliga a rebatir, o al menos a comprender de 

modo satisfactorio, los argumentos que parecen oponerse a ese criterio como 

son, por ejemplo, el artículo 92 y 100 del C.P., el artículo 285 del Código Penal, 

en donde de manera clara se expresa que “La reparación se determina 

conjuntamente con la pena” (artículo 92); o aquella otra norma en la que se 

prescribe que “La acción civil derivada del hecho punible no se extingue 

mientras subsista la acción penal” (artículo 100 del Código Penal) o el mismo 

artículo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.  

El primer caso, en el que aparentemente estaríamos ante una norma de 

carácter prescriptivo que obliga a que en toda sentencia penal condenatoria se 

dicte una reparación civil debe ser interpretado de la siguiente manera: Solo 

cuando exista una voluntad expresa del agraviado (o, en general, de todo 

perjudicado) de constituirse en parte civil dentro de un proceso penal, al sufrir 

un daño como consecuencia de la comisión (u omisión) de un delito, debe 

dictarse junto a la sentencia condenatoria la reparación civil. Cuando no exista 

este acto formal de constitución en parte civil no debe dictarse la reparación civil 

correspondiente por más que exista la comisión del delito y se haya 

comprobado además que con el ilícito se ha producido un daño. Solo así se 

guarda coherencia y plenitud lógica con la consideración de la naturaleza 

jurídica de la reparación civil.   
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De modo razonable se sostiene que ningún juez, y más aún el penal, cuando 

tenga en sus manos un caso puede resolver sobre un extremo no comprendido 

en el petitorio, peor aun cuando se trata de una acción civil, la cual solo puede 

ser ventilada y encontrarse comprendida en la resolución por el juez 

correspondiente. Entendemos que si bien ésta no parece ser la voluntad del 

legislador penal cuando redactó las normas antes mencionadas no creemos 

que nuestra propuesta sea una interpretación descabellada. Muy por el 

contrario, estimamos que ésta resulta ser la única interpretación correcta si se 

tiene en cuenta la naturaleza de la reparación civil y la función que cumple una 

institución civil en sede penal83.  

La ley, tanto sustantiva como procesal penal, al requerir que junto a la sentencia 

condenatoria se fije la reparación civil no parte de otro presupuesto que aquél 

que no sea la respectiva constitución del perjudicado en parte civil, pues este 

camino resulta ser la única manera mediante la cual puede ejercitar su derecho 

para acceder, vía un proceso, a la obtención de la reparación civil.  

No se debe entender a la reparación civil como si operara de modo automático 

en el proceso penal, sin ningún requisito previo, o como si se concediera con la 

sola existencia de una sentencia condenatoria, pues de ser así se dejaría sin 

explicación, y lo que es peor sin fundamento, a una institución procesal penal 

de rancio abolengo como es la parte civil, que justamente, como su propio 

nombre lo indica, busca como fin primordial la respectiva reparación civil.  

                                                             
83 En contra, SAN MARTÍN CASTRO, César. “Derecho Procesal Penal. Grijley. 2ª ed. T. I. Lima, 
2003. Pág.336 y sgtes.  
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En este sentido se pronunció la Ejecutoria Suprema del 29.09.1969 cuando 

señaló que: “La parte civil no tiene facultad para interponer recurso de nulidad 

respecto de la pena de una sentencia condenatoria, limitándose su intervención 

únicamente a reclamar los daños y perjuicios causados por el delito”84.  

Sostener que la reparación civil cuando es fijada en una sentencia condenatoria 

no necesita la constitución de una parte civil, o es independiente de la voluntad 

de la víctima85, implica tácitamente mantener el criterio que la institución 

procesal de la parte civil o bien tiene carácter prescindible (o lo que es más: no 

tiene razón de ser), o bien su función no tiene como objetivo principal el lograr 

la indemnización de los daños o perjuicios o la restitución de la cosa, sino que 

su papel quedaría configurado como un poder de persecución del delito que se 

le confiere a todo perjudicado, pasando a ser una suerte de “Ministerio Público 

de carácter privado”. En pocas palabras, se perdería su esencia constituyendo 

una instancia (casi) pública, acentuándose la desigualdad de armas y de partes 

en el proceso penal, puesto que el Ministerio Público y la parte civil actuarían 

de manera conjunta, mientras que el imputado quedaría desprotegido y a su 

merced.  

Sin embargo, esta no ha podido ser la voluntad de la ley ni es consecuente con 

la naturaleza y pertenencia dogmática del instituto de la reparación civil, que, 

como hemos dicho, tiene carácter privado y no público. En realidad, no puede 

ser otra la finalidad de la parte civil que la de ser correlato procesal de aquel o 

                                                             
84 Al respecto PAREDES VARGAS, Jorge. “Para Conocer el Proceso Penal”. Grijley. Lima, 1998. 
Pág.43. 
85 SAN MARTÍN CASTRO, César. “Derecho Procesal Penal”. Vol. I. Pág.262  
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de aquellos que se encuentran legitimados o tienen un interés reconocido por 

el Derecho para ejercitar la titularidad de la reparación civil. De otro modo 

llegaríamos a plantear el absurdo que es posible una reparación civil, sin parte 

civil y una parte civil que no tiene porqué buscar la reparación civil. Se 

trastocaría así de manera profunda el sentido de ambas instituciones, 

perdiéndose la finalidad tanto histórica como práctica para las que fueron 

creadas.   

Otra consecuencia a la que llevaría la concepción de la naturaleza pública de la 

reparación civil sería la imposibilidad de plantear el desistimiento de la parte civil 

en el proceso penal, hecho que ha venido siendo aceptado de manera uniforme 

por nuestra jurisprudencia.   

Asimismo, debe enfatizarse también en que la consideración de la reparación 

civil como objeto de determinación obligatoria en todas sentencias 

condenatorias traería consigo la imposibilidad jurídica de poder alegar en la vía 

civil la indemnización de daños y perjuicios, pues se contravendría el principio 

non bis in ídem. En efecto, cuando una norma prescribe que la reparación civil 

se establece de modo obligatorio e ineludible en toda sentencia condenatoria y, 

por el otro lado, se acepta, contra toda previsión jurídica, la posibilidad que el 

perjudicado pueda accionar conjuntamente o de modo alternativo en la vía civil 

la respectiva indemnización por daños y perjuicios se está violando de manera 

flagrante el principio del non bis in ídem que prohíbe imponer una doble sanción 
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o iniciar un doble enjuiciamiento por el mismo hecho: la producción de un daño, 

aun cuando sea derivado de un hecho ilícito especial como es un delito86.   

En realidad el aceptar de modo cerrado e inflexible la actual regulación del 

artículo 92 del Código Penal y el artículo 285 del C. de P.P. hace que se cierre, 

trunque y mutile la posibilidad de decidir al agraviado respecto a la vía que mejor 

le conviene para requerir la reparación del daño que ha sido objeto por la 

comisión de un delito, obligándosele, contra su voluntad a aceptar una vía 

procesal que él no puede estimar como la más correcta o ajustada a sus 

intereses, atentándose así contra el derecho de una tutela judicial efectiva. Al 

agraviado no solo se le pondría una camisa de fuerza respecto a la elección de 

la vía procesal a escoger, sino que se le obligaría a aceptar una resolución de 

un conflicto como es la producción objetiva de un daño, en una vía distinta a la 

regular, perdiéndose y desapareciendo los distintos cometidos y finalidades 

tanto del Derecho Civil como del Derecho Penal.  

Además de los argumentos descritos creemos que se tiene una razón de peso que 

consolida aún más nuestra posición. Ella pone de relieve que el entendimiento de 

la reparación civil como instituto que debe fijarse conjuntamente con la sentencia 

condenatoria no es la única “ligereza” en la que ha incurrido el legislador peruano. 

En realidad pueden detectarse otras desinteligencias motivadas por la defectuosa 

redacción de la ley. Entre ellas tenemos que87:  

a.1. La reparación civil no siempre se determina con la pena, pues no toda 

sentencia condenatoria que acaba imponiendo una sanción penal (pena o 

                                                             
86 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 125 
87 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 126 
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medida de seguridad) supone que se haya producido de manera efectiva un 

daño, que es el presupuesto básico para la fijación de la reparación civil. La 

responsabilidad consagrada en al artículo 92 y ss. del C.P. emana del daño que 

pueda, según el caso, producir el delito, no del delito mismo. La pena solo 

requiere de una conducta típica, antijurídica y culpable, mientras que la 

reparación civil exige la constatación de un daño causado de manera ilícita. Las 

bases sobre las que se levanta la responsabilidad penal y civil son 

completamente distintas: una se levanta en la ley y otra en el daño; la infracción 

a la ley no supone la producción de un daño, ni el daño supone la violación de 

una ley (en sentido estricto). La tentativa del delito de simple actividad o, lo que 

es más un delito de peligro no trae aparejada la aplicación de una reparación 

civil por echarse de menos el requisito del daño.  

La ley cuando dispone en el artículo 92 que la reparación civil se determina con 

la pena, o bien se interpreta como un grueso error al haber incurrido en una 

falacia por falsa generalización, al pretender hacer creer que todo delito, y su 

consecuencia (la pena), trae consigo la reparación; o bien se le da el sentido de 

que solo se puede imponer la reparación civil siempre que se cumplan los 

requisitos no mencionados expresamente en la ley, pero sobre los que no hay 

duda respecto a la necesidad de su concurrencia como son la de un daño 

efectivo y la constitución en parte civil. Esta interpretación solo es posible al 

acudir a un método de interpretación teleológico – sistemático, que va más allá 
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del método gramatical o literal que es el tradicionalmente empleado en la 

comprensión de la reparación civil en nuestra legislación88.  

 

a.2. La Ley cuando establece que “La reparación civil se determina 

conjuntamente con la pena” (artículo 92 del C.P.), o “La sentencia condenatoria 

deberá contener (.....) el monto de la reparación civil, la persona que debe 

percibirla y los obligados a satisfacerla” (artículo 285 del C.P.P) solo se coloca 

en el caso de la sentencia condenatoria dejando abierto el problema de cómo 

debe resolverse el caso en donde si bien hay un injusto penal (tipicidad y 

antijuricidad) se llega a una sentencia absolutoria, ya sea por concurrir una 

causa de inculpabilidad, un error de prohibición, inexigibilidad de otra conducta, 

inimputabilidad, una excusa absolutoria o por no haberse cumplido con una 

condición objetiva de punibilidad. Si se interpreta literalmente el tenor de la ley 

pareciera que la única conclusión posible sería afirmar que la reparación civil 

solo se impone cuando hay una sentencia condenatoria, más no cuando hay de 

por medio una sentencia absolutoria, lo cual sería sumamente erróneo, dado 

que un problema de responsabilidad civil se estaría resolviendo con las reglas 

que sirven para fijar la responsabilidad penal, hecho que no solo es incorrecto 

respecto al sentido común, sino que trae por tierra las diversas finalidades que 

cumplen, cada uno por su parte, tanto el Derecho Civil como el Derecho Penal89.  

En realidad lo correcto es entender como una serie deficiencia y un lamentable 

vacío, de urgente subsanación en nuestra derecho positivo, tal regulación de la 

                                                             
88 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 127  
89 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 128 
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reparación civil, pues de aceptarse que la reparación tiene naturaleza pública, 

hipótesis negada en nuestro caso; tendríamos que concluir, por imperio del 

principio de legalidad de los delitos y de las penas, que en los casos de 

sentencia absolutoria, por cualquiera de las razones antes indicadas, y 

mediando una conducta ilícita causante de una daño no podría imponerse 

ningún tipo de responsabilidad civil, dado que ella solo es posible cuando exista 

una sentencia condenatoria; y nunca en otro caso.  

Otro argumento que puede respaldar la supuesta naturaleza pública de la 

reparación civil, junto a la posible obligación de imponer la misma 

simultáneamente con la pena, es el referido a la disposición que prescribe que: 

“La acción civil derivada del hecho punible no se extingue mientras subsista la 

acción penal”. Esta norma fijaría, aparentemente, la característica subsidiaria 

de la acción civil respecto a la acción penal y su notoria dependencia, prueba 

de su naturaleza pública. Pues, por algo se afirma que la acción civil, inherente 

a la reparación, solo se extingue con la acción penal y no tiene –como cabría 

esperar si su naturaleza fuera privada– una extinción igual que otras acciones 

civiles90.  

El parecer aludido pese a su aparente consistencia no termina por convencer. 

A nuestro criterio la regulación jurídica respecto a que: “La acción civil derivada 

del hecho punible no se extingue mientras subsista la acción penal” no sería 

sino una norma referida a una característica especial de la responsabilidad civil 

derivada del delito, que solo es una clase del género más amplio de la 

                                                             
90 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 129 
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reparación civil por actos ilícitos y que obliga a entender a que si es un tipo 

especial de responsabilidad civil no hay mayor inconveniente a que el tiempo 

de ejercicio de la acción civil dependa del tiempo de ejercicio de la acción penal. 

Se aplicaría aquí el principio jurídico: lex special derogat lex general. No hay 

inconveniente para aceptar que la acción civil derivada de la comisión de un 

delito siga la suerte de la acción principal: la acción penal, más aún si ellas se 

encuentran unidas en este punto por una misma causa jurídica: la comisión de 

un delito que produce un daño a terceros.   

El supuesto argumento que abonaría a la naturaleza pública de la reparación 

civil respecto a la extinción de la reparación de la orden no es sino una lógica 

como coherente consecuencia de que ambas acciones se encuentran, por lo 

general, sometidas a un mismo régimen procesal que el legislador no tendría 

porqué quebrar o desarticular cuando previamente ha impuesto que la acción 

civil derivada del daño de un delito sea justiciable en un proceso penal91.  

Finalmente, uno de los argumentos de mayor peso que usualmente se esgrime 

para plantear la supuesta naturaleza pública de la reparación civil en nuestro 

país es aquella que remite a la literalidad del artículo 1 de la Ley Orgánica del 

Ministerio Público92 que establece como una de sus finalidades la persecución 

de la reparación civil93. Pese a la aparente contundencia de la regulación legal 

invocada que no admitiría dudas y murmuraciones es necesario no tanto invocar 

                                                             
91 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 130 
92 Artículo 1 de la L.O.M.P. “El Ministerio Público es el organismo autónomo que tiene como funciones 
la defensa de la legalidad (....) así como para velar por la moral pública, la persecución del delito y 
la reparación civil”. 
93 SAN MARTÍN CASTRO, César. “Derecho Procesal Penal. Vol. I. Págs.261 y 336. 
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entendimientos creativos de las normas –siempre necesarios en países como 

el nuestro– sino el empleo de criterios elementales e indispensables de 

interpretación jurídica, en especial el sistemático teleológico con el fin de echar 

luces y determinar el sentido de dicho precepto en el marco de nuestro sistema 

jurídico, ajustándolo a la naturaleza indiscutible de la reparación significado y la 

naturaleza de las instituciones mismas.  

Creemos, que la comprensión correcta del artículo 1 de la LOMP no colisiona y 

se opone a la naturaleza privada de la reparación civil, pues dicho precepto lejos 

de inclinarse por su naturaleza pública debe interpretarse en el sentido que el 

Ministerio Público debe colaborar y ayudar a la víctima en la restitución de sus 

bienes o en la indemnización de los daños y perjuicios. Esta labor nunca es 

obligatoria, decisiva y se ejerce con igual intensidad que la persecución del 

delito. Su actuación en este campo ha de ser subsidiaria y de abierta 

colaboración con las partes agraviadas por el daño originado por el delito. El 

Ministerio público ayuda al resarcimiento del daño, pero ni es titular de la acción 

civil ni puede constituir ostentar como una meta de actuación el defender 

interese privados.  

El Ministerio Público no tiene como meta principal la búsqueda del resarcimiento 

económico – patrimonial de la víctima (fin privado) el cual puede ser objeto de 

renuncia, desistimiento o transacción o sencillamente puede no existir en el 

caso concreto, sino busca la persecución del delito y la titularidad del ejercicio 

de la acción penal (fin público). De otra manera se le estaría encomendando 

funciones y competencias de patrocinio de intereses patrimoniales privados que 

deben ser de exclusivo dominio de las partes que han sufrido el daño resarcible. 
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Se terminaría subvirtiendo y alterando el marco y las prescripciones 

constitucionales que encomiendan al Ministerio Público el ejercicio de la acción 

penal, la persecución del delito y “de la defensa de la legalidad y de los 

INTERESES PÚBLICOS tutelados por el derecho” (artículo 159 inc. 1 de la 

Const.). Asimismo, se estaría olvidando la esencia histórica –eminentemente 

pública– de la institución asignándole funciones y finalidades privadas que 

contradicen su sentido y estructura94.   

Por otro lado, la solicitud del resarcimiento y el daño indemnizable se relaciona 

con el respeto a uno de los principios constitucionales más importantes que 

deriva de la dignidad de la persona humana: la autonomía de la voluntad. En 

efecto, es contrario al sistema de valores, principios e ideología marcada en la 

Constitución que se imponga a un órgano del Estado (Ministerio Público) la 

persecución y defensa obligatoria de los intereses privados; cuando solo la 

persona afectada y la víctima del daño pueden accionar jurídicamente, sin que 

exista otro poder o sujeto jurídico que pueda subrogarla o estar por encima de 

ella. El volver público y obligatorio la titularidad de la reparación civil supone 

atentar contra el principio de la autonomía de la voluntad y la posibilidad de 

disponer libremente de los derechos patrimoniales.  

Al respecto también se puede señalar lo pronunciado por la Corte Suprema en 

el Acuerdo Plenario N° 06-2006/CJ-116 que estableció lo siguiente:    

«La reparación  civil, que  legalmente  define el ámbito del objeto civil del 

proceso penal y está regulada por el artículo 93 º del Código  Penal, desde 

                                                             
94 CASTILLO ALVA. José Luis. Ob. Cit, p. 132 
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luego,   presenta elementos  diferenciadores   de la sanción   penal; existen 

notas propias, finalidades y criterios  de imputación  distintos  entre 

responsabilidad penal y responsabilidad  civil, aun cuando comparten  un mismo 

presupuesto:  el acto ilícito  causado por un hecho  antijurídico, a partir del cual 

surgen  las diferencias   respecto de su regulación jurídica y contenido entre el 

ilícito penal y el ilícito civil. Así las cosas, se tiene que el fundamento  de la 

responsabilidad  civil,  que origina la obligación de reparar,   es la existencia de 

un daño civil causado por un ilícito penal,  el que obviamente   no puede 

identificarse con  “ofensa penal” -lesión o puesta en peligro de un (bien) jurídico 

protegido,  cuya base se encuentra    en la culpabilidad   del agente -[la causa 

inmediata de la responsabilidad  penal y la civil ex delicto, infracción  daño, es 

distinta];  el resultado dañoso y el objeto sobre el que recae la lesión son 

distintos», y más adelante se detalla: «Desde  esta perspectiva el daño civil 

debe entenderse como aquellos efectos negativos que derivan de la lesión de 

un interés protegido, lesión que puede originar  consecuencias patrimoniales y 

no patrimoniales.  Una concreta conducta puede ocasionar tanto (1) daños 

patrimoniales, que consisten en la lesión de derechos de naturaleza  

económica, que debe ser reparada, radicada en la disminución de la esfera  

patrimonial del dañado y en el no  incremento  en el patrimonio del dañado  o 

ganancia   patrimonial neta dejada de percibir -menoscabo  patrimonial-: cuanto 

(2) danos no patrimoniales,   circunscrita a la  Lesión   de derechos   o  Legítimos  

intereses existenciales -no patrimoniales-  tanto de Las personas naturales 

como de las personas jurídicas -se afectan, como acota ÁLASTUEY  Dosou, 
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bienes inmateriales  del perjudicado, que no tienen reflejo patrimonial   alguno-

95  (EL SUBRAYADO ES NUESTRO). 

2.2. DEFINICION DE LA RESPONSABILDIAD CIVIL DERIVADA DEL DELITO  

Conforme lo apunta FERNANDO VELASQUEZ: "El Hecho  punible  origina  no sólo  

consecuencias   de orden  penal sino  también civil,  por  lo cual ­en principio­ toda  

persona  que  realice  una  conducta típica,  antijurídica  y culpable,   trátese  de 

imputable  o inimputable,   debe restituir  las cosas  al estado  en que se encontraban   

en el momento   anterior a la comisión  del ilícito,  cuando   ello fuera  posible,  y 

resarcir los daños  o perjuicios  ocasionados   al perjudicado;   nace de esta manera  

la responsabilidad civil derivado  del hecho  punible”96. 

Cuando   se transgrede  el orden  jurídico  ­ social con  la realización  de un ilícito  

penal,  no solo  se está afectando  un bien jurídico   que determina una  sanción  

penal,  sino  además,  se vulnera  un  interés  protegido   por  el ordenamiento  

mismo,  por lo cual surge  el derecho,   en la esfera jurídica  de la víctima a una  

compensación.  

El maestro SAN MARTIN CASTRO señala que: El delito nunca  nace o deriva 

responsabilidad civil, sino  exclusivamente la penal; la civil dimana de un hecho que 

al margen de su  naturaleza delictiva,  tiene la consideración de civilmente ilícito y 

ese hecho  que fundamenta la responsabilidad civil no deja de serlo cual­ quiera 

que sea el proceso en el que se ejercite.  

                                                             
95 ESPINOZA  ESPINOZA,  Juan: Derecho  de la responsabilidad civil, Gaceta jurídica, 2002, páginas 
157-159)». 
96 VELÁZQUEZ,    FERNANDO,   Derecho Penal, Parte general, 3ra. Edición, Temis, Bogotá, 1997. 
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A criterio del profesor GARCIA PABLOS97,   la denominación de reparación civil 

derivada del delito o ex­delicto debe ser entendida sólo como una referencia a la 

limitación del tema objeto de análisis: sólo" la reparación o resarcimiento civil que 

deriven de hechos constitutivos de delito, pues en estricto,  la reparación civil no 

deriva del delito sino del daño causado; por ello, la mejor doctrina, apunta que la 

reparación civil "no es, en puridad, una responsabilidad  ex delicto, sino ex damno".  

2.3. INDEPENDENCIA DE LA PRETENSION CIVIL EN EL PROCESO PENAL  

Cabe señalar que ante la producción  de un hecho ilícito de carácter penal puede 

surgir,  acumulativamente,  la responsabilidad penal y civil; en cambio un ilícito no 

considerado como delito penal solo podrá hacer surgir una responsabilidad civil más 

nunca una penal. Por tanto,  los  ilícitos penales acarrean ambas responsabilidades, 

debiendo aclarar que no toda infracción penal  trae consigo  la necesidad de una 

reparación   de perjuicios,  ya que existen  delitos en los cuales no se logra concretar 

ningún tipo de daño patrimonial al ofendido.  

El profesor CALVEZ VILLEGAS afirma: “(...) no en todos los delitos  opera la 

reparación   civil  (delitos  de peligro abstracto), ni en todos los casos que se dispone 

la obligación  reparatoria nos encontramos frente a un delito (casos de ausencia de 

culpabilidad o de supuestos atípicos culposos  en los que la legislación   penal solo 

prevé supuestos dolosos ­ daños  culposos,   que no son delito­).   Finalmente, la 

mesura   de las  consecuencias  jurídico-penales   ordinariamente    se sustenta en 

                                                             
97 GARCÍA­PABLOS,    Antonio.   La  reparación civil  derivada  del delito y su controvertida 
naturaleza, en: "De las penas.  Homenaje al Profesor Isidoro  de Benedetti",  BAI GUIN (Coord.),  
Depalma,  Buenos Aires,  1997,  p. 241. 
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la medida  de la culpabilidad   la cual  no  opera  para  la responsabilidad civil,  que 

se sustenta   en la magnitud   del daño  causado"98.  

La reparación civil que se exige en proceso penal no se deriva strictu sensu de la 

comisión de un hecho delictivo, sino del daño producido. El artículo 12.1 del Código 

Procesal Penal otorga libertad al perjudicado por el delito para elegir entre el 

proceso penal o el civil al ejercer su pretensión; la única regla que establece el 

Código es la imposibilidad de que exista un concurso de pretensiones; es decir, la  

pretensión es alternativa en el sentido de que, al optar por alguna de ellas, no podrá 

deducir su pretensión civil en otra vía jurisdiccional. La acumulación de la acción 

civil al proceso penal responde sencillamente, a un supuesto de acumulación 

heterogénea de pretensión con fines procesales estrictos (economía procesal), no 

siendo una pretensión accesoria al proceso penal.  

 2.4. DIFERENCIAS ENTRE RESPONSABILIDAD CIVIL Y LA 

RESPONSABILIDAD PENAL    

Ante la comisión de un hecho considerado como delito en el catálogo sustantivo de 

un determinado ordenamiento jurídico, es bien sabido que se lesionan dos tipos de 

intereses: un interés público cuyo titular es la sociedad en su conjunto y, de otro 

lado, un interés particular cuyo titular es la víctima o agraviado por el delito.  

La lesión del interés público se ventila en el proceso a través del ejercicio de la 

acción penal por parte del Estado contra el infractor. Por  su parte, la lesión del 

                                                             
98 GALVEZ  VILLEGAS,  Tomás  Aladino, Posibilidad  de recurrir a la vía  civil  luego de concluido el 
proceso el proceso penal en el que el agraviado se ha constituido en actor civil y se ha amparado su 
pretensión. Análisis  de Casación N   1221-2010-Amazonas,   en Gaceta Penal &Procesal Penal  
Nº39. Gaceta Jurídica,  Lima, setiembre  2012, p. 135.  



121 
 

interés particular de la víctima se ventila mediante  el ejercicio de la acción 

resarcitoria, ya sea en sede penal o en sede civil. La responsabilidad penal es 

consecuencia jurídica derivada de un hecho tipificado por la ley penal, mientras que 

la responsabilidad civil consiste en atribuir a una persona la obligación de enmendar 

el daño que ha causado a otra. 

Como es de apreciarse, se establece la diferencia entre lo que significa la 

responsabilidad penal y lo que es la responsabilidad civil. Así, se ha  señalado que 

“...la responsabilidad penal persigue como queda dicho, la imposición de la pena o 

sanción penal...”, mientras que “...la responsabilidad civil persigue únicamente la 

reparación del daño ocasionado por la conducta infractora, es decir busca volver las 

cosas al estado en que se encontraban antes de que se perpetrara el hecho dañoso, 

o en el que se encontrarían si es que no se hubiese causado el hecho” 99 

En este orden de ideas, para los efectos de la presente tesis y a la luz del tratamiento 

legislativo dispensado a la institución en nuestro país, entendemos por  reparación 

civil aquella consecuencia de naturaleza civil que, al margen de la pena, se origina 

en la comisión del hecho  punible o delito, permitiendo que la víctima o agraviado 

logre la restitución del bien afectado o el pago de su valor, así como la 

indemnización de los daños y perjuicios ocasionados100. La reparación civil es 

cuantificable en términos económicos y es trasmisible a terceros; en cambio la pena 

tiene un carácter personalismo y es esencialmente preventiva.  

                                                             
99 GÁLVEZ VILLEGAS, Tomás Aladino. “La reparación civil en el proceso penal”. Idemsa. Lima, 
1999. Pág. 37.  
100 El artículo 93 de nuestro Código Penal establece que la reparación comprende: a) la restitución 
del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y, b) la indemnización de los daños y perjuicios. 
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2.1. PRESUPUESTO DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL: EL DAÑO 

El principio general del derecho de no dañar a otro, hace que sea posible la vida en 

sociedad y que cuando es transgredido, produce una sanción que consiste en la 

obligación jurídica de indemnizar el daño causado. El derecho determina la 

obligación    –en sentido jurídico– a quien causa daño de dejar a la persona 

agraviada en una situación lo más parecido posible a como se encontraba antes de 

sufrir el daño. El daño causado puede ser de carácter patrimonial o extrapatrimonial 

y, en consecuencia, la reparación civil debe comprender todos los daños causados, 

buscando resarcirlos en su totalidad, en aplicación del principio de reparación 

integral.  

Según TABOADA CORDOVA el daño puede ser entendido como “la lesión a todo 

derecho subjetivo, en sentido de interés jurídicamente protegido por el 

ordenamiento jurídico, se convierte justamente en un derecho subjetivo, esto es un 

derecho en el sentido formal y técnico de la expresión”. 

2.4.2. PRESUPUESTO DE LA RESPONSABILIDAD PENAL 

El delito del cual deriva la responsabilidad penal, es una conducta –acción u 

omisión– típica, antijurídica y culpable. Esta definición es secuencial y ha ido 

variando en el tiempo en forma y contenido. La imputación aumenta a medida que 

se pasa de una categoría a otra, el punto de partida siempre ha de ser la tipicidad 

pues solo la conducta típica, la descrita en el tipo legal puede ser antijurídica, 

posteriormente se comprueba la antijuricidad del hecho –si la conducta típica es 

realizada conforme o no a derecho, elemento común entre ilícito civil y penal–; 

finalmente se comprueba si el autor es culpable.   
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2.5. LA REPARACION CIVIL EN EL CODIGO PENAL 

Como ya se ha señalado, en nuestro país la reparación civil no es una sanción sino 

una consecuencia civil del delito. Así como a través de la acción penal pública el 

Estado, en el ejercicio del denominado jus puniendi, pretende la imposición de una 

pena al agente de la infracción penal; del mismo modo, mediante el ejercicio de la 

acción resarcitoria, la víctima del delito pretende que se le repare el daño 

ocasionado en sus bienes o persona por la conducta del agente de la infracción101.  

El Código Penal peruano ha reservado diez artículos al tratamiento de la reparación 

civil (artículos 92 al 101), de cuya lectura se desprende que ha sido considerada por 

el legislador como una institución de claros contornos civiles, diferentes a los que 

conciernen a la pena. Así, por ejemplo, los artículos 96 y 101 establecen la 

transmisibilidad hereditaria de la obligación de la reparación civil y la expresa 

remisión supletoria a las normas pertinentes del Código Civil, respectivamente102. 

Nótese que, mientras la pena se extingue en la persona del agente del delito, la 

obligación de la reparación civil puede ser transmitida hereditariamente. 

Un aspecto bastante vinculado a la naturaleza jurídica de la acción civil derivada del 

hecho punible y al fundamento de la acumulación de acciones, es el referido a la 

norma contenida en el artículo 92 del Código  Penal. El texto legal se expresa en 

los siguientes términos: “La reparación civil se determina conjuntamente con la 

                                                             
101 CASTRO TRIGOSO, Hamilton. La Reparación Civil como regla de conducta en la sentencia 
condenatoria con suspensión de la pena: Criterios para establecer su validez o invalidez. Editorial 
Gaceta Jurídica. En:  Actualidad Jurídica, Tomo 120 (Actualidad Doctrinaria), Noviembre 2003, p. 45 
102 Artículo 96.- La obligación de la reparación civil fijada en la sentencia se transmite a los herederos 
del responsable hasta donde alcanzan los bienes de la herencia. El derecho a exigir la reparación 
civil se transfiere a los herederos del agraviado” 
  “Artículo 101.- La reparación civil se rige, además, por las disposiciones pertinentes del Código Civil 
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pena”. Dicho precepto ha generado dos corrientes de interpretación: por un lado, 

quienes lo vinculan a su obligatoriedad, en caso de expedirse una sentencia 

condenatoria y, por otro lado, quienes lo interpretan vinculándolo estrictamente con 

la oportunidad de su determinación.  

Respecto de la primera interpretación, la norma no debe entenderse en términos de 

obligatoriedad en su determinación, pues ello significaría admitir que todos aquellos 

que son penalmente responsables lo son también en el ámbito civil, como lo deja 

entrever ZARZOSA CAMPOS103, vinculando dicha norma con las facultades 

persecutorias de la reparación civil conferidas al Ministerio Público por su Ley 

Orgánica y lo establecido por el artículo 285 del Código de Procedimientos Penales. 

Esta corriente encuentra como antecedente normativo lo dispuesto por el artículo 

18 del Código Penal de 1863, que establecía que “Todos los que son responsables 

en lo criminal, lo son también civilmente”, conclusión que no se condice con el 

desarrollo de la teoría de la responsabilidad civil.   

La interpretación de la norma en ese sentido llevaría al absurdo de  determinar y 

fijar una reparación civil en una sentencia condenatoria aunque no se haya 

producido daño alguno. A contrario sensu, según esta posición, no se admitiría que 

en supuestos de sobreseimiento o absolución, el órgano jurisdiccional penal se 

pueda pronunciar por la  existencia de un daño resarcible y por la responsabilidad 

civil de una persona. Lamentablemente, esta es la interpretación que durante 

                                                             
103 ZARZOSA CAMPOS, Carlos E. La reparación civil del ilícito penal. Rodhas, Lima, 2001, p. 175. 
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muchos años ha prevalecido y se puede decir que aun mayoritariamente prevalece 

en los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales de nuestro país104.  

La segunda interpretación, vinculada con el criterio de la oportunidad de su 

determinación, es congruente con la naturaleza y fundamento de la acumulación de 

acciones. En efecto, al prescribir que la reparación civil se determinará 

conjuntamente con la pena, el legislador alude que el pronunciamiento sobre la 

acción civil se debe producir al momento de resolver también sobre la 

responsabilidad penal del imputado. Ello no puede ni debe entenderse como que en 

todos los casos en que exista responsabilidad penal deba determinarse 

necesariamente la responsabilidad civil del agente y la reparación de la víctima. 

Como ya se ha manifestado, es la existencia del daño resarcible el presupuesto de 

la responsabilidad civil.   

En esa misma línea de interpretación y siendo consecuentes con su naturaleza 

privada, un sector de la doctrina establece que en el proceso penal solo podrá 

determinarse la reparación civil cuando esta haya sido solicitada por la víctima o 

agraviado por el hecho ilícito, formulando su pretensión en ejercicio de su derecho 

de acción. Sobre el particular CASTILLO ALVA sostiene que “cuando no exista el 

acto formal de constitución en parte civil no puede dictarse la reparación civil 

correspondiente por más que exista la comisión del delito y se haya comprobado 

además que con el ilícito se ha producido el daño. Solo así se guarda coherencia y 

                                                             
104 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 94  
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plenitud lógica con la consideración de la naturaleza jurídica de la reparación 

civil”105.  

GUILLERMO BRINGAS en igual sentido refiere que “la reparación civil se 

determinará conjuntamente con la pena y deberá imponerse en la sentencia 

condenatoria si y solo si el agraviado se haya constituido en actor civil en el proceso 

penal. Otra interpretación llevaría al absurdo de que exista, considerando la 

naturaleza privada de la pretensión civil una ‘demanda sin demandante’. Asimismo, 

a que una sentencia fije un monto por concepto de reparación civil, sin que el titular 

de la misma haya nunca presentado requerimiento judicial alguno, ni indicado por 

ello ‘monto del petitorio’, ni ofrecido tampoco los medios probatorios que sustenten 

su pretensión”106. 

La reparación civil es legalmente el resarcimiento del bien o indemnización  por 

quién  produjo  el daño delictivo, cuando  el hecho afectó los intereses  particulares 

de  la  víctima.  Según el artículo  93º  del Código Penal,  la reparación civil 

comprende: a) La restitución del bien o,  si  no es posible, el pago de su valor; y b)  

La indemnización  de los daños y perjuicios. La reparación  civil es solidaria si 

participaran varios culpables. Su cumplimiento no está limitado a la persona del 

infractor (es) sino que puede ser transmisible  a sus herederos y terceros.  

El término  restitución implica la reposición  de la cosa al estado en que se 

encontraba  antes del hecho dañoso; se dice que ello borra el daño, hace que  éste 

desaparezca;  que con ello se lograría el restablecimiento de la situación  originaria. 

                                                             
105 CASTILLO ALVA, José Luis. Las consecuencias jurídico-económicas del delito. Idemsa, Lima, 
2001, p. 83.  
106 GUILLERMO BRINGAS, Luis. “La naturaleza jurídica de la reparación civil derivada del delito”. 
En: Actualidad Jurídica. Tomo 149, Gaceta Jurídica, Lima, abril 2006, p. 87  
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Por otro lado, la indemnización  comprende el lucro cesante, el daño emergente y 

daño moral (regulado  en el artículo 1985  del Código Civil).  

Por su parte, conforme al artículo 96 “... la reparación civil  se transmite a los 

herederos del responsable hasta donde alcancen los bienes de la herencia. El 

derecho a exigir la reparación civil se transfiere a los herederos del agraviado”. Ello 

significa que la reparación civil no es de titularidad personal ni originaria de los 

herederos sino ésta es derivada (mortis causa) y por ende, refiere a las 

consecuencias del delito y su sanción penal. Un aspecto distintivo adicional que 

resulta del Código Penal peruano refiere a la tutela del derecho reparatorio.  

Así, el artículo 97º de este cuerpo de leyes, establece: “Los actos practicados o las 

obligaciones adquiridas con posterioridad al hecho punible son nulos en cuanto 

disminuyan el patrimonio del condenado y lo hagan insuficiente para la reparación, 

sin perjuicio de los actos jurídicos celebrados de buena fe por terceros”. A diferencia 

de la reparación civil cuya protección es normativa (la ley determina la sanción de 

nulidad) en la responsabilidad civil (manifiesta en una indemnización) el sujeto 

afectado es quien efectuará los actos de protección de su derecho, sea mediante 

una pretensión de ineficacia funcional (inoponibilidad por fraude del acto jurídico) o 

mediante modos de protección procesal de la pretensión (medidas cautelares).   

La protección especial de la reparación civil, también se manifiesta cuando quien 

debe “reparar” carece de bienes realizables, en cuyo caso el artículo 98º del Código 

Penal establece “En caso que el condenado no tenga bienes realizables, el Juez 

señalará hasta un tercio de su remuneración para el pago de la reparación civil”. 

Este artículo regula un deber del magistrado, dado que resulta imperativo para el 
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Juez ordenar la retención del tercio de la remuneración del condenado hasta que 

se cumpla con el pago de la reparación civil ordenada. Por su parte, en la pretensión 

indemnizatoria (en un proceso civil) será el demandante quien solicite el embargo 

(en forma de retención de un porcentaje de la remuneración del demandando) para 

que el juez la ordene en el proceso.  

2.6. DETERMINACION DE LA REPARACION CIVIL 

2.6.1. LA VALORACIÓN DEL DAÑO  

La determinación de la reparación civil es un proceso argumentativo a través del 

cual el juez penal, valorando los medios probatorios aportados por las partes: a) 

acredita la existencia del supuesto de hecho ilícito, b) verifica la convergencia de los 

elementos de la responsabilidad civil en la premisa fáctica, y c) estima una fórmula 

resarcitoria satisfactoria que permita la reparación integral a la persona 

perjudicada107.   

Es necesario tener en cuenta la importancia de los actos postulatorios en la 

determinación de la reparación civil. Son las partes quienes al formular sus 

pretensiones, deben necesariamente precisar y sustentar cuáles son los daños 

sufridos y la indemnización que pretenden. En el ámbito del proceso penal es poco 

frecuente que ello suceda, incluso cuando la pretensión es formulada por el 

representante del Ministerio Público. Ante la existencia de un delito, se da por 

sentada la existencia de daño exigiendo una indemnización pecuniaria sin criterio 

específico que la justifique.  

                                                             
107 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 95  
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Resulta importante a ese propósito establecer que si bien la normativa civil 

contempla la presunción de culpa a favor de la víctima, es imprescindible que en el 

proceso penal se acredite la existencia del daño ocasionado. Si tal como lo sostiene 

la doctrina, el presupuesto de la responsabilidad civil es la existencia de daño 

resarcible, en la labor encaminada a verificar la convergencia de sus elementos, 

resulta trascendental precisamente identificarlos para efectos de establecer sobre 

la base de ello el resarcimiento adecuado.  

El Juez despliega actividad valorativa cuando en sus pronunciamientos finales 

establece cuál es el daño ocasionado con el hecho punible, cuando precisa ante 

qué tipo de daño nos encontramos, esto es, si es de consecuencias patrimoniales 

o extrapatrimoniales y, finalmente, cuando en su decisión existe una relación lógica 

y proporcional entre el daño acreditado y el resarcimiento al que queda obligado el 

agente. Como puede inferirse, la determinación del daño no es una labor sencilla, 

las dificultades se manifiestan en cada caso específico y aunque son mayores 

cuando se trata de daños extrapatrimoniales, por una inevitable carga subjetiva, a 

ella no son ajenas los daños con consecuencias patrimoniales.  

La doctrina reconoce dos sistemas de valoración de los daños. El primero de ellos 

es el sistema de resarcimiento tasado, en el que la fórmula indemnizatoria está 

previamente establecida según el tipo de daño y con límites máximos. Que se pueda 

conocer ex ante cuáles son los montos máximos que pueden ser fijados, abona en 

la predictibilidad de las resoluciones judiciales108.   

                                                             
108 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 97  
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El segundo de los sistemas, utilizado en la mayoría de los países, es el denominado 

de libre valoración judicial. En este sistema la fórmula resarcitoria es establecida a 

criterio del juez pero debiendo siempre vincular su decisión con la prueba actuada. 

Este sistema privilegia el análisis de las particularidades del daño en el caso 

concreto, sin embargo, tiene como dificultad la posibilidad de que la discrecionalidad 

se torne en arbitrio y que casos similares se resuelvan con pronunciamientos 

diametralmente diferentes y hasta contradictorios. 

2.6.2. VALORACIÓN DEL DAÑO Y DEBER DE MOTIVAR LAS 

RESOLUCIONES JUDICIALES  

La Constitución Política del Estado en el inciso 5 del artículo 139 prevé como 

garantía de la administración de justicia, la motivación de las resoluciones judiciales 

en todas las instancias con la exclusión de las de mero trámite. Esta garantía se 

encuentra estrechamente vinculada con la forma como los jueces determinan la 

reparación civil en el proceso penal. Su esencia radica en la necesidad de que el 

órgano jurisdiccional, al resolver sobre un conflicto de intereses o incertidumbre 

jurídica, fundamente las razones de su decisión, ello como manifestación de la 

facultad delegada de administrar justicia a nombre del pueblo.   

La importancia de esta garantía se extiende más allá de la tutela del derecho de las 

partes en el proceso, a quienes les permite conocer las razones de la decisión y así 

ejercer su derecho de defensa. Se extiende a la sociedad en general, garantizando 

la interdicción de la arbitrariedad en las resoluciones del juez, y coadyuvando al 

control público de sus decisiones y a la formación de los precedentes109.   

                                                             
109 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 99 
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La determinación de la reparación civil como eventual pronunciamiento en las 

sentencias penales constituye uno de los aspectos a los que no debe ser ajena la 

debida motivación de las resoluciones judiciales. El juez penal ciñe su actuación 

dentro de los parámetros del precepto constitucional, estableciendo claramente cuál 

es la pretensión civil de la parte legitimada en el proceso; individualiza el supuesto 

de hecho generador del daño e identificando su naturaleza, despliega actividad 

tendiente a acreditar la existencia del daño con los medios probatorios ofrecidos, 

admitidos y actuados en el proceso, y finalmente decide el resarcimiento a la 

víctima. 

Una resolución judicial vulnera la garantía de debida motivación si en su parte 

expositiva no hace mención alguna a las pretensiones formuladas por las partes, si 

no se establece cuál es el conflicto a resolver, si erradamente presume la existencia 

del daño sin alusión a los medios probatorios, si no especifica de qué tipo son los 

daños ocasionados, así como también cuándo se fijan indemnizaciones por todo 

concepto.  

2.6.3. CRITERIOS PARA CUANTIFICAR LA REPARACIÓN CIVIL  

Tal como sostuvimos al ocuparnos de la acreditación de la existencia del daño, a 

efectos de establecer la fórmula resarcitoria adecuada, el juez debe tener en cuenta 

los medios probatorios aportados por las partes, ello le permitirá fijar una reparación 

civil proporcional al daño irrogado debidamente probado en el proceso110.  

La obligación de reparar los daños causados por el delito se puede satisfacer 

mediante dos formas: i) la reparación natural, consistente en restituir, reintegrar o 

                                                             
110 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 102  
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retornar al statu quo previo a la producción del evento dañoso, y ii) la indemnización, 

esto es, la reparación mediante un equivalente dinerario o fórmula alternativa en 

procura de mitigar las consecuencias de la lesión al bien jurídico sufrida por la 

víctima. En cuanto a la indemnización, esta puede establecerse tanto en los casos 

en que los daños pueden evaluarse en dinero como en aquellos en que no lo pueden 

ser. En el primer caso tendrá un carácter compensatorio, en tanto que en el segundo 

su finalidad será satisfactiva.  

El propósito esencial de la reparación civil es colocar a la víctima en una posición lo 

más parecida posible a la que tenía antes de que se produjera el daño. El Juez debe 

tomar en cuenta aquellos aspectos que incidan en su reparación integral, 

descartando aquellos que no tienen vinculación alguna con los elementos de la 

responsabilidad civil como por ejemplo la situación económica del agente.   

La fijación de la fórmula resarcitoria debe obedecer a criterios acordes con la 

naturaleza del daño ocasionado. Como refiere Alpa, el daño patrimonial se valora 

teniendo en cuenta los criterios ofrecidos por el mercado, en tanto el daño no 

patrimonial conforme al método equitativo111. En los delitos con consecuencias 

patrimoniales, el juzgador debe tomar en cuenta la entidad de los perjuicios 

realmente sufridos, ello se puede determinar con cierta precisión con la actuación 

de la prueba pericial. Por otro lado, en aquellos casos en que se ha producido un 

menoscabo de índole afectivo, se pueden establecer fórmulas resarcitorias no 

                                                             
111 ALPA, Guido. Responsabilidad civil y daño. Lineamientos y funciones. Gaceta Jurídica, Lima, 
1999, p. 510 
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necesariamente en dinero, se podría por ejemplo poner en relieve la memoria de un 

familiar al que se le ocasionó la muerte mediante un acto de desagravio póstumo.  

En tal sentido se ha pronunciado, muy acertadamente, la Corte Suprema en el R.N. 

Nº 948-2005-Junín, del 07/06/2005 (que constituye precedente vinculante), el cual 

expresa, en su tercer considerando, lo siguiente: “(…) está fuera de toda discusión 

la culpabilidad del encausado en la comisión del hecho punible; que la impugnación 

se circunscribe al extremo de la determinación judicial de la pena de inhabilitación 

impuesta y al monto de la reparación civil; que la confesión sincera del citado 

encausado no puede ser valorada como presupuesto para establecer la cuantía de 

la reparación civil –que no es una pena–, en tanto que está reservada, de ser el 

caso, para rebajar la pena del confeso a límites inferiores del mínimo legal; que la 

naturaleza de la acción civil ex delicto es distinta, pues tiene como finalidad reparar 

el daño o efecto que el delito ha tenido sobre la víctima y, consecuentemente, debe 

guardar proporción con los bienes jurídicos que se afectan; que de autos se advierte 

que el encausado Arge Chanca se apoderó de mil novecientos dólares destinados 

a la compra de computadoras para un centro educativo, lo que generó perjuicio tanto 

a la propia institución académica cuanto a los educandos; que, siendo así, el monto 

fijado por el Tribunal sentenciador por concepto de reparación civil se encuentra 

arreglado a ley”112 

 

 

 

                                                             
112 CHINCHAY CASTILLO, Alcides. Ob. Cit., p. 178  
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2.6.4. CUANTIFICACIÓN DE LOS DAÑOS PATRIMONIALES  

El daño patrimonial por tener sus efectos en la esfera del patrimonio de la persona 

es más sencillo de ser valorado, ello por cuanto es factible cuantificar la dimensión 

de una pérdida de naturaleza económica, un bien cuyo valor es cuantificable o al 

menos conocido en el mercado, o una expectativa de ingreso preestablecido. El 

modo de resarcir el daño patrimonial es a través de la reparación integral; en virtud 

de ella, el juez, atendiendo a los medios probatorios incorporados y actuados en el 

proceso, y con base en elementos objetivos y concretos, establece la fórmula 

resarcitoria adecuada113. El daño que comprende las consecuencias negativas 

derivadas de la lesión de un bien jurídico tutelado.   

Los daños patrimoniales, manifestados en daño emergente o lucro cesante, tienen 

un contenido esencialmente económico, el juzgador debe tener en cuenta, al 

cuantificarlo, la naturaleza del daño, su extensión y su intensidad.   

Daños extrapatrimoniales: Que comprenden los daños producidos a los bienes de 

la persona que no pueden ser representados en dinero, que no cuentan con una 

valorización pecuniaria por sí. Dentro de esta clasificación se encuentran: 1) el daño 

moral y 2) el daño a la persona.   

a) Cuantificación del daño emergente  

Teniendo en consideración que el daño emergente está representado por la 

disminución en el patrimonio del perjudicado, es concebido como el coste de la 

reparación necesaria del daño causado y a los gastos en los que se ha incurrido 

con ocasión del perjuicio, por lo general, para atender las consecuencias que de 

                                                             
113 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 104  
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aquel se derivan, su cuantificación no reviste mayor problema, pues para su 

cuantificación casi siempre existen elementos objetivos que le permiten al juez 

establecerlos.   

A manera de ejemplo, en un hecho constitutivo de delito de lesiones graves, el daño 

emergente estará representado por los gastos efectuados por el perjudicado para 

atender las consecuencias de la agresión, llámese gastos de hospitalización, 

curación, rehabilitación. En caso de muerte de una persona, estará representado 

por los gastos que se hicieron para atender las consecuencias generadas por el 

evento, como lo serían los gastos de atención hospitalaria previa al deceso y los 

gastos por concepto de funerales.  

b) Cuantificación del lucro cesante  

La valoración de lo que se deja de percibir como consecuencia del acto dañoso no 

debe representar un mayor grado de dificultad, implica proyectar los efectos del 

perjuicio en el tiempo. Es concebido como el no incremento del patrimonio de la 

parte actora por la conducta antijurídica. En el caso de lesiones ocasionadas a un 

trabajador, el lucro cesante estará representado por los ingresos que dejó de 

percibir como consecuencia del daño, en su cuantificación se tomará en cuenta su 

nivel de ingresos por todo concepto. En caso de muerte de una persona, el lucro 

cesante estaría conformado por las sumas que dejan de percibir aquellas personas 

que obtenían algún beneficio económico por parte del agraviado, como por ejemplo 

pensiones de alimentos114.   

 

                                                             
114 ZAMORA BARBOZA, Juan Rodolfo.  Ob. Cit, p. 105 
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2.6.5. CUANTIFICACIÓN DE LOS DAÑOS EXTRAPATRIMONIALES  

Probar, valorar y cuantificar las consecuencias derivadas de la lesión a intereses de 

naturaleza extrapatrimonial es la labor más compleja para el órgano jurisdiccional 

en materia de responsabilidad civil. La dificultad estriba no solo en cuantificar los 

daños en términos económicos sino en hacerlo sin exceder la naturaleza del 

resarcimiento. Esta problemática, común en los procesos conocidos por la 

jurisdicción de la materia, se acentúa cuando el asunto es de conocimiento de la 

justicia penal. El desconocimiento o manejo deficiente de la teoría de la 

responsabilidad civil por los operadores tornan la administración de justicia en 

impredecible.  

La existencia, entidad y valorización de los daños patrimoniales se acreditan en el 

proceso a través de medios probatorios idóneos como lo son los documentos y la 

pericia. En el caso de los daños extrapatrimoniales, el asunto no es tan sencillo. La 

existencia de este tipo de daños y su intensidad, no obstante ser de difícil probanza 

por no tener naturaleza económica, puede acreditarse en el proceso mediante una 

pericia, sin embargo, el problema radica en su valuación y cuantificación. La doctrina 

y la jurisprudencia sostienen que el juez debe establecer la fórmula resarcitoria 

adecuada sobre la base de la equidad, la que comúnmente se manifiesta en el 

denominado criterio o arbitrio del juez115.   

                                                             
115 Sobre el particular, Martínez Rave y Martínez Tamayo refieren que se entiende por arbitrio judicial 
“la capacidad jurídica que tiene el funcionario para analizar y estudiar las consecuencias dañosas 
del hecho, con sus características, y fijar como indemnización una suma adecuada y proporcionada 
a las angustias o efectos emocionales sufridos por el perjudicado” (MARTÍNEZ RAVE, Gilberto, y 
MARTÍNEZ TAMAYO, Catalina. Responsabilidad civil extracontractual. Undécima edición, Temis, 
Bogotá, 2003, p. 353 
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El asunto no es pacífico si se tiene en cuenta que la determinación de la reparación 

civil debe ser la materialización de la reparación integral de la víctima. Por la propia 

naturaleza de sus consecuencias, es difícil establecer criterios objetivos, concretos 

e idóneos que contribuyan a la cuantificación de este tipo de daños. No obstante la 

búsqueda de mecanismos uniformes para su valoración y cuantificación, como lo 

son el establecimiento de montos mínimos indemnizables o la utilización de tablas 

o baremos sobre la base de la edad, sexo o condiciones personales de las víctimas, 

a menudo se termina por recurrir al criterio del juez partiendo de algunos elementos 

de convicción que puedan surgir de la prueba actuada.  

En cuanto a la equidad como método orientador en la valoración del daño 

extrapatrimonial, está referida a la apreciación de conciencia del juez, quien con 

prudente arbitrio apreciará los hechos y circunstancias del caso concreto. En la 

aplicación del método equitativo se deben tener en cuenta algunos elementos que 

van a contribuir a establecer pecuniariamente el daño extrapatrimonial como la 

naturaleza y gravedad del ilícito, la intensidad y consecuencias del sufrimiento en el 

ánimo de la víctima vinculándolos con criterios de edad y género, y las condiciones 

económico-sociales de la víctima.   

La cuantificación del daño moral por fallecimiento de una persona es una de las 

actividades que reviste mayor dificultad para el juez. Esencialmente se debe tomar 

conciencia que la indemnización que se suele fijar no es una sanción al agente 

causante de la muerte sino una forma de compensar a quienes sufren las 

consecuencias de la pérdida del ser querido. En la valoración de las consecuencias 

lesivas, el juez debe tomar en cuenta las circunstancias del caso concreto y los 
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elementos referidos en el acápite precedente. La equidad es el método que permitirá 

establecer una fórmula resarcitoria justa y satisfactoria, propiciando 

pronunciamientos jurisdiccionales motivados y predecibles.  En caso de daños por 

la muerte de una persona, quien alegue sufrir las consecuencias no patrimoniales 

de la lesión deberá acreditar su vinculación afectiva con el occiso, si es cónyuge o 

conviviente, si es pariente o no lo es; se valorarán los documentos que acrediten tal 

situación, su dependencia, su estado emocional a través de dictámenes periciales, 

y cualquier otra circunstancia que genere convicción de la existencia y entidad del 

daño.   

En caso de muerte de una persona, si bien los parientes están legitimados para 

accionar en procura de que se repare el daño moral sufrido –como se encuentra 

previsto legislativamente tanto por el Código de Procedimientos Penales en su 

artículo 54 como por el Código Procesal Penal, aunque referido a la concurrencia 

de peticiones–, es menester precisar que la sola acreditación del vínculo de 

parentesco no presupone la existencia de daño moral como lo suelen suponer los 

jueces al requerir la previa acreditación del vínculo de parentesco con el fallecido116. 

Se confunde el derecho al resarcimiento con las expectativas sucesorias.  

Si bien, por lo general, el fallecimiento de una persona genera consecuencias 

extrapatrimoniales, de índole emocional, en los parientes consanguíneos o en el 

                                                             
116 Esta exigencia tiene que ver con la legitimidad para constituirse en parte civil según lo establece 
el artículo 54 del Código de Procedimientos Penales. Este requerimiento normativo, que puede 
resultar injusto para con la verdadera víctima de un daño (es el caso de los convivientes, a quienes 
se les excluye),  ha sido dejado de lado por el nuevo Código Procesal Penal, cuyo artículo 98 
establece que la acción reparatoria en el proceso penal solo podrá ser ejercitada por quien resulte 
perjudicado por el delito, es decir, por quien según la ley civil esté legitimado para reclamar la 
reparación, y en su caso los daños y perjuicios producidos por el delito. 
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cónyuge, ello no siempre es así. Nada obsta para que una persona al servicio 

permanente y abnegado de un anciano, pueda sufrir las consecuencias de la 

pérdida del ser querido sin tener ninguna relación de parentesco. Por el contrario, 

no sería justo que los hijos del fallecido, después de haberlo mantenido en 

abandono, aleguen que su muerte les ha ocasionado daño moral. Es el juez quien 

debe efectuar el análisis en cada caso concreto.  

Si bien la idea es establecer una fórmula resarcitoria satisfactoria a través del 

método equitativo, consideramos necesario establecer un límite al criterio del juez 

para que su discrecionalidad no se convierta en arbitrariedad y su resolución 

materialice la finalidad de la reparación civil. Los jueces deberían establecer como 

referencia, según el tipo de daño, un monto mínimo indemnizable; sobre la base de 

ese parámetro, atenderán a las circunstancias particulares de cada caso en 

concreto para establecer equitativamente la indemnización adecuada y justa a la 

entidad del daño.  

Una de las alternativas que plantea un sector de la doctrina y que se ha 

materializado en la jurisprudencia vinculada a casos de violación de derechos 

humanos, es el de las indemnizaciones inmateriales, orientadas a recomponer la 

situación previa a la producción del año de índole reparativo, como puede ser la 

reapertura de escuelas dotándolas de docentes, la entrega de restos de 

desaparecidos a sus familiares, la traducción de sentencias al idioma nativo de la 

víctimas o la publicación de las sentencias. Sobre el particular, Solange Palacios 

destaca las consideraciones del numeral 84 de la sentencia de la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos del 26 de mayo de 2001, conocida como 

caso “Niños de la calle”117.  

No obstante lo novedoso y útil que resulta este tipo de soluciones, dada la 

naturaleza del proceso penal predominantemente acusatorio, el juez se vería 

limitado a aplicar directamente tales alternativas en tanto no hayan sido propuestas 

por las partes al formular su pretensión.  

2.7. FORMAS DE REPARACIÓN CIVIL 

2.7.1. RESTITUCIÓN DEL BIEN 

El artículo 94 del Código Penal ha establecido que la restitución se hace con el 

mismo bien aunque se halle en poder de terceros, sin perjuicio del derecho de estos 

para reclamar su valor contra quien corresponda. La restitución es la reparación de 

la cosa al estado anterior al delito. Para que se dé la restitución es necesario que el 

daño haya sido incluido en bienes materiales que pueden ser muebles o inmuebles, 

asimismo la restitución puede concurrir con la indemnización o derecho al 

resarcimiento de daño. 

La restitución es el concepto mas claro, aunque su alcance no se amolda para todos 

los delitos, pues, sólo habrá restitución siempre que sea posible, ya que de lo 

contrario daría lugar que el responsable pague su valor, por ello afirma que se  debe 

entender como restauración del bien al estado existente antes de la producción del 

ilícito penal, por lo tanto la obligación pude proyectarse sobre bienes muebles, por 

                                                             
117 PALACIOS MÉLENDEZ, Rosario Solange. “Derechos humanos, proceso penal y reparación civil. 
Acerca de la cuantificación del daño inmaterial en el proceso penal con especial referencia a los 
criterios establecidos jurisprudencialmente por la CIDH”. En: Responsabilidad Civil II. Hacia una 
unificación  de criterios de cuantificación de los daños en materia civil, penal y laboral. A cura de 
Juan Espinoza Espinoza. Rodhas, Lima, julio, 2006, p. 54 
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ejemplo cuando han sido objeto de hurto, así como inmuebles cuando han sido 

objeto de usurpación.  

La restitución se da cuando se trata de un daño material. El cual debe entenderse 

como la disminución del patrimonio de la víctima. La restitución excede la idea de 

una simple devolución de la cosa obtenida por el delito. El principio tiene, en 

realidad, como arreglo a la finalidad fundamental a que obedece, el significado de 

una vuelta al statu quo antes de la cosa, derecho o situación objeto material  del 

delito.  

En cuanto a la determinación cuantitativa y cualitativa de la restitución es potestad 

del juzgador, quien debe apelar a su libre voluntad y objetividad del caso para fijar 

lo restituible.  

2.7.2. INDEMNIZACIÓN  

El inciso segundo del artículo 93 del Código Penal comprende, a la indemnización 

de los daños y perjuicios dentro del concepto de reparación civil.  

El cuerpo legal no precisa a qué clase de daños sin embargo se debe entender que 

se refiere tanto a los daños morales (decir cuando se afecta la seguridad, el goce 

de los bienes o se lesione afecciones legítimas), como a los materiales (disminución 

del patrimonio) que son producidos por el delito.  

En cuanto a la indemnización de perjuicios se entiende, al daño emergente que son 

los daños que sufre bien en los momentos de la infracción y a la vez al lucro cesante 

que significa a los ingresos que se dejan de percibir por el daño.  
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2.7.3. EL RESARCIMIENTO COMO SANCIÓN JURÍDICO PENAL  

Al ejercitarse la acción resarcitoria en el proceso penal, el resarcimiento del daño 

se convierte en una sanción jurídico penal; pero este postulado ha sido  dejado atrás 

con los más actuales conceptos emitidos por autores entre ellos, Han Hirsch, 

cuando señala que la acción resarcitoria o la reparación cumple una función penal 

en el sistema de la consecuencia jurídica o, inclusive en el campo de los 

presupuestos del hecho punible.  

Por su parte Roxin118, indica  “La segunda posibilidad de aproximar uno a otro del 

derecho penal al derecho civil sería la incorporación a la reparación como una 

sanción penal, colocada – para delitos determinados – autónomamente al lado de 

la pena privativa de la libertad y de la multa, y posible de ser impuesta como en 

casos apropiados en su lugar”  el mismo autor cita a Heike Jung y refiere que la 

aceptación de una diferencia esencial entre pena y resarcimiento del daño ha 

obstaculizado hasta ahora su acción concertada en el sistema general de control 

social. También Schöch polemiza contra “laseparación doctrinaria de pena y 

resarcimiento del daño” y piensa que se “debe abandonar el dogma general de 

incompatibilidad entre ambos”. Pero ha sido Maihofer que desea dejar retomar al 

derecho penal libre del tiempo germano y conecta a eso con la ideología del estado 

democrático: “en un derecho penal entre libres e iguales, la reparación debe ser la 

sanción primaria, y la terminación del conflicto por composición y por compensación 

del daño, el procedimiento preferido”.  

                                                             
118 Cf. Roxin, La reparación en el sistema de los fines de la pena, Ensayo publicado en “De los 
delitos y de las victimas”. Editorial Ad – Hoc. Buenos Aires – Argentina. 1992, p. 145 
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Por otro lado, cabe resaltar también en la llamada prevención integrativa: “…la 

llamada prevención general positiva constituye el punto de enlace, de ella se 

derivará como aspecto parcial la prevención integrativa que ésta orientada al efecto 

de satisfacción que aparece cuando el delincuente se ha esforzado tanto, que la 

conciencia jurídica general se tranquiliza en relación al quebrantamiento de la ley y 

considera como solucionado el conflicto con el autor”. Por eso sería posible 

incorporar a la reparación el  catálogo de las consecuencias jurídicas como una 

“tercera vía” más benigna, supletoria o complementaria de la pena, junto a las penas 

o medidas de corrección o seguridad. El autor nacional Gálvez Villegas concluye 

que la reparación civil no configura una sanción jurídico penal, ya que se sustenta 

en un interés particular, tiene naturaleza distinta de la pena y por ningún motivo 

puede cumplir las funciones de éstas. Claro que se debe propugnar por todos las 

medios el logro de la reparación del daño por el delito, pero para ello no hay 

necesidad de recurrir a las categorías propias del derecho penal; Sin embargo tal 

postura es necesario analizarla detenidamente en principio por que como ha dicho 

la propia sociedad tiene pues un enorme interés en que la víctima se vea resarcida 

y no solo la sociedad el Estado quien además de interés debe considerarse como 

su obligación de velar por tal reparación; y por otro lado el mismo sistema judicial 

se vería reforzado y legitimado si la víctima ha sido reparado por la comisión de un 

delito en su agravio. Ya que ello determinaría la confianza del ciudadano cualquiera 

en el sistema judicial.  
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2.8. OBLIGATORIEDAD DE LA REPARACIÓN CIVIL  

En nuestra legislación, en lo que corresponde a la reparación civil, le impone al juez 

la obligación de ordenar en la sentencia penal conjuntamente con la pena (Art. 92 

Código Penal), el monto de la reparación civil, la persona que deba percibirla, así 

también quienes son los obligados a satisfacerla, conforme lo dispone el artículo 

285 de Código de Procedimiento Penal, además le otorga atribución al fiscal 

provincial penal, la facultad de solicitar el embargo de los bienes muebles y la 

anotación de las resoluciones pertinentes a las partidas regístrales de los inmuebles 

de propiedad del inculpado  o del tercero civilmente responsable que sean bastantes 

para asegurar la reparación civil tal como lo señala el inciso 2 del Art. 95 de la Ley 

Orgánica del Ministerio Público.  

Se afirma que al disponerse que en la sentencia penal imponer la reparación civil 

conjuntamente con la penal se está equilibrando a la reparación civil con la pena. 

Como consecuencia si en la sentencia condenatoria se omite un pronunciamiento 

sobre la reparación civil se incurre en causal de nulidad que es susceptible de ser 

subsanado por los jueces o tribunales, ya que afecta el sentido mismo de la 

resolución, conforme contrario sensu se desprende del segundo párrafo del inciso 

3 del Artículo 298 Código de Procedimientos Penales modificado por el Decreto 

Legislativo N° 126. Por otra parte, porque también con ello se afectaría el principio 

dese doble instancia establecido como garantía de la administración de justicia por 

el Artículo 139 inciso 6 Constitución Política del Estado y recogida en el artículo 11 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial – Texto Único Ordenado, en el cual se 
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establece que las resoluciones judiciales son susceptibles de revisión con arreglo a 

ley, en una instancia superior.  

2.9. OBLIGACIONES A LA REPARACIÓN CIVIL  

El hombre debe responder por las consecuencias que genere su acto u omisión 

libremente realizada. Si el delito que es un acto de omisión típico, antijurídico y 

culpablemente realizado por una o más personas (Art. 11 Código Penal), es lógico 

que la responsabilidad penal y civil que emergen del daño causado por el delito, 

alcance a todos los que participan en la comisión del delito además de los terceros 

civilmente obligados si los hay, de conformidad con lo que establece el artículo 95 

del código Penal, cuando señala que la reparación  civil es solidaria entre los 

responsables hecho punible y los terceros civilmente obligados. Como se mencionó 

anteriormente el hombre debe responder por las consecuencias que genere su acto 

u omisión libremente realizado o también en aquellos casos en que se da 

producción de actos ajenos pero en los que él se hallaba en el deber de evitar, el 

cual tiene justificación en razón del orden práctico y de conveniencia social que lo 

despoja de todo tipo de injusticia. Por ello se afirma que si la obligación solidaria no 

existiera sería en muchos casos imposible que se llegue a concretizar la 

responsabilidad civil, llegando a ser tardía y difícil. Como ejemplo se podría decir 

que la muerte del autor principal del delito, su fuga o ocultación, dejarían burlados 

los derechos que le corresponden a los agraviados y se verían desamparados frente 

a los delincuentes, que teniendo la astucia para evadirse; dejando a sus cómplices  

o encubridores en poder de la justicia, es por ello que esta posibilidad se evita con 

la responsabilidad solidaria de los partícipes del delito. Al ser la responsabilidad 
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solidaria, aquel delincuente que se encuentre mejor parado en bienes de fortuna, 

se le obliga a pagar todos, ya que la Ley penal persigue a través de la reparación 

civil a repetir después contra los participantes en el hecho delictuoso, conforme lo 

prescribe el Art. 1983 del Código Civil, donde señala: “si varios son responsables 

del daño responderán solidariamente. Empero aquel que pagó la totalidad de la 

indemnización puede repetir contra los otros correspondiendo al juez la proporción 

según la gravedad de la falta de cada uno de los participantes. Cuando no sea 

posible discriminar el grado de responsabilidad de cada uno; la reparación  se hará 

por partes iguales”; con esta prevención normativa, se evita esa aparente injusticia 

de cancelar responsabilidades ajenas.  

2.10. CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA REPARACIÓN CIVIL  

La reparación tiene un carácter subsidiario frente a la pena, es por esta razón que 

un pronunciamiento sobre sobreseimiento, una absolución o una prescripción de la 

acción penal, no podrá dar lugar en ningún momento a la extinción de la reparación 

del daño causado por el delito, pues la jurisdicción penal únicamente tiene fuerza 

para declarar al carácter de ilícito penal de la conducta imputada y obrar en 

consecuencia: reprimiendo a través de la imposición de la pena y restituyendo por 

medio de  la imposición de la reparación del daño.  

Por esta razón la sentencia que declara no haber encontrado responsabilidad penal 

del imputado como autor del hecho que se le atribuye, tiene fuerza y eficacia 

únicamente para diluir bien la  responsabilidad del imputado o en su caso la falta de 

tipicidad de su acto, pero de ninguna manera la naturaleza “Antijurídica” del mismo, 

perjuicio ajeno (Aun cuando haya sido absuelto en un proceso penal por el mismo 
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hecho) en la vía civil donde se reclamará el resarcimiento del daño producido por 

los actos por los cuales su responsabilidad extracontractual está obligado.  

2.11. LA REPARACIÓN CIVIL COMO TERCERA VÍA  

Actualmente en la doctrina se plantea la posibilidad de introducir a la reparación 

como tercera vía en el Derecho Penal, al lado de las penas existentes y las medidas 

de seguridad. Para esta postura, la reparación debe pasar a ser una pena 

independiente y autónoma de las demás que pueda ser aplicada al agente infractor. 

Esta posición reconoce a la reparación como una tercera posibilidad del derecho 

penal para alcanzar los fines asignados a la pena tradicional119. Sin embargo, para 

ello se exige la superación del concepto civil de reparación basado en el 

resarcimiento, con miras a entenderla no solo como un pago en dinero por los daños 

causados, sino que podría implicar también, según las necesidades de la víctima y 

las posibilidades del autor, la utilización de formas simbólicas de reacción penal, 

tales como el perdón, la imposición de reglas de conducta, trabajos comunitarios, 

etc.”120.    

En nuestro país, el profesor RODRÍGUEZ DELGADO se decanta por esta postura 

indicando que “la reparación sería claramente una sanción penal, porque expresa 

reproche y consiste en imponer una privación (no necesariamente de libertad) a la 

persona responsable de haber realizado un daño121”. Sin embargo, más adelante 

precisa que “el sistema reparatorio como tercera vía es coherente, si la privación de 

                                                             
119 Cf. Roxin, La reparación en el sistema de los fines de la pena, Ensayo publicado en “De los delitos 
y de las víctimas”. Editorial Ad – Hoc. Buenos Aires – Argentina. 1992, p. 145. 
120 RODRÍGUEZ DELGADO, Julio A. “Estudios Penales”. Libro Homenaje al profesor Luis Alberto 
Bramont Arias. Editorial San Marcos. Lima, 2003. Págs. 827-840 
121 Ibídem. Pág. 831 
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libertad no es una alternativa. Se pierde coherencia si la reparación es impuesta 

bajo amenaza de imposición de la prisión, pues ello implicaría el volver al paradigma 

de cárcel o pago”122. Esta propuesta que es defendida entre otros por Roxin, 

empero, enfrenta serias críticas que, por lo menos en nuestro país, la hacen por el 

momento inviable. 

ROXIN explica sintéticamente: "resulta que la reparación, en el sentido indicado, 

puede ser efectiva desde los puntos de vista preventivo general y especial. Su 

consideración en el sistema de sanciones no significa, desde el punto de partida 

aquí defendido, reprivatización alguna del derecho penal... ni tampoco la 

introducción de un nuevo fin de la pena. La restitución es, en lugar de ello, una 

prestación autónoma que puede alcanzar los fines tradicionales de la pena y que, 

en la medida en que lo consiga en concreto, debería sustituir la pena o ser 

computada para atenuarla"123. Así como las medidas de seguridad se imponen 

cuando la pena no se puede justificar debido al principio de culpabilidad, la 

reparación obtiene legitimación político-criminal en el principio de subsidiariedad y 

en la necesidad de sustituir o atenuar la pena sin resignar la realización de los fines 

de la pena para atender las necesidades de la víctima124.  

Para dotar de autonomía sancionatoria a la reparación correspondería, se sostiene, 

"la creación, también, de un procedimiento penal de restitución independiente, como 

lo ha propuesto SCHÖCH"125.  

                                                             
122 Ibídem. Pág. 833  
123 Roxin, La reparación en el sistema de los fines de la pena, p. 154. 
124 Roxin, La reparación en el sistema de los fines de la pena, p. 155. 
125 Roxin, La reparación en el sistema de los fines de la pena, p. 155. 
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Si bien ROXIN propone utilizar la reparación, en algunos casos, del mismo modo 

que algunos de los institutos ya analizados —por ejemplo, como causa de extinción 

de la acción o como exigencia de la suspensión del procedimiento—, el carácter 

sancionatorio que le atribuye, como instrumento idóneo para cumplir los fines de la 

pena tradicional, diferencia su postura de las anteriores.  

Los fines de la sanción penal tradicional —preventivo-generales o especiales— 

están orientados a la protección de los bienes jurídicos de todos —o gran parte— 

de los miembros de la comunidad, y no a la protección de los intereses de la persona 

concreta que ha resultado víctima de un hecho punible. Por este motivo, la 

consideración de la reparación como tercera vía del derecho penal puede producir 

consecuencias negativas.  

Sintéticamente, la finalidad penal atribuida a la reparación privilegiará la realización 

de los fines del derecho penal sobre los intereses de la víctima individual. Esta 

circunstancia afectará, necesariamente, el concepto de reparación, el contenido de 

la obligación reparatoria y, además y especialmente, las facultades de la víctima de 

influir significativamente en el proceso de definición del daño sufrido y de 

determinación de la reparación concreta aplicable al caso. De este modo, la 

reparación propuesta por ROXIN, para servir a los fines del derecho penal estatal, 

deberá objetivar la sanción reparatoria y desatender a la víctima126 —cuyos 

intereses particulares se consideran secundarios. 

                                                             
126 Roxin habla, por ejemplo, de delitos no reparables definidos abstractamente. La calificación a 
priori de ciertos daños o ciertos delitos como hechos no pasibles de reparación implica, 
necesariamente, un juicio "objetivo" externo que ignora la opinión particular de la víctima en el caso 
concreto (La reparación en el derecho penal). 
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Este concepto punitivo o sancionatorio de reparación presenta problemas. Puede 

suceder, por ejemplo, que el tribunal rechace la reparación ofrecida por el autor y 

aceptada por la víctima —por ejemplo, una disculpa— a pesar de que ésta satisfaga 

íntegramente sus intereses, si aquél considera que su contenido no alcanza para 

cumplir con los fines de la pena. Esta objetivación de la reparación, de este modo, 

disminuye las posibilidades de satisfacer a la víctima. Otra consecuencia negativa 

de esta posición consiste en que la reparación no sirve para respetar el principio de 

última ratio, pues la solución reparatoria no es utilizada en todos los casos posibles, 

sino sólo en aquellos en los cuales ella resulta posible y, además, resulta adecuada 

para cumplir los fines de la pena. Finalmente, esta concepción puede representar 

una ampliación del control social jurídico-penal si la sanción reparatoria, en lugar de 

reducir la aplicación de la sanción penal tradicional, termina por agregarse a ella sin 

alterarla127.  

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
127 Este fenómeno expansivo del control ha sido señalado respecto de las penas alternativas a la 
prisión y a la diversión estadounidense. Cf., respecto a las penas alternativas, Pavarini, ¿Menos 
cárcel y más medidas alternativas?; respecto a la diversión, Bovino, La suspensión del procedimiento 
penal en el Código Penal argentino y la diversión estadounidense. Un análisis comparativo. 
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CAPITULO IV: EJERCICIO DE LA PRETENSION CIVIL EN EL PROCESO 

PENAL  

2.1. CONSTITUCION DEL AGRAVIADO EN ACTOR CIVIL 

Para que el agraviado pueda solicitar la constitución  en actor civil, tiene que existir  

un proceso penal en trámite; empero,  el hecho de que el actor civil se pueda 

constituir únicamente cuando ya existe un proceso penal, no significa, que el 

agraviado no pueda ejercitar antes de iniciado el proceso todas las actuaciones 

tendientes a viabilizar la formalización de la denuncia penal o a asegurar que su 

pretensión resarcitoria no sea burlada; pudiendo  comparecer ante la autoridad  

fiscal, ante la policía  u otras autoridades y aportar la prueba pertinente  con relación 

a la existencia del daño, su entidad, su magnitud, etc. 

2.1.1. CONCEPTO DE AGRAVIADO, PERJUDICADO Y VICTIMA 

Nuestra legislación no tiene un concepto univoco de víctima, por el contrario, cuando 

se refieren a ella se suele utilizar diversos términos: victima, perjudicado, agraviado; 

debiendo señalar que en las últimas reformas puede apreciarse el frecuente uso del 

término perjudicado. 

El concepto de ofendido o agraviado se suele usar como equivalentes al término 

sujeto pasivo, en cambio se reserva "perjudicado" para identificar a los terceros que 

soportan consecuencias perjudiciales de forma paralela o indirecta del hecho típico, 

cuya relevancia se conecta con el ámbito de la responsabilidad civil ex delicto128 

Según el art.  94 del Código Procesal Penal el titular del bien jurídico afectado es la 

víctima, pero además hay otro agraviado: el perjudicado, entendida como toda 

                                                             
128 MIR PUIG, Santiago, Derecho Penal  Parte General, 5º edición, Barcelona, 1998, p.199. 
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persona que no siendo víctima del delito es agraviado por el delito. Entonces es 

posible distinguir las dos clases de agraviados. Pero en el artículo 95º cuando se 

establecen los derechos y facultades del agraviado en el proceso penal, no dice que 

puede probar el delito, ni que puede buscar la sanción penal del delincuente, o 

postular hechos.  

2.1.2. LEGITIMADOS PARA CONSTITUIRSE EN ACTOR CIVIL  

El artículo 98º del Código Procesal Penal prevé que La acción reparatoria en el 

proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado por el delito, 

es decir, por quien según la Ley civil esté legitimado para reclamar la reparación y, 

en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito.».  Ahora bien, queda 

claro que el ejercicio de la acción civil correrá por cuerda paralela a la penal pero   

si nos remitimos al mismo tiempo al artículo 11 º del mismo cuerpo de leyes 

establece que el ejercicio de la acción civil derivada del hecho punible corresponde 

al Ministerio Público y, especialmente, al perjudicado por el delito. Si el perjudicado 

se constituye en actor civil, cesa la legitimación del Ministerio Púbico para intervenir 

en el objeto civil del proceso. En efecto, el citado código mantiene la legitimación 

extraordinaria del Ministerio Público, pero siempre que el titular de ese o de esos 

derechos no postule o esté dispuesto a postular su pretensión.  La regulación no 

admite dudas; queda claro que el MP actúa solo en interés de la víctima. Si no fuera 

así, el cese de su participación no tendría sentido. 

En ese sentido se ha pronunciado la Corte Suprema en el fundamento sétimo del 

acuerdo plenario 52011: 
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«EL Código Procesal de 2004 establece que  el ejercicio de La acción civil derivada 

del hecho punible corresponde  al Ministerio Público y, especialmente,  al 

perjudicado   por el delito; además,  estipula  que si éste  último se constituye   en 

actor civil  cesa   La Legitimación  del Ministerio  Público para intervenir en el objeto 

civil  del proceso: artículo  11 ".  apartado 1), del citado Código adjetivo.  En tal 

virtud, La participación   del Ministerio Público será por sustitución, esto es, 

representa un interés privado.  Por ello, su intervención   cesa definitivamente 

cuando el actor civil se apersona al proceso» Posicionando al Ministerio Público en 

su real función de amparo del interés   de la víctima dentro del proceso penal.» 

Por otro lado, en caso que el agraviado delito sea conjunto de personas 

determinadas, pueden constituirse en parte civil a través de su representante.   Y si  

se tratara de un caso de interés difuso, cuya titularidad  corresponde  a un  número  

indeterminado  de  personas, respecto de  bienes de inestimable  valor patrimonial,  

tales como la defensa del medio ambiente, de los bienes  culturales o históricos  o 

del consumidor,   o de la  afectación  de bienes  jurídicos por  delitos internacionales,  

pueden constituirse en actores civiles las asociaciones o instituciones  sin fines de 

lucro que según la ley o el criterio  del Juez estén legitimados para hacerlo, por 

realizar sus  actividades y tener fines destinados a la protección  de los referidos 

intereses difusos o derechos  de contenido  internacional, tal como lo refiere el 

numeral 4) del  artículo 94º del nuevo Código procesal concordante con lo dispuesto 

por el artículo 82 del Código Procesal Civil. 
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2.1.3. OPORTUNIDAD    

La oportunidad de constitución en actor civil varía en el Código Procesal del 2004,  

(respecto al Código de Procedimientos Penales), la norma no establece un punto  

de inicio, no obstante   y como se desprende  del artículo  101º, la regla general es  

que la constitución en actor civil se concrete antes de la investigación preparatoria.  

Para ilustrar  más éste punto  nos remitimos  a los  fundamentos  16º, 17º del 

Acuerdo  Plenario 5­2011,  el cual establece, sobre el tema bajo análisis,  lo  

siguiente:   «  El  artículo  1O1 °  del Código Procesal Penal expresa que la 

constitución en actor civil deberá efectuarse antes de la culminación de la 

Investigación Preparatoria. En este punto lo que cabe dilucidar es si la petición de 

constitución en actor civil puede hacerse en la fase de diligencias preliminares ­que 

integra la investigación preparatoria­, o si resulta necesario que se haya formalizado 

la continuación de la Investigación Preparatoria. 17°.  Es de descartar la primera 

posibilidad fundamentalmente  porque, como bien se sabe, al momento  que se 

vienen  realizando las diligencias  preliminares el Ministerio  Público aún  no  ha  

formulado  la inculpación  formal a través de la respectiva Disposición  Fiscal; esto 

es, no ha promovido la acción  penal ame el órgano jurisdiccional, por lo que mal 

podría acumularse a ella una pretensión resarcitoria en ausencia de un objeto penal 

formalmente configurado.  Por lo demás, debe quedar claro que con la formalización  

de la  Investigación  Preparatoria  propiamente dicha el Fiscal recién ejerce la acción 

penal, acto de postulación que luego de ser notificado al Juez de la Investigación 

Preparatoria (artículos 3º y 336º.3 del Código Procesal Penal) permite el 

planteamiento del objeto civil al proceso penal incoado.» 
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El Código contempla que la investigación preparatoria  culmina mediante una 

disposición fiscal (artículo 343) pero el punto de inicio, considerando  que la 

declaración de actor  civil un  acto eminente­ mente jurisdiccional, no podría 

realizarse antes de que el Juzgado de Investigación preparatoria haya asumido 

competencia   material,  en efecto sería desde la   emisión de la disposición de 

formalización y continuación de la investigación preparatoria y su posterior puesta 

en conocimiento del juzgado. 

2.1.4. TRÁMITE  

Para que el agraviado pueda constituirse en actor civil, no necesita someterse a las 

exigencias formales propias del proceso civil, y bastará con que lo solicite al Juez 

de la causa mediante escrito  y éste previa evaluación, -y en su caso, previa la 

opinión del Ministerio  Público­, admitirá dicha solicitud; debiendo determinar  

previamente,  que en efecto existen indicios razonables de que el solicitante  ha 

sufrido la lesión de alguno de sus bienes jurídicos, con la comisión  del delito. 

En ese sentido el Acuerdo Plenario 5­2011 establece lo siguiente en el fundamento  

14º: 

«(, . .) para poder constituirse en actor civil (el agraviado que actúa procesalmente 

para hacer valer su derecho a fa reparación civil por el daño causado con el delito) 

deben reunirse los requisitos puntualiza- dos en el artículo 100° del Código Procesal 

Penal  En efecto,  ocurre que el citado cuerpo de leyes ha establecido  lo siguiente: 

1.La solicitud de constitución en actor civil se presentara por escrito ante el Juez de 

la Investigación Preparatoria.  2.  Esta solicitud debe contener,  bajo sanción de 

inadmisibilidad: a) Las generales de Ley de la persona física  o  la denominación   
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de  la persona jurídica   con las generales de Ley de su representante  legal· b) La  

indicación  del nombre del imputado y, en su caso, el tercero civilmente responsable,  

contra quien se va a proceder; e) El relato circunstanciado del delito en su agravio 

y exposición de las razones que justifican  su pretensión; y d) La prueba documental 

que acredita su derecho conforme al artículo 98° »  

En efecto, debe de constituirse por medio de una solicitud escrita, conteniendo   las 

generales de ley de la persona que está solicitando, con los datos del imputado y 

del tercero civil,  si lo hubiese, así como la fundamentación del petitorio y la 

acreditación documentaria de la legitimidad para constituirse. Asimismo,  debe 

sustentar en el proceso cómo es que ha sido perjudicado por la conducta atribuida 

al investigado y cómo es que este daño sufrido puede ser  resarcido, dado que la 

acción reparatoria es esencialmente patrimonial. En éste extremo el Acuerdo 

Plenario  6­2011 contempla lo siguiente: 

« (..) la Ley procesal exige que el perjudicado  -que ejerce su derecho de acción 

civil- precise específicamente el quantum indemnizatorio que pretende.  Ello 

conlleva a que individualice el tipo y alcance de los daños cuyo resarcimiento 

pretende y  cuánto  corresponde a cada tipo de daño que afirma  haber sufrido. Con 

esta medida  la norma procesal persigue dar solución a un problema  sumamente  

grave en nuestro ordenamiento judicial pues con el transcurrir del tiempo la práctica 

tribunalicia  revela que los montos dinerarios que se establecen por concepto de 

reparación civil en sede penal son relativamente menores y no guardan  relación ni 

proporción con el hecho que forma parte del objeto procesal». 
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Por otro lado,  el artículo 99° del Código procesal penal  regula el supuesto  de 

concurrencia  de peticiones "1.La  concurrencia  de peticiones se resolverá 

siguiendo el orden sucesorio previsto en el Código Civil. Tratándose de herederos  

que se encuentren  en el mismo  orden sucesorio, deberán designar apoderado 

común, y de no existir acuerdo explícito,  el Juez procederá a hacerlo.2.En  los 

supuestos indicados en el numeral 3 del artículo 94 el Juez,  luego de escuchar a 

los que se han constituido en actor civil, designará apoderado común». 

El artículo 102º del Código Procesal Penal preceptúa lo siguiente: 

«1.  El Juez de la Investigación Preparatoria, una vez que ha recabado información 

del Fiscal acerca de los sujetos procesales apersonados  en la causa y luego de 

notificarles la solicitud de constitución  en actor civil  resolverá dentro  del tercer día.  

2. Rige en lo pertinente,  y a los solos efectos del trámite,  el artículo 8°». 

El artículo 102.1 en su  última parte pareciera indicar que, una vez que ha recabado 

información del Fiscal acerca de los sujetos  procesales apersonados  en la causa 

y luego de notificarles la solicitud de constitución  en actor civil resolverá dentro del 

tercer día. Asimismo, el  numeral  dos del indicado  artículo  precisa  que para  

efectos  del trámite, rige lo dispuesto  en el artículo 8 del Código Procesal Penal 

(procedimiento  para el trámite de los medios de defensa  ­cuestión previa,  cuestión 

prejudicial y excepciones­  establece que dentro del tercer día de notificar la 

admisión  del medio de defensa, el juez llevará a cabo una audiencia con la 

intervención obligatoria del fiscal y, debe entenderse así,  facultativa de los otros  

sujetos  procesales). 



158 
 

Respecto a éste punto  el Acuerdo  Plenario   5­2011 establece en el fundamento  

18º «Lo  más importante,  además  del trámite previsto en el referido artículo  102° 

del aludido Código que establece La obligación del juez de recabar información   de 

Los sujetos procesales apersonados y correr traslado de La petición, a fin  de 

resolver  dentro del tercer día,  es  el hecho de analizar si este procedimiento  de 

constitución  en actor civil debe hacerse obligatoriamente con La celebración  de 

audiencia.19° La lectura asistemática  del artículo 102°, apartado 1),  del Código 

Procesal Penal puede sugerir a algunas personas  que el juez dictará la resolución 

sin otro trámite  que el haber recabado la información y fa notificación de la solicitud 

de constitución en actor civil.  Empero, el segundo apartado del indicado artículo 

precisa que para efectos del trámite rige lo dispuesto   en el artículo  8 º -se trata,  

como es obvio, de una clara norma de remisión-.  Esta última  disposición estatuye 

que el procedimiento   requiere como acto procesal central que el juez lleve a cabo 

una audiencia con la intervención  obligatoria del fiscal y,  debe entenderse así, con 

la participación facultativa de las otras partes  procesales.  No es  el caso,  por 

ejemplo,  del artículo 15º.2.c) del Código Procesal Penal que autoriza al juez,  bajo 

la expresión: "... de ser el caso': resolver un incidente  procesal determinado sólo si 

se producen determinados   presupuestos.  Resulta entonces  que el trámite de la 

constitución  en actor civil tendría que realizarse necesariamente  mediante 

audiencia, en cumplimiento de los principios procedimentales de oralidad y 

publicidad, y el principio procesal de contradicción establecidos en el artículo 1.2 del 

Título Preliminar  del Código Procesal Penal. Debe entenderse, desde esta 

perspectiva,  que el plazo de tres días fijado en el artículo 202 °.1   de la Ley Procesal 

Penal se refiere al paso de expedición de la resolución correspondiente -que en el 
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caso del artículo 8 º es de dos días de celebrada la audiencia como plazo máximo-

, pero ésta debe proferirse,  como paso posterior, de la realización de la audiencia». 

Por  estas consideraciones,  es  evidente  que,  el  trámite  de  la constitución en 

actor civil tendría que efectuarse necesariamente por medio de  audiencia;  en 

observancia  de los  principios de proceso publicidad,  contradicción y oralidad. En 

el caso de la oposición,  está deberá estar basada en  el cuestionamiento  

precisamente a la prueba documental que acredita el derecho del solicitante. La 

constitución  en actor civil implica por mandato legal el impedimento del agraviado 

a recurrir a la vía extrapenal. 

2.2. DEBERES Y DERECHOS DEL AGRAVIADO Y DEL ACTOR CIIVIL  

VILLEGAS PAIVA afirma que «La victima con el transcurrir del tiempo había 

quedado convertida en un mero elemento de prueba en el proceso penal, o en  el 

mejor de  los casos, solo se justificaba  su intervención  en aquel en el interés 

puramente  patrimonial  que podría tener, rechazando cualquier otro interés que 

pretenda manifestar.  El derecho a que la víctima obtenga  una reparación 

económica por los  daños que se le ocasionó el agresor con su proceder en el ilícito,  

es el único derecho que ha estado presente  a lo largo del tiempo, y que en el nuevo 

sistema procesal penal ha recobrado nuevos bríos, en tanto el CPP de 2004 

proporciona instrumentos normativos para hacer más real y efectiva la reparación 

civil.» 

En esa línea de ideas pormenorizamos  que el  agraviado o agravia­ dos, de ser el 

caso,  se constituyen  como actor civil  para, de acuerdo a los artículos 104 º y 1O5 

º del Código Procesal Penal estar facultados para deducir  nulidad  de actuados,  
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ofrecer medios  de investigación durante la etapa de  investigación  preparatoria,  

ofrecer medios de prueba  en la etapa intermedia, participar en los actos de 

investigación y de prueba, e intervenir en el juicio oral,  por intermedio  de su 

abogado, interponer los recursos  impugnatorios que la Ley prevé, intervenir en el 

procedimiento para la imposición  de medidas limitativa de derecho, cuando 

corresponda, formular solicitudes en salvaguarde de su derecho, colaborar con el 

esclarecimiento del hecho delictivo, de la intervención del autor o partícipe, y 

acreditar la reparación civil que pretende. 

Adicionalmente a los descritos, el actor civil no pierde los derechos que le asisten 

como agraviado y que están descritos en el artículo 95 del Código: 

«a) A ser informado  de los resultados de la actuación en que haya intervenido,  así 

como del resultado del procedimiento,  aun  cuando  no haya intervenido en él 

siempre que lo solicite; 

b) A  ser escuchado antes de cada decisión que  implique  la extinción  o suspensión 

de la acción penal   siempre que lo solicite; 

c) A recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes, y 

a la protección de su integridad,  incluyendo la de su familia. En los procesos por 

delitos contra la libertad sexual se preservará su identidad, bajo responsabilidad de 

quien  conduzca la investigación o el proceso. 

d) A  impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria.» 

Si  bien  al parecer la intervención  del actor civil  no sería exclusivamente 

patrimonial,  se puede ver que todas las facultades que se le otorgan no tienen otro 

fin que garantizar una resolución  condenatoria,  la misma que a la larga generará 



161 
 

el pago de la reparación correspondiente (pago que también puede buscar 

garantizar con estas facultades), para sí o para otros agraviados también. 

2.3. PROHIBICIÓN DE ACUDIR EN VIA EXTRAPENAL (ARTÍCULO 106 DEL 

CÓDIGO PROCESAL PENAL). REVISION DE SU CONTENIDO  

Un artículo que merece especial atención es el 106 del nuevo Código Procesal 

Penal, ubicado en el Capítulo  II (El actor civil), del Título  IV (La víctima), de la 

Sección IV (El Ministerio  Público y los demás sujetos procesales), del Libro I  

(Disposiciones   Generales), el cual dispone  expresamente  lo  siguiente:  «La 

constitución  en actor civil impide  que se presente al demanda indemnizatoria en la 

vía extrapenal.  El actor civil que se desiste como tal antes de la acusación fiscal no 

está impedido de ejercer la acción indemnizatoria en otra vía». Asimismo debemos  

citar el artículo 12.1    del mismo cuerpo de leyes: «El perjudicado por el delito podrá 

ejercer la acción civil en el proceso penal o ante el Orden Jurisdiccional Civil, Pero 

una vez que se opta por una de ellas, no podrá deducirla en la otra vía 

jurisdiccional».  Finalmente, el artículo 13.  l dispone que «El actor civil podrá 

desistirse de su pretensión de reparación civil  hasta antes del inicio de la Etapa 

Intermedia del proceso. Ello no perjudica su derecho  a ejercerlo  en la vía del 

proceso civil». 

Sin embargo,  nuestra posición,  es otra, la cual encuentra sustento  en los 

mecanismos  de interpretación de la ley procesal penal. Así según lo dispuesto por 

el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal, serán dos directrices, 

las que nos orienten  a plantear  una interpretación constitucional del referido 

dispositivo: 
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- La ley que coacte la liberta  o el ejercicio  de los derechos procesales de las 

personas,  así como la que limite un poder conferido a las panes o establezca 

sanciones procesales, será interpretada restrictivamente. 

- La interpretación extensiva y la analogía quedan prohibidas mientras no 

favorezcan la libertad  del imputado o el ejercicio  de sus derechos. 

Como  se podrá apreciar  de una simple  lectura  del artículo  106 del Código 

procesal penal,  este dispone una clara limitación  al ejercicio de un derecho 

procesal (impedimento de recurrir a la vía civil ante supuestos  de consecuencias 

dañosas que perviven  en la víctima), como lo es el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva, lo cual justifica que se realice una interpretación restrictiva del mismo. 

Previamente a desarrollar nuestras razones que justifican  un límite a lo dispuesto  

por el artículo 106 es necesario determinar  con precisión  cuáles son las  normas 

jurídicas contenidas en este artículo; a saber,  encontramos las siguientes: 

- Si  un sujeto agraviado por la comisión  de un delito  se constituye en actor 

civil  en un proceso penal; entonces, el mencionado  sujeto no podrá 

interponer una demanda indemnizatoria  en la vía extrapenal. 

- Si un sujeto agraviado por la comisión  de un delito se constituye como actor 

civil en un proceso penal y se desiste de ser actor civil antes de que el fiscal 

proceda a formular acusación, entonces, el mencionado sujeto podrá 

interponer una demanda indemnizatoria en la vía extrapenal. 

Sobre la base de  lo  expuesto planteamos  como  hipótesis  que  lo normado  por 

el artículo  106 no implica una limitación  absoluta a los actores civiles de recurrir a 

la vía extrapenal a solicitar la indemnización por los daños no reparados en sede 
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penal, sino una confirmación de que la tutela jurisdiccional   efectiva tiene límites, 

los cuales solo pueden  ser aceptados en la medida que sea razonables y 

proporcionales. 

Partimos de la premisa que la reparación civil debería cubrir el integro de los daños 

y perjuicios generados por el daño que fue resultado de la comisión u omisión  de  

un hecho generador de responsabilidad, en consecuencia  debería cubrir el monto 

del daño patrimonial  (daño  emergente y lucro cesante) y del daño extrapatrimonial 

(daño a la persona y daño moral)129;   sin embargo, el criterio fiscal y judicial 

imperante en la práctica jurisdiccional  peruana, se limita  a considerar el monto de 

la pérdida material efectiva producida,  en el caso de delitos patrimoniales o un 

monto discrecional destinado a  "cubrir los daños causados" en los supuestos de 

afectación a un bien jurídicamente protegido extrapatrimonial. 

La indebida o casi nula motivación en cuanto a la determinación de la reparación 

civil en las sentencias condenatorias trae como consecuencia la deficiente 

estimación de la pretensión civil. Así se apreciará que los jueces no determinan con 

claridad ni la cuantificación de los daños materiales ni la estimación de los daños 

inmateriales, como debería suceder, de tal manera que, hasta la fecha, los 

esfuerzos por incorporar criterios que permitan la evaluación de los daños 

ocasionados han sido infructíferos. Del mismo parecer es el profesor CHINCHAY 

CASTILLO130 cuando afirma "(... )  si hay alguna carencia clamorosa en el sistema 

                                                             
129 SAN MARTÍNCASTRO, César, Responsabilidad civil y proceso penal· algunos  aspectos 
procesales de la reparación civil. En: Responsabilidad civil.  Hacia la  unificación de criterios de 
cuantificación de los daños en materia civil, penal y laboral. Tomo II. A cura de Juan Espinoza 
Espinoza, Rodhas, Lima, 2006, pp. 29­40. 
130 CHINCHAY    CASTILLO,   Alcides. La  víctima  y su reparación civil  en el proceso penal peruano, 
en Gaceta Penal &Procesal Penal. Nº 25. Gaceta Jurídica, Lima, Julio,  2011, p 289. 
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penal, es la absoluta imprecisión técnica, para determinar el monto de la reparación 

civil. Esta se estima según el leal saber y entender del operador; y allí reside una de 

las causas por las cuales casi nunca a casi nadie satisface el monto de reparación 

civil."  
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CAPITULO V: LA REPARACION CIVIL EN EL PROCESO PENAL EN LA 

LEGISLACION COMPARADA 

2.1. TRATAMIENTO EN EL DERECHO PENAL COMPARADO 

2.1.1. CÓDIGO PENAL ARGENTINO  

En el Código Penal argentino la reparación civil es denominada reparación de 

perjuicios y comprende: a) la indemnización del daño material y moral causado a la 

víctima, a su familia o a un tercero; b) la restitución de la cosa obtenida por el delito, 

y si no fuere posible la restitución, el pago por el reo del precio corriente de la cosa, 

más el de estimación si lo tuviere; y, c) el pago de costas.  

Adviértase que en esta legislación es posible la indemnización en sede penal del 

daño causado a un tercero, a diferencia de lo que sucede en el Perú, por lo menos 

en lo que se refiere a la interpretación general efectuada en nuestro país por los 

operadores jurídicos, en tanto en el proceso penal peruano no se ha hecho ninguna 

diferencia entre agraviado (titular del bien jurídico lesionado) y víctima (la persona 

que sufre directamente las consecuencias del delito aun cuando no sea el titular del 

bien jurídico lesionado).  

2.1.2. CÓDIGO PENAL BOLIVIANO  

En este país a la reparación civil se le ha asignado el nomen juris de reparación de 

daños causados por el delito. El artículo 91 del Código Penal estipula que la 

responsabilidad civil comprende: a) la restitución de los bienes del ofendido; b) la 

reparación del daño causado; y, c) la indemnización de todo perjuicio causado a la 

víctima, a su familia o a un tercero.  
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Como en el caso argentino, el Código Penal boliviano ha previsto no solo la 

indemnización en sede penal en favor del titular del bien jurídico afectado por el 

delito, sino también en favor de terceros que hayan sufrido perjuicios como 

consecuencia del mismo.   

2.1.3. CÓDIGO PENAL COLOMBIANO  

En el Código Penal colombiano en vigor desde el año 2000, el capítulo sexto ha 

sido dedicado a la “responsabilidad civil derivada de la conducta punible”, 

estipulándose que la conducta punible origina la obligación de reparar los daños 

materiales y morales causados con ocasión de aquella.  

2.1.4. CÓDIGO PENAL FEDERAL MEXICANO  

Aun cuando se trata de un cuerpo normativo bastante antiguo, pues se encuentra 

en vigor desde el 17 de septiembre de 1931, el análisis del Código Penal Federal 

Mexicano resulta interesante por cuanto pertenece al grupo de códigos que 

consideran a la reparación del daño como una sanción penal.  

En efecto, bajo el título de “sanción pecuniaria”, el Capítulo V comprende a la multa 

y a la “reparación del daño” como clases de pena131. En cuanto a la reparación del 

daño, esta comprende: a) la restitución de la cosa obtenida por el delito y si no fuere 

posible, el pago del precio de la misma; b) la indemnización del daño material y 

moral causado; y, c) el resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

 

  

                                                             
131 Artículo 34 (primer párrafo).- La reparación del daño proveniente de delito que deba ser hecha 
por el delincuente tiene el carácter de pena pública y se exigirá de oficio por el Ministerio Público”. 
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2.1.5. CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE DE PUERTO RICO  

Esta normatividad, al igual que en el caso mexicano, considera la llamada 

“restitución” como una pena, al lado de la reclusión, restricción domiciliaria, multa, 

suspensión o revocación de licencia, permiso o autorización y la prestación de 

servicios en la comunidad. 

En Puerto Rico la llamada “pena de restitución” puede ser impuesta en adición a la 

pena que se le imponga al convicto por el delito cometido y consiste en la obligación 

de pagar a la parte perjudicada “daños y pérdidas” que le hubiere ocasionado a su 

persona o a su propiedad, como consecuencia del acto delictivo. Puede ser 

satisfecha por el condenado en dinero, mediante la prestación de servicios, o 

mediante la devolución de los bienes ilegalmente apropiados o su equivalente.  

2.1.6. CÓDIGO PENAL VENEZOLANO  

Este Código es un cuerpo normativo de reciente data pues se encuentra en vigencia 

desde octubre del año 2000. Según el artículo 120 de este Código la 

responsabilidad civil proveniente del delito comprende: a) la restitución de la cosa o 

su valor; b) la reparación del daño causado, solo cuando no haya lugar a la 

restitución; y, c) la indemnización de perjuicios. En esta normatividad, la 

indemnización podrá ser reclamada en sede penal no solo por el agraviado y su 

familia, sino también por todo aquel tercero que haya sufrido daño por razón del 

delito132.  

 

                                                             
132 “Artículo 122.- La indemnización de perjuicio comprenderá no solo los que se hubiesen causado 
al agraviado, sino también los que se hubieren irrogado por razón del delito, a su familia o a un 
tercero” 
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2.1.7. CÓDIGO PENAL ITALIANO  

Bajo el título de “De las Sanciones Civiles” (Delle Sanzioni Civili), el Código Penal 

italiano regula lo concerniente a las restituciones y resarcimiento del daño 

proveniente del delito, estableciendo que, además de las restituciones, a tenor de 

las leyes civiles, todo delito que haya ocasionado un daño patrimonial o no 

patrimonial, obliga al resarcimiento al culpable y a las personas que, a tenor de las 

leyes civiles, deben responder por el hecho de ellas.  

Adicionalmente, de acuerdo con la legislación italiana, tratándose del daño no 

patrimonial ocasionado por el delito, el culpable es obligado a la publicación de la 

sentencia de condena cuando ello constituya un medio de reparación133. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
133 “Artículo 186.- Además de lo prescrito en el artículo precedente y en otras disposiciones de ley, 
el delito obliga al culpable a la publicación, bajo su costo, de la sentencia de condena cuando la 
publicación constituya un medio para reparar el daño no patrimonial ocasionado por el delito”. 
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CAPITULO V: EL DELITO DE ROBO AGRAVADO 

1. TIPO PENAL  

El delito de Robo Agravado deriva del tipo básico de robo simple, previsto en el 

artículo 188, del Código Penal. Por ello cuando se realiza la subsunción de la 

conducta de esta clase de delito, no basta únicamente invocar el artículo 189ª del 

Código Sustantivo, pues esta norma no describe conducta alguna, si no contiene 

únicamente las circunstancias bajo las cuales la conducta básica del delito de robo 

simple se agrava. La frecuencia de su comisión y el incremento de problemas 

sociales como la delincuencia ha sido factor para que, en sus casi 20 años de 

vigencia del Código Penal, ha sido modificado en varias oportunidades. Es así, que 

de 7 modalidades agravadas desde la entrada en vigencia del Código Penal en la 

actualidad cuenta con doce modalidades, en la misma medida ha incrementado la 

penalidad del delito, lo cual ha sido objeto de críticas por los diferentes operadores 

jurídicos ya que su pena sobrepasa otros delitos como homicidio y violación sexual. 

El texto original fue modificado por la Ley N° 26319 del 01 de junio de 1994, luego 

el 21 de junio de 1996 se promulgó la Ley N° 26630, después fue modificado por el 

Decreto Legislativo N° 896 del 24 de mayo de 1998, asimismo siendo modificado el 

05 de junio del 2001 por la Ley N° 27472, asimismo el 03 de marzo del 2007, por 

Ley N° 28892, se ha ampliado el contenido del inciso 5 del citado artículo 189 del 

Código Penal. De igual manera por Ley N° 29407 de fecha 18 de setiembre del 2009 

se ha vuelto a ampliar el contenido del artículo 189 del Código Penal.   

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el robo es cometido: 

1. En casa habitada 
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2. Durante la noche o en lugar desolado  

3. A mano armada  

4. Con el concurso de dos o más personas  

5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o privado de 

pasajeros o de carga, terminales terrestres, ferroviarios, lacustres y fluviales, 

puertos, aeropuertos, restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje 

y lugares de alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de agua 

minero-medicinales con fines turísticos, bienes inmuebles integrantes del 

patrimonio cultural de la Nación y museos.  

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el robo es cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o mediante el 

empleo de drogas, insumos químicos o fármacos contra la víctima. 

3. Sobre bienes de valor científicos  

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la 

nación  

La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad de integrante 

de una organización delictiva o banda, o si, como consecuencia del hecho, se 

produce la muerte de la víctima o se le causa lesiones graves a su integridad física 

o mental. 

1.1. TIPICIDAD OBJETIVA   

El robo agravado es un delito que atenta contra el patrimonio, concretamente los 

derechos reales amparados en el ordenamiento jurídico, cuya sustantividad radica 



171 
 

en la forma o, mejor dicho, los medios que emplea el agente para apoderarse del 

inmueble, esto es la violencia y/o la amenaza de peligro inminente para la vida e 

integridad física del sujeto pasivo de la acción típica. Asimismo, agregados otros 

elementos que le otorgan un plus de antijuricidad penal, tanto por la forma de su 

comisión, las circunstancias que rodean el hecho punible, la calidad del autor, la 

mayor vulnerabilidad de la víctima, así como sus efectos perjudiciales; factores 

concurrentes y/o concomitantes, que han servido al legislador para construir 

normativamente la figura del robo agravado.                                          El agente 

haciendo uso de la violencia o amenaza sobre su víctima, sustrae un bien mueble 

total o parcialmente ajeno y se apodera ilegítimamente con la finalidad de obtener 

un provecho patrimonial, concurriendo en el accionar circunstancias agravantes 

previstas expresamente en nuestro Código Penal, asimismo es considerado un 

delito pluriofensivo al atacar una diversidad de bienes jurídicos. 

El robo agravado exige la verificación de la concurrencia de todos los elementos 

objetivos y subjetivos de la figura del robo simple, luego de verificarse la 

concurrencia de alguna agravante específica,  caso contrario, sería imposible hablar 

de robo agravado.  En ese sentido se pronuncia la Ejecutoria Suprema del 5 de 

setiembre del 2007 “cabe hacer mención que el robo agravado deriva del tipo básico 

de robo simple…por lo que no basta invocar solamente el artículo 189 del 

mencionado texto legal, cuando se realiza la subsunción de la conducta delictiva 

alguna, sino que contiene circunstancias bajo las cuales la conducta básica del 

delito de robo se agrava, en consecuencia debe de precisarse que la conducta 

corresponde al tipo básico” 
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1.1.1.  SUJETO ACTIVO  

Puede ser cualquier persona, el tipo penal no exige una cualidad especial para ser 

considerado autor, basta con que el agente cuente con capacidad psíquico-físico 

suficiente para cometer el injusto penal. El sujeto activo no podrá ser el propietario, 

sin embargo si puede serlo el copropietario, ya que el bien mueble objeto del delito 

puede ser “total o parcialmente ajeno”. 

1.1.2. SUJETO PASIVO   

Para PEÑA CABRERA FREYRE al ser el delito de robo agravado uno de naturaleza 

“pluriofensiva”, el sujeto pasivo será en definitiva el titular del bien mueble que es 

objeto de sustracción por parte del agente, con arreglo a la denominación que se 

glosa en el título V del Código Penal. Sin embargo, la acción típica que toma lugar 

en la construcción típica, importa el  despliegue de violencia física o de una 

amenaza inminente para la vida o integridad física, por lo que en algunas 

oportunidades, dicha coacción puede recalar en una persona ajena al dueño del 

patrimonio, que es apoderada por obra del autor. 134 

En razón a lo antes expuestos, cabe diferenciar dos variantes de sujetos pasivos: 

a) Sujeto pasivo del delito, quien es titular del objeto material del delito y, b) Sujeto 

pasivo de la acción típica, sobre quien puede recaer los actos físicos de violencia o 

los actos de amenaza.135 Ello no obsta a que en ciertos casos, haya de refundirse 

ambas cualidades en una sola persona. El sujeto pasivo del delito, puede ser tanto 

                                                             
134 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso. Derecho Penal Parte Especial. Editorial Idemsa, Tomo  II, 
2008, pág.208   
135 SALINAS SICCHA, Ramiro. Delitos contra el Patrimonio, p 123.   
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una persona natural como una persona jurídica, pero el sujeto pasivo de la acción 

típica, siempre debe serlo una persona natural.   

1.2.  MODALIDAD TIPICA 

1.2.1. ACCIÓN DE APODERAR  

Este elemento típico se constituye cundo el agente se apodera, apropia o adueña 

de un bien mueble que no le pertenece, al que ha sustraído de la esfera de custodia 

del que lo tenía antes, acto seguido debe haber un desplazamiento del bien a la 

esfera de custodia del agente para que funda su dominio sobre el bien y pueda o 

tenga la posibilidad real potencial de disponer como si fuera su dueño. 136 Asimismo, 

esta acción de apoderamiento debe de realizarse cumpliendo una de las agravantes 

establecidas en al artículo  189 del Código Penal.  

1.2.2. ILEGITIMIDAD DEL APODERAMIENTO  

Este elemento típico tiene que ver más con la antijuricidad que con la tipicidad, se 

constituye cuando el agente se apropia o adueña del bien mueble sin tener derecho 

sobre él, no cuenta con el sustento jurídico ni con el consentimiento de la víctima 

para generarse un ámbito de dominio y por tanto de disposición sobre el bien.137 

1.2.3. ACCIÓN DE SUSTRACCIÓN  

BRAMONT –ARIAS TORRES Y GARCÍA CANTIZANO aseguran que por 

sustracción se entiende toda acción que realiza el sujeto tendiente a desplazar el 

bien del lugar donde se encuentra. 138 ROJAS VARGAS refiere que por sustracción 

                                                             
136 ROJAS VARGAS, Fidel, 2000, p.148 
137 SALINAS SICCHA, Ramiro. Derecho Penal Parte Especial, Editorial Grijley,  5° edición, Lima, 
2013, p 985. 
138138 BRAMONT – ARIAS TORRES/GARCIA CANTIZANO, 1997,p.291 
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se entiende el proceso ejecutivo que da inicio al apoderamiento del bien mueble del 

ámbito de control del propietario  o poseedor.139 Por su parte SALINAS SICCHA 

afirma que se entiende por sustracción todo acto que realiza el agente orientado a 

arrancar o alejar el bien mueble de la esfera del dominio de la víctima.140 

1.2.4. VIOLENCIA Y AMENAZA COMO ELEMENTOS CONSTITUTIVOS 

DEL DELITO DE ROBO   

1.2.4.1. EMPLEO DE VIOLENCIA CONTRA LAS PERSONAS  

ROY FREYRE sostiene que la violencia consiste en el empleo de medios materiales 

para anular o quebrantar la resistencia que ha sido ofrecida por la víctima o para 

evitar una resistencia que se esperaba, obligándola de esta manera a padecer la 

sustracción del bien mueble141. Por su parte  PEÑA CABRERA precisa que existe 

violencia o “vis absoluta” cuando se aplica una energía física destinada a vencer la 

resistencia de la víctima. Atar, amordazar, golpear, empujar, apretar, o utilizar 

cualquier mecanismo es emplear violencia material. 142 

ROJAS VARGAS143 por su parte enseña que la violencia es el uso manifiesto, 

explosivo, –en menor o mayor grado– de la fuerza o energía física, mecánica, 

química y/o tecnológica de la que hace gala el sujeto activo para anular, reducir o 

dificultar la capacidad de respuesta de la víctima a efectos de efectuar la defensa 

de su patrimonio mueble. Las diversas modalidades prácticas que puede asumir se 

dirigen así a frustrar o imposibilitar la concreción de la voluntad de defensa de los 

                                                             
139 ROJAS VARGAS, Fidel, 2000, p.150 
140 SALINAS SICCHA, Ramiro, 2013, p. 985. 
141 ROY FREYRE, 1983, pág. 76  
142 PEÑA CABRERA, 1993, p 70  
143 ROJAS VARGAS, 2000, p 368  
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bienes muebles o vencer resistencias ante la acción ilícita de 

sustracción/apoderamiento que ejecuta el agente del delito.    

La Corte Suprema por ejecutoria del 06 de junio del 2000 ha indicado que “para la 

configuración del delito de robo es necesario que exista una vinculación tanto 

objetiva como subjetiva de la violencia con el apoderamiento; ello implica, que su 

empleo haya sido el medio elegido por el agente para perpetrarlo o consolidarlo”144 

Para SALINAS SICCHA145 la violencia puede ser usada por el agente hasta en tres 

supuestos: para vencer la resistencia, para evitar que el sujeto pasivo resista la 

sustracción; y para vencer la oposición para fugarse del lugar de la sustracción. Los 

dos primeros supuestos no presentar mayor problema ni discusión en la práctica 

judicial, en cambio, el último supuesto –el uso de la violencia sobre la víctima al 

momento de la fuga–  resulta polémico. ROJAS VARGAS146 denomina a este tipo 

de violencia “subsiguiente” para diferenciarlo de los tipos de violencia antecedente 

y concomitante, sostiene que la violencia subsiguiente a la sustracción es el 

momento previo inmediato al apoderamiento del bien y a la disponibilidad del mismo 

por parte del sujeto activo, definiendo cuadros de tipicidad referidos a la fase de 

alejamiento –o huida del sujeto activo del lugar de los hechos– del bien del ámbito 

de dominio y control del propietario, donde se suceden generalmente persecuciones 

policiales, también frustraciones o consumación del delito y cuadros de violencia en 

tal contexto.  

 

                                                             
144 Expediente  N° 3265-99-Amazonas, En ROJAS VARGAS, 2000, pág. 53  
145 SALINAS SICCHA, Ramiro, 2013, pág. 990  
146 ROJAS VARGAS, 2000, pág. 374 
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1.2.4.2.  LA AMENAZA DE UN PELIGRO INMINENTE   

ROY FREYRE147 sostiene que la amenaza no es mas que la violencia moral 

conocida en en el derecho romano como vis compulsiva, la misma que vendría a 

ser el propósito de causar un mal inminente que ponga en peligro la vida, la 

integridad corporal o la salud de una persona con el objeto de obligarla a soportar 

la sustracción o entregar de inmediato una cosa mueble. PEÑA CABRERA148 

escribió que la amenaza es toda coerción de índole subjetiva que se hace sufrir a 

una persona a fin de quebrar su voluntad permitiendo al reo a realizar así, el 

apoderamiento.  

SALINAS SICCHA 149 considera que la amenaza es un medio facilitador del 

apoderamiento ilegítimo consiste en el anuncio de un mal o perjuicio inminente para 

la vida o integridad física de la víctima, cuya finalidad es intimidarlo y de eso modo, 

que no oponga resistencia a la sustracción de los bienes objeto del robo.  Asimismo 

afirma que no es necesario que la amenaza sea invencible, sino meramente idónea 

o eficaz para lograr el objetivo que persigue el sujeto activo. La amenaza o promesa 

directa de un mal futuro puede hacerse por escrito, en forma oral o cualquier acto 

que lo signifique. Por otro lado, el tratadista asegura que la amenaza requiere de 

las siguientes condiciones: la víctima debe creer que exista la firme posibilidad de 

que se haga efectivo el mal con que se amenaza, el sujeto pasivo debe caer en la 

creencia de que no poniendo resistencia o, mejor dicho, dando su consentimiento a 

la sustracción evitará el perjuicio que se anuncia.     

                                                             
147 ROY FREYRE, 1983, pág. 77  
148 PEÑA CABRERA, 1993, pág. 71 
149 SALINAS SICCHA, 2013, pág. 993  
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ROJAS VARGAS150 afirma que el contenido de la amenaza es el de causarle la 

muerte o provocarle lesiones que afecten su integridad física o la de terceros 

estrechamente vinculados con ella e incluso  de terceros que acudan a su auxilio, 

quienes son así utilizados para coaccionar a la víctima.  

La amenaza puede materializarse hasta en tres supuestos: para impedir que la 

víctima se oponga a la sustracción, que la víctima entregue silenciosamente el bien 

mueble y tercero, cuando la amenaza es proferida en momentos que el sujeto activo 

se da a la fuga hasta el momento objetivo que logra el apoderamiento del bien 

mueble.  

1.2.5. CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES  

1.2.5.1.  ROBO EN CASA HABITADA       

La primera agravante de la figura delictiva de robo se verifica cuando aquel se 

efectúa o realiza en casa habitada. La acción realizada por el agente afecta  

diversos bienes jurídicos protegidos por el Estado por considerarlos fundamentales, 

como son afectaciones al patrimonio, inviolabilidad del domicilio y eventualmente 

afectación a la vida, la integridad física, libertad sexual, el honor, etc.     

Según GALVEZ VILLEGAS y DELGADO TOVAR151 el fundamento de esta 

agravación radica en los siguientes fundamentos: a) El agente evidencia un mayor 

peligro potencial, evidenciado en su gran temeridad al ingresar en un lugar habitado 

a sustraer los bienes de sus moradores y ejercer violencia contra éstos con la 

consecuente creación de un riesgo fundado para la vida, integridad física, y libertad 

                                                             
150 ROJAS VARGAS, 2000, pág. 994 
151 GALVEZ VILLEGAS, Tomas Aladino y DELGADO TOVAR, Walter Javier, Derecho Penal Parte 
Especial, Jurista Editores, Tomo II, Lima, 2011, pág. 772.   
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de las personas, quienes pueden reaccionar en defensa de sus bienes. b) La mayor 

audacia del agente para ejecutar el hecho c)  La grave lesión al derecho a la 

intimidad y privacidad de los moradores del recinto habitado. d) La pluriofensividad 

de la conducta, que afecta el patrimonio, la intimidad y la inviolabilidad del domicilio.  

Se discute en doctrina si la frase “en casa habitada” debe dársela una acepción 

restringida, limitándola solo al lugar donde moran una o más personas152 o amplía, 

entendida como todo espacio físico que cumpla el papel de servir de vivienda o 

habitación y donde una o varias personas viven habitual o circunstancialmente.  

La habitalidad requiere de un mínimo de permanencia en el lugar, por lo que no 

existirá la agravante en los casos de casas deshabitadas o abandonadas. Las 

universidades, oficinas de instituciones públicas o privadas, supermercados y 

demás establecimientos comerciales, que no se encuentran destinados a la 

habitación no podrán ser consideradas como casas habitadas; a excepción de las 

habitaciones ubicadas dentro de los citados lugares, ocupadas por los vigilantes, 

administradores, a los cuales se puede extender el significado de “casa habitada”. 

La delimitación física de casa habitada comprende a todos los comportamientos o 

divisiones interiores que conformen esta unidad física, es decir, se encuentran 

comprendidos, no solo las habitaciones, sino también los patios, el garaje, etc.  

1.2.5.2.  ROBO DURANTE LA NOCHE  

En esta agravante el legislador hace alusión a un factor natural que tiene que ver 

con el momento en que en que se realiza el hecho punible, la noche aparece cuando 

el sol se oculta por completo, oscureciéndose la claridad propia del día. Para PEÑA 

                                                             
152 BRAMONT-ARIAS TORRES/GARCIA CANTIZANO, 1997, pág. 297 
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CABRERA 153 este factor fue tomado por el legislador de acuerdo a concepciones 

de antaño, donde la criminalidad hacia furor sobre todo en las noches, donde los 

más avezados delincuentes salía a cometer sus fechorías con toda impunidad.  

Para SALINAS SICCHA154  el fundamento político criminal de esta agravante radica 

en que la noche es un espacio de tiempo propicio para cometer el robo, al 

presuponer la concurrencia de los elementos: oscuridad, mínimo de riesgo para el 

agente y facilidad mayor de apoderamiento al relajarse las defensas por parte de la 

víctima y presuponer condiciones de mejor ocultamiento para el sujeto activo del 

delito y evitar de este modo ser identificado por la víctima. 

La consumación o perfeccionamiento del robo tiene que hacerse durante la noche. 

Si en caso concreto se llega a determinar que los actos preparatorios se hicieron en 

el día y la consumación se produjo en la noche se configura la agravante, mas no 

ocurrirá agravante si llega a determinarse que los actos preparatorios se hicieron 

aprovechando la noche, pero la sustracción violenta se produjo en el día.  

1.2.5.3.  ROBO EN LUGAR DESOLADO  

Respecto al término “lugar desolado”, el Código Penal de 1863 se refirió a “robo en 

despoblado o camino público” (artículo 327.2), no existiendo referencia alguna al 

respecto en el Código Penal derogado de 1924. 

PEÑA CABRERA155  por su parte consideraba que el robo en lugar despoblado era 

lo mismo que robo en lugar desolado.  ROJAS VARGAS156 señala que lugar 

                                                             
153 PEÑA CABRERA FREYRE, Derecho Penal Parte Especial, Tomo II, pág.  179 
154 SALINAS SICCHA, Derecho Penal Parte Especial, 2013, pág. 1011   
155 PEÑA CABRERA, 1993, pág. 80  
156 ROJAS VARGAS, 2000, pág. 410    
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desolado será tanto el espacio físico sin población como el ámbito poblado que por 

factores diversos se halle sin gente: zonas industriales, calles extensas y solitarias, 

caminos y carreteras, zonas rurales alejadas de los pueblos o ciudades, etc.  

El legislador conlleva a una apreciación espacial-valorativo, puesto que al señalar 

como lugar desolado no debe entenderse, exclusivamente, como lugar donde no 

existe población alguna, como los lugares ubicados fuera del radio urbano, campo 

abierto, ausencia de construcciones, sino que por tratarse de lugares que sin ser 

despoblados por determinadas circunstancias, no transitan personas por el lugar; 

esta circunstancia de   desolación –la víctima difícilmente podrá ser objeto de 

salvamento por otra persona– debe ser determinante para facilitar la comisión del 

delito.  

1.2.5.4.  ROBO A MANO ARMADA  

Es la realización de la sustracción o apoderamiento del bien objeto del robo, 

haciendo uso de un arma (instrumento que cumple o puede cumplir una función de 

defensa o ataque). Según SOLER 157por arma debe entenderse aquel instrumento 

especial físicamente destinado a herir o dañar a la persona como cualquier otro 

objeto que sea transformado en arma por su destino, al ser empleado como un 

medio contundente.  

El agente emplea el arma, de cualquier modo para vencer la resistencia que realiza 

o pudiese realizar la víctima para proteger los bienes materia del delito, el arma 

debe haber sido utilizado o empleada por el agente en una efectiva acción violenta 

o intimidatoria para doblegar o evitar la resistencia de la víctima, se incluyen los 

                                                             
157 SOLER, Sebastián, Derecho Penal Argentino, T IV, pág. 222  
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casos de exhibición o utilización intimidante que posibilite la disminución o anulación 

de la posibilidad de defensa del bien mueble.  

Los instrumentos y/o objetos que han de ser calificados como arma, deben de haber 

sido los medios empleados por el agente para poder vencer la resistencia de la 

víctima, ver reducidos sus mecanismos de defensa y así poder apoderarse de los 

bienes muebles que se encuentran bajo su esfera de poder; violencia que debe ser 

continua y uniforme hasta lograr un total desapoderamiento, que permita al autor 

disponer de la cosa sustraída. 

PEÑA CABRERA158 señala que el fundamento de la agravante reposa en la singular 

y particular “peligrosidad objetiva”, revelada cuando el agente porta un arma cuya 

efectiva utilización puede desencadenar un evento lesivo de magnitud considerable, 

dada la naturaleza de los bienes jurídicos colocados en un estado de aptitud de 

afectación lo cual redunda en contenido de lo injusto típico de intensidad 

desvalorativa.   

Se pueden clasificar a las armas en: propias, que son aquellas específicamente 

destinadas al ataque o defensa de las personas, como las pistolas, escopetas, 

espadas, sables, etc.; e impropias, que son los objetos que sin estar destinados al 

ataque adquieren tal carácter por razón de su empleo como medio de agresión a 

las personas. No es necesario que el objeto se asemeje a un arma, es suficiente 

con que cumpla la función de potencializar la capacidad ofensiva del sujeto activo.159 

                                                             
158 PEÑA CABRERA, Raúl, Tratado de Derecho Penal, pág. 160   
159DONNA, Edgardo Alberto, Derecho Penal Parte Especial, T II-A y II-B, Rubinzal – Culzoni, 
Buenos Aires, 2001.  
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Según la sentencia recaída en el RN N° 5824-97-Huánuco  considera: “un arma es 

todo instrumento  real que incrementa la capacidad de agresión del agente y reduce 

la capacidad de resistencia dela víctima, de ninguna manera puede considerarse 

como robo simple la conducta desplegada por los referidos acusados, pues si bien 

es cierto que aparentemente son inocuas, pero sin embargo resultaron suficientes 

para lograr atemorizar a los agraviados, contra los que ejercieron violencia 

participaron más de dos agentes, en casa habilitada”.  

1.2.5.5. ROBO EN CUALQUIER MEDIO DE LOCOMOCIÓN DE 

TRANSPORTE PÚBLICO O PRIVADO DE PASAJEROS DE CARGA, 

TERMINALES TERRESTRES, FERROVIARIOS, LACUSTRE Y 

FLUVIALES, PUERTOS, AEROPUERTOS, RESTAURANTES Y AFINES, 

ESTABLECIMIENTOS DE HOSPEDAJES Y LUGARES DE 

ALOJAMIENTO, ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS, FUENTE DE 

AGUA MINERO-MEDICINALES CON FINES TURÍSTICOS, BIENES 

INMUEBLES INTEGRANTES DEL PATRIMONIO CULTURAL DE LA 

NACIÓN Y MUSEOS. 

A partir de la vigencia del decreto Legislativo N° 896, esta agravante se extendió no 

solo al robo cometido en vehículo de transporte ´público de pasajeros que estuviera 

prestando servicios “ sino que se amplió al tipo penal a cualquier medio de 

transporte público o privado de pasajeros o de carga. 

La agravante pierde coherencia y sistematicidad, pues se suponía que el 

fundamento de la agravante era la mayor peligrosidad que se configura cuando el 

robo se acomete en un medio de transporte público; tiene como antecedente los 
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atracos que acontecieron en algunos restaurantes de nivel en la ciudad de lima, 

donde sus comensales fueron sustraídos ilegítimamente de sus pertenencias, 

acompañado de armas de gran potencial. 

PEÑA CABRERA FREYRE160  señala si el fundamento es el mayor peligro que 

puede créase en lugares y/o recintos, que albergan a un número indeterminado de 

personas, debido haberse construido una fórmula abierta, en el cual se puede 

cobijar todo supuesto de hecho que se adecue a las características que se pretende 

estructurar en el dispositivo legal.  

En cuanto al agravante de robo en cualquier medio de transporte público o privado 

de pasajeros o de carga, se entiende a cualquier medio que se dedique al transporte 

de pasajeros, cualquiera sea la vía empleada, medio de transporte terrestre, 

marítimo fluvial o aéreo. No se incluye dentro de esta agravante los bienes que 

forman parte integrante o constituyen los propios medios de transporte, como llantas 

del bus, La radio del vehículo o el vehículo mismo etc. El robo debe producirse en 

el medio de transporte público, contra el cual –obviamente- se requiere que los 

sujetos pasivos se encuentran en el interior del mismo puesto que la sustracción de 

sus bienes se producirá empleado violencia o amenaza contra los mismos. 

1.2.5.6. ROBO FINGIENDO SER AUTORIDAD O SERVIDOR 

PÚBLICO O TRABAJADOR DEL SECTOR PRIVADO O MOSTRANDO 

MANDAMIENTO FALSO DE AUTORIDAD.  

El agente simula una cualidad que no posee: ser autoridad o servidor público o 

trabajador del sector privado acto que debe estar acompañado del empleo de 

                                                             
160 PEÑA CABRERA, Freyre, Derecho Penal parte Especial tomo II pág.225.   
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medios que den a su acción apariencia de veracidad como, el uso de carnés de 

identificación falsos,  para simular ser ejecutor o auxiliar coactivo de una 

municipalidad y bajo amenazas entrar en el domicilio de la víctima y sustraer sus 

bienes, de otro lado también puede fingir ser un trabajador de una empresa que 

presta servicios públicos como las empresas eléctricas, empresa prestaditas de 

servicios de agua potable y saneamientos, telefónicas, televisión por cable, gas, 

etc.,  a fin de lograr apedreamiento- mediante sustracción de los  bienes muebles. 

Para SALINAS SICCHA 161El agente  que muestra orden o mandamiento falso de 

autoridad; cuando un colaborador coactivo, secretario judicial a fin de ingresar a un 

local privado o un domicilio para ejecutar un embargo, se vale de un ordeno 

mandamiento que no corresponde con la realidad de las cosas sean elaboradas 

totalmente el documento o agregando aspectos que no coinciden con la voluntad 

del firmante; así también el sargento que ingresa a un domicilio privado con una 

falsa orden de allanamiento, quien realiza la acción típica puede ser cualquiera, 

alguien quien finge ser servidor público o un particular. No se dará esta hipótesis 

cuando el agente desconoce del origen falsario de la orden, a menos que la 

imputación se traslade al hombre de atrás, al superior jerárquico - como autor 

inmediato-, lo cual no podría ser de todos modos, pues este tiene autoridad para 

emitir dicha orden y, si desborda el marco de su actuación funcional será un acto 

típico de abuso de autoridad. Debe verificarse que el dato objetivo del tipo que la 

orden era legitima o legal, la agravante no se configura. 

1.2.5.7. ROBO EN AGRAVIOS DE MENOR EDAD O ANCIANOS   

                                                             
161 Salinas Siccha, R, Delitos contra el Patrimonio. Pág. 164 



185 
 

Según nuestra legislación se considera menor de edad a aquel cuya edad es de un 

día nacido hasta cumplir los dieciocho años. Se busca proteger la integridad física 

y efectiva de los menores de edad, quienes son más susceptibles, persona con 

discapacitada es   aquella que  tiene una o más deficiencias evidenciadas con la 

pérdida significativa de algunas de sus funciones físicas, mentales o sensoriales. 

PEÑA CABRERA162 señala el fundamento de la gravante en sus especiales 

características, que lo hace vulnerables, que todo menor de edad cuenta con dicha 

particularidad, parece ser un exceso, hubiese sido mejor delimitado a los catorce 

años. Se habla de un tenor literal que debe ser un agravio, para ello, debe consistir 

en afectación de que es objeto el sujeto pasivo, en cuanto sujeto pasivo de la acción, 

no en lo que respecta la titular del bien, lo que se quiere incriminar con mayor pena, 

son las consecuencias de mayor gravedad de que puede ser objeto un persona con 

tales cualidades, y no merma en puridad “patrimonial” tomando la naturaleza 

pluriofensiva del delito de Robo. Para TOMAS GALVEZ Y WALTHER DELGADO 

TOVAR163  el fundamento de la agravante se encuentra en la vulnerabilidad de la 

victimas aspectos que facilitan al agente la comisión delictiva, para la evidente 

ventaja de este respecto sujeto pasivo del delito, a la vez que revela la total 

indolencia del agente respecto a las personas vulnerables. 

El agente al momento de la  acción ( fomus comissi delicti), debe de saber que se 

trata de un victima que cuenta con las características anotadas en el dispositivo 

legal, era un menor de edad, era un anciano, no solo el dolo debe cubrir los 

                                                             
162 PEÑA CABRERA, Freyre, Derecho Penal parte Especial tomo II pág.229 

 
163 TOMAS GALVEZ Y WALTHER DELGADO TOVAR, Derecho Penal Parte especial tomo-II, pág. 
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elementos de tipificación básica sino también las que hacen de aquella circunstancia 

agravante.  

2.3.5.8.   ROBO SOBRE VEHÍCULO AUTOMOTOR 

Esta referido en casos en que le agente se apodera del vehículo, casos comunes 

de esta agravante son los robos de vehículos a las personas que se encuentran 

prestando el servicio de taxi, o cuyos conductores lo reducen, maniatan y arrojan a 

del vehículo en lugares desolados, procediendo los delincuentes a apoderarse del 

vehículo.  

SALINAS SICCHA164 considera innecesaria tal agravante pues, en cualquier caso 

era suficiente con los agravantes ya existentes para imponer pena drástica a los 

que se dedican a cometer robo de vehículos. Pero en fin, el legislador pensando 

erróneamente que robos de vehículos. 

1.2.5.8. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

El agravante se basa en el efecto perjudicial que se provocan como consecuencia 

de la conducta criminal, que trasvasa en marco  del bien jurídico que de forma 

preponderante  se pone en referencia con el articulo 189 (el patrimonio) pues si bien 

es cierto que el robo de sus dos modalidades implica el ataque a una serie de bienes 

jurídicos como la vida, el cuerpo, la salud, y la libertad de sujeto pasivo no es menos 

cierto que en su configuración típica este injusto no incide directamente en un 

resultado antijurídico que exteriorice también la concreta lesión a los intereses 

jurídicos lesionados, si las lesiones se verifican por otras circunstancias la agravante 

no se configura. 

                                                             
164 Salinas Siccha, Ramiro. Derecho Penal Especial, tomo I pág. 1031  



187 
 

Se configura o se perfecciona la agravante cuando la magnitud de las lesiones 

alcanza más de diez y menos de treinta días de asistencia facultativa o descanso 

por el trabajo (artículo 122 del C.P). No operan la agravante si las lesiones 

producidas no alcanzan solo a constituir faltas contra la persona. De ser el caso 

será robo simple. Aso como las lesione son deberían se r de un magnitud de lesión 

grave pues en tal caso se configura el agravante prevista en la última parte del 

numeral del artículo 189 del C.P. 

El acuerdo plenario N° 3-2009/CJ-116 ha establecido en su fundamento 12 como 

jurisprudencia vinculante lo siguiente: “en relación a las lesiones en el inciso 1 del 

segundo párrafo del artículo 189, cabe definir si ellas se corresponden con las 

referidas en el artículo 44° ( lesiones) 0 122° ( lesiones dolosas leves) C.P. es de 

mencionar que en estas dos disposiciones, la diferencia en la intensidad del daño a 

la salud de sujeto pasivo se establece en base a indicadores cuantitativos 

relacionadas con la incapacidad generada por la lesión o con el tiempo de asistencia 

facultativa que demanda. As, (i) si estas requieren hasta diez días de asistencia o 

descanso según prescripción facultativa, siempre que no concurran medios que no 

dan gravedad al hecho, se estará ante un falta de lesiones; (ii) si las lesiones 

requieran más de diez días y mensos de treinta días de asistencia o descanso, 

según prescripción facultativa, se estará ante un delito de lesione leves. Esta 

distinción sistemática debe servir para establecer cuando, con motivo de la comisión 

del acto de desapoderamiento, el ejercicio de violencia física con la producción 

subsecuente de lesiones configure el agravante que se examina. En tal sentido. Es 

pertinente destacar que como el delito de robo, según se tiene expuesto, requiere 
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para su tipificación el ejercicio de violencia física sobre la persona, los daños 

personales que esta pueda ocasionar forman parte necesariamente de esa figura 

delictiva. Entender, por tanto, que el supuesto agravado del inciso 1)    de la segunda 

parte del artículo 189° CP comprende toda clases de lesiones, con excepción de las 

graves por estar referida taxativamente al último párrafo del citado artículo 189CP”. 

Las lesione producidas a consecuencia del robo con subsumidas por esta 

agravante, no es posible jurídicamente formalizar denuncia penal y abrir un proceso 

penal por el delito de robo agravado por las circunstancias en comentario y a la vez 

por el delito de lesiones  como erróneamente todavía se estila en los estrados 

judiciales. 

Para SALINAS SICCHA165 el fundamento de la referida agravante radica en la 

concreción del peligro anunciado con la amenaza o previsible en los actos de 

violencia, circunstancias que evidencian la peligrosidad del agente, pues con la 

finalidad  de lograr su objetivo de sustraer bienes ajenos, no tiene miramientos para 

afectar bienes jurídicos fundamentales con  es la integridad  de las personas. 

1.2.5.9. CON ABUSO DE LA INCAPACIDAD FÍSICA O MENTAL DE LA 

VÍCTIMA O EMPLEO DE DROGAS, INSUMOS QUÍMICOS O 

FÁRMACOS CONTRA LA VÍCTIMA. 

En cuanto al agravante de la incapacidad física o mental de la víctima, se 

fundamenta en que el agente aprovecha de la especial vulnerabilidad de la víctima, 

que adolece de la incapacidad física o mental, para sustraerle sus viene muebles 

apoderarse lo los  mismos; es decir se aprovecha de la incapacidad de la víctima 
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de poder ejercer la defensa  de su patrimonio, así por ejemplo agente que roba un 

reloj a un apersona que adolece de ceguera, parálisis o s encuentra en cama por 

afectación  en su salud  o la victima adolece de retardo mental. 

Para la configuración del agravante se requiere que el agente actué con 

conocimiento de la incapacidad de la víctima y con voluntad de aprovecharse se tal 

situación haciendo uso de la violencia, la misma que facilita la comisión delictiva, si 

por lo contrario solo se aprovecha de la incapacidad sin hacer uso de la violencia o 

amenaza los hechos constituirán hurto más son robo. 

Para ROJAS VARGAS166esta sub-especie delictiva de la idea de que existe como 

base, como dato de la realidad, un estado de incapacidad observable en la victima 

que no ha sido creado ni propiciado por el agente y de lo  cual se aprovecha este 

para sustraer y apoderamiento en  bien  mueble objeto del delito. 

La modalidad de empleo de drogas, insumos químicos o fármacos contra la víctima 

se configura cuando el agente emplea drogas fármacos, barbitúricos así como 

cualquier otro tipo de sustancias que tienda a alterar las facultades psico-motrices 

de la víctima, colocándola en un estado de inconciencia; los medios utilizados 

reflejan una peligrosidad potencial para la vida y/o salud del ofendido será el caso 

de las denominadas “peperas”. 

El agente debe saber que la sustancia que está empleando ha se ser aquellas que 

se consignan en la redacción normativa, pues si por error las coloca en la bebida de 

la víctima, y así aprovecha para desposeer a la víctima de sus pertenencias, sería 

un acto constitutivo de hurto, viendo para ello la virtualidad efectiva del equivoco del 

                                                             
166 Rojas Vargas, F; Delitos contra el Patrimonio, cit  pág. 462 
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cual incurre el autor como afirma SALINAS SICCHA167, para efectos de la agravante 

el sujeto activo debe causar la incapacidad de su víctima a través de la droga, caso 

contrario, si se aprovecha de la situación de la víctima ya se encuentra drogada o 

en estado de ebriedad por ejemplo la agravante no se verifica. 

1.2.5.10.  COLOCANDO A LA VÍCTIMA A SU FAMILIA EN GRAVE 

SITUACIÓN ECONÓMICA 

Cuando el tipo penal utiliza la expresión “victima” hace referencia al sujeto pasivo 

del delito; es decir al propietario del bien mueble, en cuanto a la familia se entiende 

al núcleo familiar.  

Se presenta la agravante cuando la víctima o la familia que depende directamente 

de aquella, como consecuencia del robo han quedado desprovistas de los recursos 

económicos indispensables para satisfacer sus necesidades y de su familia. Sim 

embargo, para que opere el agravante no es necesario que la víctima quede en la 

pobreza o indigencia absoluta, solo se exige que esta quede en una situación 

patrimonial difícil de cierto agobio e inseguridad, el mismo que puede ser temporal 

o permanente.  

1.2.5.11.  SOBRE BIENES DE VALOR CIENTÍFICO O QUE INTEGREN 

EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN  

Resulta difícil saber que bienes tienen valor científico y cuales no correspondiendo 

al Juez determinar   tal calidad en cada caso concreto. Para ello sin duda necesario 

la concurrencia de personas calificadas en bienes de valor  científico para saber, 

para saber si se trata de bienes de tales características a modo de ejemplo ROJAS 
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VARGAS señala que trata de agravante del delito de hurto  los bienes de volar 

científico serían las maquinas o instrumentos  médicos de alta precisión, los riñones 

o corazones artificiales, microscopio o telescopios electrónicos aparatos o 

dispositivos higrométricos, espectrógrafos de última tecnología, etc.   

Los bienes que integran el patrimonio cultural de la nación son todos aquellos que 

constituyen testimonio de la creación humana, material o inmaterial expresamente 

declarados por su importancia artístico, científica, histórica y técnica. SALINAS 

SICCHA168, considera que esta agravante constituye una excepción a los delitos 

contra el patrimonio pues aquí no interés tanto el interés económico que  pueda 

tener del bien sustraído , tampoco interese que el agente obtenga provecho 

económico del mismo debido a que muy bien puede sustraerlo para tenerlo de 

adorno o colección, etc. Lo único que interesa es saber si el bien tiene valor cultual 

expresamente reconocido y el agente conocía de tal cualidad, caso contrario 

estaríamos ante la figura de robo clásico. 

Para configurarse la circunstancia agravante, la sustracción haciendo uso de la 

violencia o amenaza, debe hacerse de museos o de lugares donde los bienes de 

valor cultural se encuentran protegidos, si la sustracción se hace de yacimientos 

arqueológicos la agravante no aparece configurándose el delito contra el patrimonio 

cultural. 

1.2.5.12.  CUANDO EL AGENTE ACTUÉ EN CALIDAD DE 

INTEGRANTE DE UNA ORGANIZACIÓN DELICTIVA O BANDA, O SI 

COMO CONSECUENCIA DEL HECHO SE PRODUCE LA MUERTE DE LA 

                                                             
168 Salinas Siccha, Ramiro; Derecho Penal Parte Especial. Pág. 1039   
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VÍCTIMA O SE LE CAUSA LESIONES GRAVES A SU INTEGRIDAD FÍSICA 

O MENTAL. 

Para la aplicación del agravante el agente debe ser integrante de una organización 

delictiva o banda.  Como señala la corte suprema de Justicia en su acuerdo plenario 

N° 8-20077CJ-116 “la agravante que contempla el párrafo in fine del citado artículo 

alude a un proceder singular o plural de integrantes de una organización criminal 

sea esta de estructura jerárquica- vertical o flexible- u horizontal (...) en la 

organización criminal la pluralidad de agentes es un componente básico de su 

existencia mas no de su actuación. Es decir, esta clase de agravante exige 

mínimamente que el agente individual o colectivo del robo sea siempre parte de una 

estructura criminal y actué en ejecución de los designios de esta” 

En palabras de ROJAS VARGAS169, tender a diferenciar organización delictiva de 

banda con la argumentación que la primera alune a subsume o la asociación ilícita 

a nivel de realización practica o dinámica de la misma, como un grado de desarrollo 

vinculado directamente a la ejecución del delito mientras que la “banda” está al 

margen de tal posibilidad incluso es postular un singular criterio o discriminador de 

base débil por su cuestionable y escasa contrastación. 

Se configura la agravante cuando el autor o coautores cometan el robo en nombre 

o disposición del grupo. La ejecutoria del 14 de enero de 2004170, recoge un hecho 

real en la cual los agentes conformaban una organización delictiva destinada a 

cometer delitos contra el patrimonio. En efecto, allí se expresa que: “en el caso de 

                                                             
169 Rojas Vargas, F; Delitos Contra el Patrimonio, cit., pág. 485   
170 Expediente N° 2531-2003.Huara-, en castillo alva, 2006b, pág. 300. 
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autos se encuentra acreditada la comisión del delito y la responsabilidad  penal de 

Roger… y miguel…, quienes con el ya fallecido Arturo… conforman un grupo de 

delincuentes que utilizan arma blanca han cometido diversos  actos delictivos  en 

diferentes lugares de la jurisdicción de chancay- Huaral, concretamente el día 20 de 

enero del   2003, bajo la modalidad de colectivo en un vehículo conducido por el 

encausado José… logramos que a la altura del kilómetro uno y medio de 

Lagarteare- chancay- Huaral, abordaron las agraviados Hilda… y liset …, para luego 

de recorrer unos 500 metros el conductor  premeditadamente detener el vehículo, 

procediendo los delincuentes a despojarlos de sus pertenencias consistentes en un 

teléfono celular, reloj pulsera, alhajas y dinero en efectivo siendo conducidos hasta 

el cerro conocido  como” la culebra” donde los abandonaron”  

Si se determina que el actuó sin conocimiento de la organización a la que pertenece 

o por que dejo de ser miembro de aquella, la agravante no se configura. 

Respecto a la agravante de robo con lesiones graves a la integridad física o mental 

de la víctima; se configura cuando el agente o agentes por actos propios del uso de 

la fuerza o amenaza para sustraer el modo ilícito los bines de su víctima, le causan 

lesiones físicas o mentales. Las lesiones deben ser deben ser de magnitud de los 

supuestos taxativamente indicados en el artículo 121 del Código Penal. CREUS171 

sostiene que deben considerarse, para la configuración de la agravante, no solo las 

lesiones dolosas sino también las culposas o preterintencionales. 

Las lesiones graves pueden ser sobre el propietario de los bines o sobre los 

poseedores o tenedores de los bienes objeto de la sustracción. Si por lo contrario 

                                                             
171 Creus: Ob. Cit., cit  
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las legiones son ocasionadas por terceros como, por ejemplo, personas que 

ocasionalmente se presentaron en defensa de la víctima o efectivos policiales, la 

agravante no se configura. 

Respecto al robo si como consecuencia del hecho se produce la muerte de la 

víctima; la agravante señalada se configura cuando el agente, como consecuencia 

de sus los actos propios del uso de la violencia para lograr el apoderamiento o para 

vencer la resistencia de quien se opone a la sustracción y apoderamiento de los 

bienes le ocasiona o produce la muerte de la víctima. 

PEÑA CABRERA FREYRE señala: “habremos de fijar esta agravante conforme una 

imputación subjetivo a título de culpa (...), la muerte no puede estar abarcada por el 

dolo de agente. (…) la muerte debe ser ocasionada en la misma acción típica, que 

el agente no mide la violencia que está ejerciendo, esta tan interesado en hacerse 

de la tenencia de los objetos, que despliega un fuerza física suficiente para causar 

su muerte, por ello negamos su admisión cuando concurre dolo directo o dolo 

eventual”. 

TOMAS GALVEZ Y WALTER DELGADO172, señalan “que se trata de una figura 

compleja que comprende en su estructura a dos eventos delictivos considerados 

graves, como son la extinción de la vida de una persona (homicidio) y la sustracción 

y apoderamiento de los bienes muebles a través del ejercicio de la violencia, por su 

parte SALINAS SICCHA, señala “Según la redacción de la circunstancia agravante 

se entiendo que el resultado final de muerte puede ser consecuencia de acto doloso 

                                                             
172 Tomas Gálvez  y Walter Delgado. Derecho Penal Parte Especial tomo II, pág. 
810   
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o culposo. Asimismo, para estar ante de su víctima, esta debe producirse por los 

actos propios del uso de la violencia o amenaza el acto mismo de la sustracción. 

(...)  Para concluir con el análisis de las agravantes del delito de robo, es pertinente 

dejar establecimiento que las ultimas agravantes de ningún modo constituyen 

resultados preterintencionales.   

3. MARCO CONCEPTUAL  

Para el desarrollo consideramos importante definir operacionalmente los siguientes 

términos: 

PROCESO JUDICIAL   

El proceso es el conjunto de actos dirigidos a la resolución de un conflicto, y resulta, 

en último término, un instrumento para cumplir los objetivos del estado: imponer a 

los particulares una conducta jurídica, adecuada al derecho, y, a la vez, brindar 

tutela jurídica.   

DELITO  

Acción típica, antijurídica y culpable. Acto tipificado como tal en la ley, contrario al 

derecho y en el que el agente ha tenido dominio sobre las circunstancias, es decir, 

que por voluntad no ha desarrollado una conducta diferente. Existen dos clases de 

delitos; delito culposo, el que se comete por descuido o falta de cuidado, y el delito 

doloso, el que se comete intencionada y voluntariamente. 

ROBO AGRAVADO 

El robo es un delito pluriofensivo y complejo, cuyo sujeto activo puede ser cualquier 

persona y exige que el agente no sólo actúe con dolo sino también con una especial 
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intención de aprovecharse del bien, se considera que el hecho típica como  robo 

agravado cuando se configuran las agravantes establecidas en el artículo 189 del 

Código Penal, a saber son:  

- En casa habitada. 

- Durante la noche o en lugar desolado. 

- A mano armada. 

- Con el concurso de dos o más personas. 

- En cualquier medio de locomoción de transporte público o privado de 

pasajeros o de carga. 

- Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del sector privado o 

mostrando mandamiento falso de autoridad. 

- En agravio de menores de edad o ancianos. 

- Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

- Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o mediante 

- El empleo de drogas y/o insumos químicos o fármacos contra la víctima. 

- Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica. 

- Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la 

nación. 

REPARACIÓN CIVIL 

Resarcimiento del bien o indemnización por quién produjo el daño delictivo, cuando 

el hecho afectó los intereses particulares de la víctima. Según el art. 93 del Código 

penal, la reparación civil comprende: a) La restitución del bien o, si no es posible, el 

pago de su valor; y b) La indemnización de los daños y perjuicios. La reparación 
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civil es solidaria si participaran varios culpables. Su cumplimiento no está limitado a 

la persona del infractor (es) sino que puede ser transmisible a sus herederos y 

terceros. 

INCUMPLIMIENTO DE LA REPARACIÓN CIVIL  

Se puede entender por incumplimiento de la reparación civil, el no pago de esta por 

parte de aquella persona que es considerado como autor el delito, en ese sentido 

no se llega a restituir el agravio causado a la víctima.  

DAÑO 

Es la afectación o lesión a un interés o bien jurídico, la misma que significa un 

menoscabo al valor de uso o valor de cambio del bien, si se trata de un bien jurídico 

de naturaleza patrimonial, o a su naturaleza intrínseca si se trata de un bien jurídico 

extra patrimonial, afectación que debe provenir de una acción u Omisión del 

causante, al que se le imputa su producción o resultado, a través del 

correspondiente factor de atribución de responsabilidad, y susceptible de reparación 

conforme al Derecho “173. El daño debe ser directo y debe haberse producido, 

aunque no precisa ser actual. El daño futuro no es objeto de reparación civil en el 

proceso penal174.  

 

 

                                                             
173 Cfr. GALVEZ VILLEGAS, Tomas Aldino, la reparación civil en el proceso penal, segunda edición, 
IDEMSA, lima, 2005, p.128. 
174 Cfr. CATACORA GONZÁLEZ, Manuel. Manual de Derecho Procesal Penal, Rhodas, Lima, 1996, 
p. 367. 
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AGRAVIADO 

Se entenderá por agraviado a las personas que individual o colectivamente hayan 

sufrido daños, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida 

financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 

consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente.  
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TERCERA PARTE  

CONTRASTACIÓN EMPIRÍCA DE LOS RESULTADOS Y LAS 

HIPÓTESIS JURÍDICAS  
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1. DATOS OBTENIDOS DE LOS EXPEDIENTES ANALIZADOS  

CASOS EN LOS QUE SE HA INCUMPLIDO EL PAGO DE LA REPRACIÓN CIVIL 

POR PARTE DE LOS SETENCIADOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO  

 

N° EXPEDIENTE DELITO PAGO REPARACIÓN 
CIVIL 

SI NO 

01 Nº 00035-2015-96-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

02 Nº 00368-2015-76-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

03 Nº 00465-2014-36-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

04 Nº 00492-2014-30-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 

05  Nº 00289-2015-25-1201-

JR-PE-03 

Robo 

Agravado 

 X 

06 Nº 00159-2014-35-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

07 Nº 00661-2015-70-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

08 Nº 00715-2013-88-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 
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09 Nº 00909-2015-82-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

10 Nº 01102-2014-78-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

11 Nº 01141-2013-97-1201-

JR-PE-03 

Robo 

Agravado 

 X 

12 Nº 01270-2014-40-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 

13 Nº 01361-2015-77-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

X  

14 Nº 01406-2014-28-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

15 Nº 01622-2014-43-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

16 Nº 01398-2014-17-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 

17 Nº 01993-2014-31-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

18 Nº 02453-2015-42-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

19 Nº 05729-2015-60-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 
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20 Nº 00159-2014-35-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

21 Nº 00715-2013-88-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 

22 Nº 00909-2015-82-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

23 Nº 01102-2014-78-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

24 Nº 01270-2014-40-1201-

JR-PE-02 

Robo 

Agravado 

 X 

25 Nº 02453-2015-42-1201-

JR-PE-01 

Robo 

Agravado 

 X 

 

 

Que, del análisis de la muestra, consistente en 25 expedientes sobre robo agravado, 

que se tramitaron en los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco, se advierte 

que en 24 procesos penales sentenciados, que equivalen al 96 % del total de la 

muestras, no se ha cumplido con el pago de la reparación civil, mientras que en un 

sólo proceso que equivale el 4% del total se ha cumplido con el pago de la 

reparación civil. Los datos reflejan guardan relación con la condición socio-

económica de los sentenciados, el mismo que se advierte de sus generales de ley. 
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2. DATOS OBTENIDOS DE LA ENCUESTA, DIRIGIDO A OPERADORES DEL 

PROCESO PENAL  

 

MUESTRA 

JUECES 10 

FISCALES 10 

ABOGADOS 10 

 

 

3. INTERPRETACION DE LOS CUESTIONARIOS 

 

PRIMERA PREGUNTA DEL CUESTIONARIO  

¿Cree usted, que las normas sustantivas y procesales referidas al pago de la 

reparación civil permiten que se efectivice el pago de la reparación civil a las 

víctimas del delito de robo agravado en nuestro ordenamiento penal? 

 

ENTREVISTADO/ 

RESPUESTA 

SI % NO % 

JUECES 2 20 % 8 80% 

FISCALES 2 20% 8 80% 

ABOGADOS 4 40% 6 60% 
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INTERPRETACION DE RESULTADOS 

 De la información procesada podemos establecer que las diversas unidades 

de análisis de la muestra: jueces (80%), fiscales (80%) y abogados (60%) 

aciertan en que las normas sustantivas y procesales referidas al pago de la 

reparación civil no permiten que se efectivice el pago de la reparación civil 

las víctimas del delito de robo agravado, toda vez que la media porcentual 

llega a una medida de 73.33 %. 
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SEGUNDA PREGUNTA DEL CUESTIONARIO  

¿Cree usted, que los ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo 

mínimo vital influyen en el incumplimiento del pago de la reparación civil? 

 

ENTREVISTADO/ 

RESPUESTA 

SI % NO % 

JUECES 9 90% 1 10% 

FISCALES 9 90% 1 10% 

ABOGADOS 10 100% 0 0% 

 

 

INTERPRETACION DE RESULTADOS 

 De la información procesada podemos establecer que las diversas unidades 

de análisis de la muestra: jueces (90%), fiscales (90%) y abogados (100%) 

han respondido en sentido afirmativo que los ingresos económicos inferiores 

o iguales al sueldo mínimo vital influyen en el incumplimiento del pago de la 

reparación civil, toda vez que la media porcentual llega a una medida de 

93.33%.;  Consideramos que los datos expresados responden a la 

experiencia de las unidades de nuestra muestra, pues en sus dictámenes los 

fiscales precisan las condiciones socio-económicas de los acusados, de igual 

forma, los jueces tienen conocimiento sobre la condición económica de los 

sentenciados, conocimiento que no es ajeno a los abogados defensores.    
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TERCERA PREGUNTA DEL CUESTIONARIO  

¿Cree usted,  que el incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos por robo agravado causa agravio moral y económico a la víctima? 

 

ENTREVISTADO/ 

RESPUESTA 

SI % NO % 

JUECES 10 100 % 0 0 % 

FISCALES 10 100 % 0 0 % 

ABOGADOS 10 100 % 0 0 %  

 

 

INTERPRETACION DE RESULTADOS 

 

 De la información procesada podemos establecer que las diversas unidades 

de análisis de la muestra: jueces (100%), fiscales (100%) y abogados (100%) 

aciertan en que incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos 

por robo agravado causa agravio moral y económico a la víctima, toda vez 

que la media porcentual llega a una medida de 100%.  
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CUARTA PREGUNTA DEL CUESTIONARIO  

¿Cree usted, que los montos por concepto de reparación civil fijada en la 

sentencia, es proporcional al daño causado en los procesos de robo 

agravado? 

 

ENTREVISTADO/ 

RESPUESTA 

NO % SI % 

JUECES 1 10% 9 90% 

FISCALES 7 70% 3 30% 

ABOGADOS 8 80% 2 20% 

 

INTERPRETACION DE RESULTADOS 

 

 De la información procesada podemos establecer que las diversas unidades 

de análisis de la muestra: jueces (10%), fiscales (70%) y abogados (80%) 

aciertan en que los montos por concepto de reparación civil fijada en la 

sentencia, no es proporcional al daño causado en los procesos de robo 

agravado, toda vez que la media porcentual llega a una medida de 53.33%.  
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QUINTA PREGUNTA DEL CUESTIONARIO  

¿Cree usted, que lo sentenciados por el delito de robo agravado cumplen con 

el pago de la reparación civil? 

 

ENTREVISTADO/ 

RESPUESTA 

SI % NO % 

JUECES 4 30% 6 60% 

FISCALES 2 20% 8 80% 

ABOGADOS 2 20% 8 80% 

 

 

INTERPRETACION DE RESULTADOS 

 

 De la información procesada podemos establecer que las diversas unidades 

de análisis de la muestra: jueces (60%), fiscales (80%) y abogados (80%) 

aciertan en que lo sentenciados por el delito de robo agravado no cumplen 

con el pago de la reparación civil, toda vez que la media porcentual llega a 

una medida de 73.33%.  
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4. CONTRASTACIÓN DE LA HIPÓTESIS Y VERIFICACIÓN DE VARIABLES DE 

LA INVESTIGACIÓN 

Con lo desarrollado en la presente investigación, con la información doctrinaria e 

información estadística presentado a lo largo de la investigación, se ha logrado 

demostrar las hipótesis esbozadas al inicio del presente trabajo de investigación. 

 El Análisis y contratación de las variables independientes y dependientes 

correspondiente a la hipótesis objeto de la presente tesis, nos permitió determinar 

lo siguiente: 

4.1. CONTRASTACIÓN DE LA HIPÓTESIS PRINCIPAL 

Los ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital que perciben 

los sentenciados por el delito de Robo Agravado influyen en el incumplimiento del 

pago de la reparación civil en los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco, 

2014-2015. 

Conforme a las resultados contrastados en el segundo cuadro, queda demostrado 

la hipótesis principal, pues ello es fruto del resultado de la encuesta realizada  a 

jueces, fiscales y abogados, de lo cual podemos concluir que  los ingresos 

económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital que perciben los 

sentenciados por el delito de Robo Agravado influyen en el incumplimiento del pago 

de la reparación civil.  
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4.2. CONTRASTACIÓN DE LA PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

El índice de incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos seguidos 

por el delito de Robo Agravado es del 70 % en los Juzgados Penales de la Provincia 

de Huánuco. 

Conforme a las resultados contrastados en el quinto cuadro, queda demostrado la 

primera hipótesis específica, pues ello es fruto del resultado de la encuesta 

realizada  a jueces, fiscales y abogados, quien son conocedores de la materia, de 

lo cual podemos concluir que  el índice de incumplimiento del pago de la reparación 

civil en los procesos seguidos por el delito de Robo Agravado es mayor a 70 %, en 

los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco, toda vez que los sentenciados 

no han cancelado el monto integro de la Reparación Civil.  

4.3.  CONTRASTACIÓN DE LA SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

El incumplimiento del pago de la reparación civil en los procesos seguidos por el 

delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de  la Provincia de Huánuco, 

2014-2015,  genera como consecuencias en el agraviado un perjuicio moral y 

económico. 

Conforme a las resultados contrastados en el tercer cuadro, queda demostrado la 

segunda hipótesis específica, pues ello es fruto del resultado de la encuesta 

realizada a jueces, fiscales y abogados, quien son conocedores de la materia, de lo 

cual podemos concluir que el incumplimiento del pago de la reparación civil causa 

agravio moral y económico a la víctima, toda vez que no se ha resarcido el daño 

causado. 
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CONCLUSIONES 

La presente investigación tuvo como objetivo general determinar cuáles son los 

factores que influyen en el incumplimiento del pago de la reparación civil en los 

procesos seguidos por el delito de Robo Agravado en los Juzgados Penales de la 

Provincia de Huánuco, 2014-2015. Esto, con la finalidad de mejorar la situación de 

los agraviados, ya que en la mayoría de los casos los sentenciados por el delito de 

robo agravado no pagan la reparación civil impuesta, de esta manera dejándose de 

lado la reparación integral de la víctima por el daño causado con el delito.   

Para demostrar esto, primero se realizó un análisis de las sentencias judiciales 

donde se había determinado el pago de la reparación civil  y su respectivo 

cumplimiento por parte de los sentenciados; y en segundo lugar realizamos 

encuestas a los operadores jurídicos (jueces, fiscales y abogados).  

De las encuestas realizadas a las operadores jurídicos (jueces, fiscales y abogados) 

se concluye que los ingresos económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital 

que perciben los sentenciados por el delito de Robo Agravado influyen en el 

incumplimiento del pago de la reparación civil en los Juzgados Penales de la 

Provincia de Huánuco,   2014-2015, por una parte tenemos a los sentenciados que 

aun purgan condena en el centro penitenciario y las labores que realizan en los 

talleres apenas abastece a la canasta básica de sus familiares, dejando de lado la 

responsabilidad civil contraída con el agraviado; Asimismo tenemos a los  

sentenciados que han sido resocializados y reinsertados a la sociedad, los cuales 

sufren de una  estigmatización y por tal razón no pueden encontrar trabajo o 

encuentran uno donde la subvención económica es precaria.  
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Conforme a las resultados contrastados en el segundo cuadro, queda demostrado 

la hipótesis principal, pues ello es fruto del resultado de la encuesta realizada  a 

jueces, fiscales y abogados, de lo cual podemos concluir que  los ingresos 

económicos inferiores o iguales al sueldo mínimo vital que perciben los 

sentenciados por el delito de Robo Agravado influyen en el incumplimiento del pago 

de la reparación civil.  

Con el segundo objetivo se busca determinar cuál es el índice de incumplimiento 

del pago de la reparación civil en los procesos seguidos por el delito de Robo 

Agravado en los Juzgados Penales de la Provincia de Huánuco. 

Se determinó con los resultados obtenidos de la muestra (consistente en 25 

expedientes en grado de ejecución de sentencia sobre robo agravado), que el índice 

de incumplimiento de la reparación civil es del  96 %. 

Con el tercer objetivo se busca diagnosticar y analizar cuáles son las consecuencias 

que genera en la victima el incumplimiento del pago de la reparación civil. Nos 

permite concluir que las consecuencias del incumplimiento de la reparación civil 

causa un perjuicio  económico y  moral en la víctima.  

Es importante informar que la situación en que viven los agraviados en el Perú es 

una realidad compleja y critica, debido a que  el agraviado, al ser directa  o 

indirectamente afectado en aspectos tan valiosos como su patrimonio, su integridad 

física, su indemnidad sexual o su propia vida, la víctima inocente de la negligencia 

o de la maldad de su agresor; usualmente no encuentra satisfacción en las 

sentencias penales (al ser estas desproporcionales al daño sufrido), y mucho menos 
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en lo que respecta a la reparación civil (ya que es desproporcional y en la mayoría 

de los casos es incumplida).  
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RECOMENDACIONES  

En el proceso penal peruano no se le da la debida importancia a la reparación civil, 

es tanto el descuido de la legislación vigente que estando amparados en una 

sentencia los agraviados no pueden hacer efectivo el cobro de la reparación civil. 

Esto debido a que los sentenciados aseguran no tener los recursos económicos 

necesarios para realizar el pago, se declaran insolventes, no se puede realizar el 

embargo porque no tiene bienes o a transferidos sus bienes a otra persona, 

dejándose de lado su derecho al resarcimiento del daño causado.  En ese sentido, 

el Estado debe de garantizar el derecho de restitución del agraviado.  

La falta de interés del pago de la reparación civil  proviene tanto de jueces, fiscales 

y abogados, asimismo no basta con la existencia de determinadas normas en el 

Código Procesal Penal o Código Procesal Civil, si no que se debe de dar un 

tratamiento a la institución de la reparación civil así como a las formas, plazos y 

modos de su ejecución.  

El modelo garantista que pregona el Código Procesal Penal del 2004 enfoca una 

protección de las garantías constitucionales en favor del delincuente, dejando de 

lado al agraviado y su derecho constitucional al resarcimiento del daño sufrido; a 

través del presente trabajo de investigación proponemos que debe de 

implementarse un Ministerio de defensa para la víctima del delito, lo cual permitirá 

que las víctimas hagan valer sus propios derechos. 

Es evidente que los montos por reparación civil fijadas en la sentencia –en el 

presente caso por el delito de robo agravado– son exiguos y carente de contenido 
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reparador ya que no es proporcional al daño causado, los jueces al momento de 

determinar la reparación civil deben de realizar una idónea fundamentación y debida 

motivación con respecto  al monto determinado, el pago de la reparación civil debe 

comprender la restitución del bien y si no es posible el pago de su valor y la 

indemnización de los daños y perjuicios. 
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ENCUESTA –FORMA 1 

 

 

TEMA DE INVESTIGACIÓN: “EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS 

PROCESOS SEGUIDOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN LOS JUZGADOS PENALES DE LA 

PROVINCIA DE HUÁNUCO, 2014-2015” 

APELLIDOS Y NOMBRES:……………………………………………………………………………………………………. 

OPERADORES DEL PROCESO PENAL: “JUECES” 

RESPONDE LAS SIGUIENTES PREGUNTAS CON UNA “X”, SEGÚN CONSIDERA USTED. 

1. ¿CREE USTED, QUE LAS NORMAS SUSTANTIVAS Y PROCESALES REFERIDAS AL PAGO DE LA 

REPARACIÓN CIVIL PERMITEN QUE SE EFECTIVICE EL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL A LAS VÍCTIMAS 

DEL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN NUESTRO ORDENAMIENTO PENAL? 

            SÍ                                     NO  

 

2. ¿CREE USTED, QUE LOS INGRESOS ECONÓMICOS INFERIORES O IGUALES AL SUELDO MÍNIMO 

VITAL INFLUYEN EN EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL? 

            SÍ                                     NO  

 

3. ¿CREE USTED,  QUE EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS PROCESOS 

POR ROBO AGRAVADO CAUSA AGRAVIO MORAL Y ECONÓMICO A LA VÍCTIMA? 

             SÍ                                     NO  

 

4. ¿CREE USTED, QUE LOS MONTOS POR CONCEPTO DE REPARACIÓN CIVIL FIJADA EN LA 

SENTENCIA, ES PROPORCIONAL AL DAÑO CAUSADO EN LOS PROCESOS DE ROBO AGRAVADO?  

            SÍ                                     NO  

 

5. ¿CREE USTED, QUE LO SENTENCIADOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO CUMPLEN CON EL 

PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL?  

            SÍ                                     NO  
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ENCUESTA –FORMA 1 

 

TEMA DE INVESTIGACIÓN: “EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS 

PROCESOS SEGUIDOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN LOS JUZGADOS PENALES DE LA 

PROVINCIA DE HUÁNUCO, 2014-2015” 

APELLIDOS Y NOMBRES:……………………………………………………………………………………………………. 

OPERADORES DEL PROCESO PENAL: “FISCALES” 

RESPONDE LAS SIGUIENTES PREGUNTAS CON UNA “X”, SEGÚN CONSIDERA USTED. 

1. ¿CREE USTED, QUE LAS NORMAS SUSTANTIVAS Y PROCESALES REFERIDAS AL PAGO DE LA 

REPARACIÓN CIVIL PERMITEN QUE SE EFECTIVICE EL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL A LAS VÍCTIMAS 

DEL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN NUESTRO ORDENAMIENTO PENAL? 

            SÍ                                     NO  

 

2. ¿CREE USTED, QUE LOS INGRESOS ECONÓMICOS INFERIORES O IGUALES AL SUELDO MÍNIMO 

VITAL INFLUYEN EN EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL? 

            SÍ                                     NO  

 

3. ¿CREE USTED,  QUE EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS PROCESOS 

POR ROBO AGRAVADO CAUSA AGRAVIO MORAL Y ECONÓMICO A LA VÍCTIMA? 

             SÍ                                     NO  

 

4. ¿CREE USTED, QUE LOS MONTOS POR CONCEPTO DE REPARACIÓN CIVIL FIJADA EN LA 

SENTENCIA, ES PROPORCIONAL AL DAÑO CAUSADO EN LOS PROCESOS DE ROBO AGRAVADO?  

            SÍ                                     NO  

 

5. ¿CREE USTED, QUE LO SENTENCIADOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO CUMPLEN CON EL 

PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL?  

            SÍ                                     NO  
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ENCUESTA –FORMA 1 

 

TEMA DE INVESTIGACIÓN: “EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS 

PROCESOS SEGUIDOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN LOS JUZGADOS PENALES DE LA 

PROVINCIA DE HUÁNUCO, 2014-2015” 

APELLIDOS Y NOMBRES:……………………………………………………………………………………………………. 

OPERADORES DEL PROCESO PENAL: “ABOGADOS” 

RESPONDE LAS SIGUIENTES PREGUNTAS CON UNA “X”, SEGÚN CONSIDERA USTED. 

1. ¿CREE USTED, QUE LAS NORMAS SUSTANTIVAS Y PROCESALES REFERIDAS AL PAGO DE LA 

REPARACIÓN CIVIL PERMITEN QUE SE EFECTIVICE EL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL A LAS VÍCTIMAS 

DEL DELITO DE ROBO AGRAVADO EN NUESTRO ORDENAMIENTO PENAL? 

            SÍ                                     NO  

 

2. ¿CREE USTED, QUE LOS INGRESOS ECONÓMICOS INFERIORES O IGUALES AL SUELDO MÍNIMO 

VITAL INFLUYEN EN EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL? 

            SÍ                                     NO  

 

3. ¿CREE USTED,  QUE EL INCUMPLIMIENTO DEL PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL EN LOS PROCESOS 

POR ROBO AGRAVADO CAUSA AGRAVIO MORAL Y ECONÓMICO A LA VÍCTIMA? 

             SÍ                                     NO  

 

4. ¿CREE USTED, QUE LOS MONTOS POR CONCEPTO DE REPARACIÓN CIVIL FIJADA EN LA 

SENTENCIA, ES PROPORCIONAL AL DAÑO CAUSADO EN LOS PROCESOS DE ROBO AGRAVADO?  

            SÍ                                     NO  

 

5. ¿CREE USTED, QUE LO SENTENCIADOS POR EL DELITO DE ROBO AGRAVADO CUMPLEN CON EL 

PAGO DE LA REPARACIÓN CIVIL?  

            SÍ                                     NO  
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